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Resumen
La presente investigación de carácter documental, con enfoque cualitativo, presenta
el trato dado desde las políticas públicas emitidas entre los años 2006 y 2012 por parte del
Gobierno Nacional y Distrital, para la formación en la virtud de la justicia en estudiantes de
educación básica y media de colegios públicos de Bogotá D.C. Desde este punto de vista se
establecen relaciones entre los postulados de John Rawls en torno a la justicia y sus
planteamientos políticos; la investigación cobra relevancia en tanto se tratan temas de
actualidad y pertinencia para el contexto del país y en especial de la ciudad, donde la
diversidad y las desigualdades sociales hacen necesario identificar mecanismos que aporten
a la construcción de una sociedad justa. Por lo anterior se analizan los diferentes temas que
aportan a esta consolidación social justa: el acceso a la educación y al mundo laboral; la
igualdad de oportunidades; los beneficios económicos y sociales; la participación política
ciudadana; la libertad de expresión, asociación, conciencia y pensamiento; los derechos
humanos fundamentales; y por último, las responsabilidades sociales.
Palabras claves: Gobierno, política pública, igualdad social, justicia social,
libertad.
Abstract
The current investigation of documentary character, with qualitative approach,
presents the deal given from public politics issued between the years 2006 and 2012 from
District and National Government, for the formation in the virtue of justice in students of
basic and intermediate education in public schools of Bogotá D.C. From this point of view
are established relationships between the postulates of John Rawls around justice and
policy approaches; the investigation has relevance as long as treated current and relevance
subjects for the context of the country and especially of the city, where the diversity and

social inequality need to identify mechanisms to provide the construction of a just society.
For instance a look is done from the different topics with contribute to the social
consolidation right; the access to education and workplace; the equal opportunities; the
social and economic benefits; the citizen political participation; the freedom of expression,
association, consciousness and thought; fundamental human rights, and at last, the social
responsibilities.
Keywords: Public policy, social equality, social justice, freedom.
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Introducción
En el ámbito educativo se han adelantado diferentes proyectos para acercar cada vez
más la escuela a la visión de competencias, en el marco de la pertinencia educativa para la
innovación, la competitividad y la paz. Por lo anterior, es usual que los Proyectos
Educativos Institucionales (PEI) en los colegios se diseñen con el fin de brindar una
educación para el futuro de las personas. Además, existen diferentes propósitos de
profundización escolar con miras al proyecto de vida y a las oportunidades laborales de los
jóvenes. En esa dirección, el "Programa de articulación educativa de la educación media
con la educación laboral y el mundo del trabajo" constituye un modo de acercar el proyecto
de vida de los jóvenes a las necesidades de desarrollo del país, con una formación técnica
en diferentes áreas y una formación en bilingüismo en todas las instituciones educativas.
Con esto último la intención es que los estudiantes tengan un mejor conocimiento del inglés
y se desempeñen con destreza en el mundo. Estos proyectos comparten la característica
general de “educar para un mejor futuro” sin dejar de lado la formación integral. Todos
estos cambios y esfuerzos representan una manera de ofrecer al país y a sus ciudadanos una
educación pertinente para los desafíos de la sociedad del siglo XXI.
De antemano se cuenta con el propósito de las instituciones educativas de formar
seres integrales, capaces de ingresar en una sociedad que demanda competitividad y
esfuerzo. Es en este punto en el que vale la pena analizar los planteamientos políticos que
orientan la formación del ser integral de valores y virtudes.
Es importante, entonces, profundizar en las propuestas educativas del Gobierno
Nacional y Distrital, para encontrar y comprender aquellas que, en la educación básica y
media, buscan formar ciudadanos virtuosos, específicamente con la virtud de la justicia, y
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lograr un equilibrio social por medio de la acción del Estado desde el desarrollo y la
formación de personas críticas.
Si bien la educación es de suma importancia para el progreso y formación de mentes
críticas y responsables dentro del contexto social, es interesante saber si las políticas
educativas centradas en la educación en la virtud de la justicia juegan un papel importante
en el sistema educativo. De ahí que pensar en las características de las sociedades actuales
es una exigencia, no solo para la necesaria renovación del currículum, sino sobre todo para
responder a las demandas de una sociedad y unas generaciones que cambian
continuamente.
Por lo tanto, las políticas educativas no pueden estar al margen de estas exigencias,
ya que sus temas están directamente vinculados con la formación de la esencia del ser
humano en las instituciones educativas. Hay que tener en cuenta que estas últimas están
reguladas por las políticas educativas, que enmarcan la ruta de la formación de los ciclos
educativos, y que al terminar la media vocacional un educando ya tendrá incorporado en su
ser una gama de virtudes. En este caso, la virtud de la justicia será evidente en el interactuar
en medio de una sociedad que busca ser más justa, y es muy significativo conocer que las
políticas educativas dan orientaciones o perfilan la educación del buen ciudadano que busca
el bien de los demás.
La Universidad de La Salle, la Facultad de Ciencias de la Educación y la Maestría
en Docencia, en el segundo semestre del 2012, en su línea de investigación Educación para
la formación ciudadana y para la formación de valores, crean el macroproyecto Educación
en las Virtudes. Nuestro grupo de investigación se vincula a esta línea con la propuesta de
indagar sobre la virtud de la justicia en las políticas educativas nacionales y distritales.
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En consecuencia, la presente investigación se ha divido en cinco partes a través de
las cuales se describirá el proceso realizado para responder al planteamiento problémico
inicial. La primera, en la que nos encontramos, corresponde a la introducción.
Ahora bien, el capítulo 1, correspondiente a la revisión de la literatura, permite un
acercamiento a los antecedentes investigativos en el tema y da argumento teórico al
proyecto desde los postulados más importantes sobre las dos principales categorías
temáticas en las cuales se mueve el estudio: políticas públicas y virtud de la justicia.
Por su contenido, el capítulo se ha dividido en dos partes: en la primera se exponen
algunos trabajos investigativos realizados en el campo de las políticas educativas. En el
segundo apartado se realiza un abordaje conceptual desde John Rawls, en su noción de
justicia y, por otro lado, a partir de André Noël Roth, en su concepción de política pública.
El capítulo 2, correspondiente al diseño metodológico, se divide en cinco partes: en
la primera se expone el contexto situacional que enfatiza el carácter documental de la
investigación; en la segunda se argumenta el enfoque cualitativo adoptado, de acuerdo a los
objetivos trazados; en la tercera se establece el método de análisis documental como
estrategia para alcanzar los objetivos; en la cuarta se da a conocer la ficha de compilación
de documentos y la matriz de análisis, instrumentos que permiten esquematizar y organizar
el proceso de análisis, y en la última parte se presenta el proceso metodológico a través del
cual se logró dividir la información en nueve filtros y permitió analizar la información
obtenida.
El capítulo 3, referido a la interpretación, resultados y hallazgos, se trazan puentes
entre lo encontrado en los documentos, las redes conceptuales que se elaboraron en el
proceso de análisis y los autores de la literatura revisada. En el desarrollo del capítulo se
plasman las ideas más representativas sobre los fundamentos de las políticas públicas
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relacionadas con la virtud de la justicia. En este sentido se establecen relaciones entre los
planteamientos de las políticas públicas, los aportes de los antecedentes consultados, la
noción de la justicia de Rawls (1997) y algunas reflexiones que aportan los investigadores.
Finalmente, en el capítulo 4, de conclusiones y sugerencias, se retoman los aspectos
más importantes de los hallazgos establecidos en el capítulo de interpretación y se
establecen algunas sugerencias de la investigación. Este capítulo está dividido en dos
momentos; en el primero, a manera de conclusión, se retoma y profundiza sobre los
hallazgos de la investigación y se establecen relaciones con los antecedentes literarios, las
políticas consultadas y los autores John Rawls (1997) en su noción de justicia y André Noël
Roth (2006) en su concepción de política. En el segundo momento se plantean algunas
sugerencias pertinentes para ser abordadas en posteriores investigaciones.
En el último apartado del trabajo, correspondiente a los anexos, se encuentra parte
de la evidencia del proceso desarrollado en el diseño metodológico. Es solo una parte ya
que, por su tamaño, ocupa demasiado espacio y, para efectos de presentación, solo se
muestran ejemplos de fragmentos de los documentos consultados.
Descripción del problema:
La motivación como investigadores parte del planteamiento problémico: ¿Cómo se
evidencia la virtud de la justicia en las políticas educativas?, busca evaluar su relevancia
durante los últimos años, ya que a partir de ella, se generan ciertos derechos y deberes en
los ciudadanos con el objeto de lograr una sana e íntegra convivencia y desarrollo en
comunidad. En consecuencia, el estudio está fundamentado en un rastreo realizado sobre
los documentos de políticas públicas que han trabajado el tema de la justicia para la
educación básica y media.
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Objetivo General:
Debido a la importancia de las políticas públicas educativas en la dinámica escolar y
en el ejercicio ciudadano, y destacando la importancia que debe tener la virtud de la justicia
para la educación básica y media, se planteó como objetivo general para iniciar
investigación: Comprender las políticas educativas nacionales y distritales de 2006 a 2012,
que fundamentan la educación básica y media, desde la perspectiva de la virtud de la
justicia; en búsqueda de dar respuesta a este objetivo, se identificó y adoptó la tesis de John
Rawls (1997) sobre la justicia, porque desde su fundamento brinda argumentos donde se
plantea fomentar y apoyar las instituciones justas, en este caso las del estado que lideran la
educación en el país y contribuyen al fortalecimiento de la estructura básica de la sociedad.
Rawls ratifica la importancia de las leyes justas, pues se refiere a estas como aquellas que
satisfacen los principios igualitarios y de libertades del individuo. Enfocado en el plano
educativo se considera que los ciudadanos han de ser responsables en su ejercicio civil,
logrando así plantear políticas educativas y que estos ejerzan un buen uso de las mismas,
orientándose siempre hacia el respeto por los principios de justicia.
Objetivos específicos:
Posteriormente al planteamiento del objetivo de la tesis y para realizar una
segmentación del trabajo a desarrollar, se establecen dos objetivos específicos:
1. Relacionar los contenidos de las políticas educativas nacionales y distritales de 2006
a 2012, en relación con los accesos y beneficios sociales postulados por Rawls.
2. Identificar en las políticas públicas educativas el componente ligado a las libertades
y los compromisos morales defendidos por Rawls.
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Luego de realizar una breve apertura hacia la intencionalidad de la investigación y
del contenido de cada uno de sus capítulos, es momento de centrarnos en su ampliación,
que es la ruta de descubrimiento de la investigación.

1. Revisión de la literatura
En este capítulo realizaremos un abordaje conceptual y de antecedentes que den
sustento teórico a nuestra investigación. Es importante recordar que la investigación que
desarrollamos tiene como objetivo central comprender las políticas educativas planteadas
desde la virtud de la justicia para la educación básica y media en colegios distritales. En
este sentido, el acercamiento a los antecedentes pretende dar cuenta de anteriores
investigaciones que tienen relación con nuestro objeto de estudio. Por otra parte, el
abordaje conceptual está centrado en destacar y fundamentar, desde algunos autores, la
forma en la que se aborda cada temática pertinente a nuestro trabajo.
Este capítulo está dividido en dos partes: en la primera se exponen algunos trabajos
investigativos realizados, que se han agrupado en dos temas: políticas educativas
desiguales y políticas educativas para el bienestar. En un segundo apartado se realiza un
abordaje conceptual desde diversos autores que han tratado las principales categorías que se
relacionan con nuestra investigación: política pública y justicia.
1.1. Antecedentes
1.1.1. Presentación.
El abordaje categorial de los antecedentes se realiza de forma segmentada de
acuerdo a las dos categorías que fundamentan nuestra investigación. Se evidencian, en un
primer momento, las investigaciones más relevantes que aportan desde la categoría de
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políticas educativas desiguales; y posteriormente las realizadas en cuanto a políticas
educativas para el bienestar.
Por el rastreo realizado se observa que son pocos los estudios que se han hecho en
Colombia en cuanto al tema de políticas educativas y virtudes, en especial sobre la virtud
de la justicia.
Para la selección de las investigaciones, se realizó primero una búsqueda por título y
objeto de interés. De la primera consulta se seleccionaron 15 textos que fueron revisados a
profundidad. Luego de esta revisión resultó un total de ocho investigaciones pertinentes
para ser relacionadas directamente con nuestra investigación.
1.1.2. Políticas educativas desiguales.
Existe un grupo de investigaciones que en su desarrollo temático se centraron en la
justicia desde un análisis crítico y en algunas opciones de política que deberían contribuir a
la inclusión equitativa de los jóvenes para su desarrollo en una sociedad. Estos trabajos
trataron, en general, sobre las desigualdades sociales latentes en la educación que privan a
parte de la población colombiana de poder acceder al mundo educativo. Se trata de tres
investigaciones, dos de ellas de la Pontificia Universidad Javeriana y la tercera de la
Universidad de Buenos Aires.
La primera, titulada Educación Media en Colombia: Análisis crítico y opciones de
política, de Turbay (2010), en su análisis caracterizó la situación de la educación media en
el país y formuló lineamientos de política que contribuyeran a la inclusión de los jóvenes al
desarrollo. En el análisis realizado, esta investigación, frente a las políticas educativas
desde la virtud de la justicia, eje central de la nuestra, nos da pie para equiparar políticas de
inclusión en favor de los jóvenes. De tal manera, se hace un análisis crítico de la situación
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de la formación en Colombia y se llega a formular una propuesta de reforma educativa en el
ejercicio de su quehacer.
La segunda investigación, Desigualdades sociales en educación. Políticas sociales
frente a la equidad en la educación pública básica y media en Colombia 2002-2009, de
Velandia (2010), se enfocó en analizar las desigualdades sociales de la educación pública
en los niveles de preescolar, básica y media en el periodo de 2002 a 2009 en Colombia.
Según el autor, las desigualdades sociales parten de la vulnerabilidad en la cual vive más
del 60% de la población colombiana por razones como la violación de los derechos y el
desconocimiento de sus deberes y compromisos como ciudadanos.
La tercera investigación, titulada Educación, políticas sociales y acceso al mundo
del trabajo: un estudio acerca de la desigualdad de oportunidades para jóvenes en la
Argentina, de Raap (2010), tuvo por objetivo analizar la desigualdad en las oportunidades
en los procesos de transición de los jóvenes desde la escuela hacia el mundo del trabajo y
las posibilidades diferenciales de integración socio-laboral en un mercado de trabajo
heterogéneo y segmentado, como es el de la Argentina contemporánea. Se trata desde allí
sobre las desigualdades sociales en Latinoamérica, haciendo énfasis en países como
Argentina y otros contextos de actual crecimiento económico, estableciendo como producto
de estas su enfoque estructuralista, pues en estos existe una estructura económica
heterogénea en cuanto a sus características productivas, la cual segmenta la calidad de los
puestos de trabajo ofertados a los ciudadanos, a partir de las políticas públicas establecidas
y promovidas por cada Estado, haciendo más pronunciada la desigualdad entre los
habitantes.
Según las anteriores investigaciones, caracterizar la educación media en Colombia
pareciera ser bastante sugestivo porque la formación debe estar centrada en el sujeto. Por
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esta razón los estudios crearon un marco general para realizar un análisis crítico de la
formación desde la violación de los derechos, y desde el no reconocimiento de las personas
en sus deberes y compromisos como ciudadanos, tal como se ha venido estructurando en
Latinoamérica, en países como Argentina, por ejemplo, con el fomento de políticas que
ayuden en las transformaciones sociales y económicas.
1.1.3. Políticas educativas para el bienestar.
Bajo este marco se encontraron cinco investigaciones que indagan sobre causas,
propósitos y efectos en torno a desigualdades sociales de las diferentes comunidades. De
acuerdo con esto, la política es un campo a revisar en tanto se analiza su trascendencia en la
conformación de sociedades justas.
La primera investigación fue Articulación en la educación ¿realidad o utopía? Un
estado del arte de las políticas educativas, de Chávez (2009), de la Pontificia Universidad
Javeriana; la segunda, Políticas juveniles de educación, formación y empleo en la última
década, de Guillén (2010), de la Universidad Nacional de Mendoza Argentina; la tercera,
50 años de política educativa de la unión europea 1951-2001, fundamentos y acciones, de
Valle (2003), de la Universidad Nacional de Educación a Distancia; la cuarta, Equidad y
educación: estudios de caso de políticas educativas, de la Universidad Autónoma de
Manizales, de Abello (2008), y la quinta, La política pública de participación del distrito
capital como instrumento de efectividad para el ejercicio del derecho a la participación, de
la Pontificia Universidad Javeriana, de Pardo (2008).
La primera tesis plantea la necesidad de lograr la articulación entre los niveles de
educación media y superior con el mundo laboral y/o productivo, aunque, según el autor,
aún no se sabe con precisión qué es lo que articula un nivel con otro y cuáles serían los
elementos, supuestos o factores que articulan los procesos formativos dados a la

10
LA VIRTUD DE LA JUSTICIA EN LAS POLÍTICAS EDUCATIVAS

ciudadanía. De esta manera, desde los ámbitos nacional e internacional, varios documentos
han abordado el fenómeno de la educación articulada como nueva estrategia de superación
de déficits educativos y como factor de cambio social en tanto se relaciona directamente
con la preparación para el mundo productivo.
La segunda investigación se planteó como objetivo conocer, desde la perspectiva y
la experiencia de los agentes burocráticos, las políticas juveniles de educación, formación y
empleo y las condiciones que impuso el contexto nacional, provincial y municipal en la
construcción y ejecución de dichas políticas. Se parte de la pregunta por los factores que
condicionaron las políticas implementadas frente al problema de desigualdad en la
distribución de oportunidades de acceso a la educación, la formación y al empleo de los
jóvenes vulnerables en el Departamento de Maipú durante la última década y qué papel
jugaron en ellas los agentes burocráticos.
La tercera investigación aborda un estudio histórico sobre la política educativa de la
Unión Europea desde sus orígenes hasta la actualidad. Establece períodos que se definen
claramente y para los que se establecen una serie de características definitorias y unos
factores explicativos. Asimismo, se aporta un modelo novedoso que determina los factores
que permiten la descripción y la comprensión de la política educativa en su conjunto y
desde su implantación.
La cuarta investigación fundamentó su análisis en el estudio de cinco casos de
instituciones con una política educativa orientada a la equidad. Estos casos muestran un
amplio escenario de esfuerzos por enfrentar las problemáticas de la desigualdad
socioeconómica y cultural, no sólo por parte de quienes se encargan de las formulaciones
sino de los actores que las implementan. En razón a ello, de acuerdo al autor, al desplegarse
la política a las instituciones educativas es posible configurarla de distintas formas, pues
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aunque se considere normativa, reglamentaria u obligatoria hay que reconocer que en la
práctica, por la autonomía relativa que poseen las instituciones educativas, se observan
apropiaciones muy diversas.
Finalmente, la quinta investigación tuvo como propósito analizar si la política de
participación del Distrito Capital constituye un instrumento efectivo para el cumplimiento
de este derecho. Es posible pensar que la respuesta adecuada a este interrogante sólo podría
darse cuando la política se encuentre implementada y permita adelantar un ejercicio de
evaluación. Esta evaluación sería entendida, en términos planteados por Roth (2006),
“como una práctica seria de argumentación basada en una información pertinente, permite
opinar de manera más acertada, con menos subjetividad, acerca de los efectos de las
acciones públicas” (p. 135). De esta manera la política está orientada al análisis desde
perspectivas de juicios de valoración centrados en la participación.
Según las investigaciones revisadas, las políticas públicas en favor de la población
juvenil enfatizan sus preocupaciones en el bienestar de las personas, lo cual implica
fomentar mecanismos que ayudan a su formación; las sociedades deben conocer y saber
cuál es el fundamento transversal que debe tener cada una. Por ello, la política educativa, en
el transcurrir de la historia, ha estado presente y seguirá en la lucha para lograr una
educación igualitaria fundamentada en la formación, como lo sintetizan estos últimos
estudios.
El comprender las políticas llevó a que en las investigaciones se piense cuál es el
papel que cumple la educación en sociedades diversas, con múltiples problemáticas. Se ha
realizado un estudio histórico sobre la política educativa y sus fundamentos, desde lo
documental, en los niveles de educación media y superior, es decir, una educación
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articulada desde la normatividad como eje de regulación del servicio que se presta a sujetos
en formación.
De acuerdo con las investigaciones ya señaladas, se reafirma la importancia de las
políticas educativas en el desarrollo sociopolítico en pro de una mejor calidad de vida en la
educación. De igual modo, en los documentos analizados sobresalen algunos intereses
investigativos: análisis crítico y opciones de política, desigualdades sociales en educación,
articulación de la educación con la realidad, formación desde el fomento de competencias
ciudadanas dentro de diferentes contextos escolares, convivencia escolar, relación entre
profesores y alumnos, políticas juveniles y participación social desde diferentes contextos.
En síntesis, en este apartado de antecedentes, y gracias al agrupamiento de los temas
analizados, en la investigación sobre las políticas educativas en la justicia se comprende
que la política está ligada a la educación desde múltiples puntos de vista. De tal modo se
concluye que las políticas públicas educativas deben estar encaminadas al bienestar de todo
sujeto en formación, como ejes centrales de los procesos educativos. Sin embargo, algunos
estudios señalan las desigualdades que generan en la realidad social desde la perspectiva
del cumplimiento de los derechos.
1.2. Fundamento teórico
En el presente apartado se detallan los conceptos clave que constituyen y dan
fundamento la base de la investigación: la política pública desde André Roth (2006) y la
justicia desde John Rawls (1997).
A continuación se profundiza en las dos categorías planteadas para la investigación
que mantienen estrecha relación con el objetivo de nuestra investigación; abordaremos
secuencialmente los postulados teóricos acerca de la política pública y la justicia, con un
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breve rastreo de las tesis de algunos autores y centrándonos en los que han sido tomados
como referentes para este estudio.
1.2.1. Política pública.
Al abordar esta primera categoría debemos ver la trascendencia que tienen las
políticas educativas planteadas a nivel nacional y distrital, pues son las que orientan las
acciones realizadas en las instituciones educativas. Es pertinente, para nuestra
investigación, tomar como autor a André Roth (2006) quien afirma que las políticas
públicas son:
Un conjunto conformado por uno o varios objetivos considerados necesarios o
deseables y por medios y acciones que son tratados, por lo menos parcialmente, por
una institución u organización gubernamental con el fin de orientar el
comportamiento de actores individuales o colectivos para modificar una situación
percibida como insatisfactoria o problemática (p. 27).
De esta manera se nos da a entender que estas responden a las necesidades de los
ciudadanos que conforman cualquier ente gubernamental de una nación, y que
adicionalmente tienen la responsabilidad de velar por el bienestar de los conciudadanos.
Roth, en su noción de política pública vista desde el ente gubernamental, establece
la consonancia de esta en la consolidación de los propósitos del Estado, esclareciendo el
papel inicial del que se parte para la formulación de dichas políticas. Afirma también que
las políticas públicas han de ser producto de situaciones sociales percibidas como
insatisfactorias, mas no de las simples intenciones del gobierno por manipular una nación a
su antojo.
Roth (2006) afirma que “las políticas públicas constituyen las herramientas
desarrolladas por el Estado para favorecer y garantizar el cumplimiento y el respeto a estos
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derechos considerados como bienes públicos fundamentales constitutivos de una sociedad
democrática” (p. 60). Adicionalmente describe la relación de las políticas del Estado, y
agrega que “las políticas públicas concretan lo que un Estado o una sociedad considera
como de interés general, son el enlace entre el Estado, la sociedad y el ciudadano” (p. 64).
En este sentido, vincular las políticas públicas en función de la ciudadanía ejemplifica que
cada una tiene un objetivo en concreto, que es buscar una mejor convivencia social de los
ciudadanos que habitan en una comunidad.
Otro autor que trata el tema de las políticas educativas es Arias (2009), quien
esclarece su papel, orígenes y contextualización. Al respecto, el autor afirma que "las
políticas educativas no son inventos o antojos de turno, ni formulaciones decorativas que
los Estados elaboran, sino expresiones del compromiso político que las fuerzas
hegemónicas establecen, según los requerimientos macroeconómicos, ideológicos,
culturales y sociales" (p. 117). Estas acepciones son importantes puntos de partida para
comprender el papel de las políticas educativas en la formación ciudadana en tanto espacio
en construcción.
Existen diferentes referentes institucionales que se encargan del tema de las
políticas públicas en nuestro país y en Bogotá. Está el Gobierno Nacional a través de sus
diferentes Ministerios y el Distrital a través de sus Secretarías.
En relación con el poder político, en su intención de lograr objetivos sociales, Reyes
(2009) plantea una mirada sobre la intencionalidad de la política educativa:
La política o lo político es un espacio agonal o de disputa permanente en la
construcción y ejercicio del poder, tanto como lo es el desarrollo de las relaciones
de dominación que le son inherentes a todo poder político. Sin embargo, lo político
es también un espacio factible y apropiado para la construcción de acuerdos, de
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consensos y de articulación de intereses diversos, sin los cuales ni la legitimidad ni
la hegemonía, tampoco serían posibles (p. 228).
Específicamente, este autor define la política pública como “toda orientación y
disposición de los monopolios imperativos del Estado para campos específicos de la
gestión gubernamental y de la sociedad” (p. 232). De tal manera, la política pública está
orientada a la modificación de lo que comúnmente se hace, es decir, su razón de ser está
encaminada a reorientar el camino trazado en espacios vitales para las relaciones sociales y
retomar los principales fundamentos que resaltan el porqué y para qué de las políticas.
Otro referente colombiano que nos permite una mirada sobre la variante política es
Vargas (1996), quien entiende las políticas públicas como “el conjunto de sucesivas
iniciativas, decisiones y acciones del régimen político frente a situaciones socialmente
problemáticas que buscan la resolución de las mismas o llevarlas a niveles manejables” (p.
56). Este autor expresa también cómo la política pública “no es una decisión aislada, sino
un conjunto de tomas de posición que involucran una o varias instituciones estatales
(simultáneamente o secuencialmente)” (p. 58). Por ello se debe reconocer que la política
centraliza las necesidades primarias de las sociedades, sin apartarse del papel que el
ciudadano cumple en su interior. Hay que entender que estas deben convertirse en un bien
común para aquellos que viven en espacios determinados regulados.
Para cerrar esta primera categoría de política es importante resaltar el papel que
deben jugar las políticas en el campo educativo, pues estas deben aportar a la formación de
una sociedad preocupada por la organización, regulación y control de las personas, es decir
que las políticas se constituyen como andamiaje y soporte de las sociedades.
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1.2.2. Justicia.
Para nuestra segunda categoría temática, en consonancia con los objetivos
planteados, nos centraremos principalmente en los planteamientos de John Rawls (1997),
quien definió la justicia desde los principios de igualdad y libertad. Aunque antes es
pertinente hacer un breve rastreo acerca del nacimiento y la importancia de dicha virtud
desde la filosofía moral.
Desde la antigua Grecia se pretendía cultivar en los ciudadanos ciertas virtudes que
les permitieran establecerse en la sociedad como ciudadanos relevantes, útiles y perfectos;
se trataba de cuatro virtudes específicas: justicia, prudencia, fortaleza y templanza. Estas se
consideraban fundamentales para alcanzar el areté, considerado por Carlos Schrader (1986)
como “un conjunto de cualidades cívicas, morales e intelectuales” (p. 164) a través de las
cuales se alcanzaba la excelencia ciudadana.
Frente al concepto de justicia es bueno recordar a uno de los grandes pensadores de
la edad media: Santo Tomás, quien consideró la justicia como un modo de regulación
fundamental de las relaciones sociales, fundada en la ley universal y resultado de los
intereses públicos presentes en las relaciones humanas; esta concepción la han mantenido
los utilitarios1. A diferencia de ellos, John Rawls (1963) ha afirmado que la justicia no es
resultado de intereses, por más públicos que sean, sino que estos intereses y relaciones son
servidos solamente por la justicia.
Bien cabe recordar que para Rawls (1997) la justicia está dada a partir de dos
principios fundamentales: la igualdad y la libertad, el autor afirma que la justicia es lo

1

Se entiende por utilitarismo a la doctrina filosófica que toma por principio la idea de que el hombre es
esencialmente interesado y en consecuencia capaz de superar sus deseos inmediatos en vista de la felicidad y
la supresión del dolor (Florián, 2002).
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bueno, lo social y lo justo, entendidos como principios en la teoría ética. La justicia está
representada así en la persona social democrática imparcial, donde corresponde establecer,
entre ciudadanos, la igualdad y la libertad; se proponen así criterios éticos reconocibles y se
logra masificar el bien. En este sentido, el autor plantea que “estos criterios proporcionan
una norma independiente para dirigir el curso del cambio social, sin invocar una
concepción perfeccionista o una concepción orgánica de la sociedad” (Rawls, 1997, p.
470).
En efecto, para Rawls la justicia está apoyada en la ética de las personas, pero prima
lo social, es decir, el objeto primario de esta virtud es la estructura básica de la sociedad, sin
dejar de lado la libertad individual de sus habitantes. Así, desde las diferentes posiciones
sociales se debe enfatizar al bien común de la población y sin desligarlo de la sensibilidad
del pensamiento individual.
Se puede determinar, sobre la concepción de justicia racional, que para Rawls
(1997) es utilitaria y más si la justicia social es el principio de prudencia que va aplicado a
una concepción colectiva del bienestar del grupo. De esta manera:
La característica más sorprendente de la visión utilitaria de la justicia es que no
importa, excepto de manera indirecta, cómo se distribuya esta suma de
satisfacciones entre los individuos; tampoco importa, excepto de manera indirecta,
cómo un hombre distribuye sus satisfacciones en el tiempo. (p. 37)
Frente al tema de las satisfacciones a distribuir entre los individuos es importante
mencionar los principios de las entidades gubernamentales en dicha repartición de bienes,
para consolidación de una sociedad justa. En este sentido Rawls (1997) plantea:
La justicia es la primera virtud de las instituciones sociales, como la verdad lo es de
los sistemas de pensamiento. Una teoría, por muy atractiva y esclarecedora que sea,
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tiene que ser rechazada o revisada si no es verdadera; de igual modo, no importa
que las leyes e instituciones estén ordenadas y sean eficientes: si son injustas han de
ser reformadas o abolidas. Cada persona posee una inviolabilidad fundada en la
justicia que incluso el bienestar de la sociedad no puede atropellar. Es por esta razón
que la justicia niega que la pérdida de libertad para algunos sea correcta por el hecho
de que un mayor bien sea compartido por otros. (p. 19)
Así establecido, la razón por la que podemos asentir ante una teoría errónea es la
falta de una mejor. Se constituye entonces el cuestionamiento permanente como un
elemento para determinar cuándo algo se declara justo, pues la época y las condiciones de
las distintas sociedades determinan cambios frente a las concepciones de qué es justo.
Para complementar una sociedad justa, dice Rawls, no debe recaer todo el peso
sobre el Estado, sino que sus ciudadanos deben tener cooperación social. Habla de un
principio de reciprocidad de acciones, en el que se debe ser solidario para la conformación
de la sociedad justa. En términos de Rawls, justicia social es bienestar del ser humano. Así,
la solidaridad y la reciprocidad se denotan como actitudes y actuaciones individuales y
grupales que permiten la convivencia en una comunidad.
Los bienes primarios sociales
Rawls (1997) plantea, frente a la justicia social, que se debe dar una distribución
equitativa de lo que llama bienes primarios sociales, considerados como fundamentales
para la conformación de una sociedad justa. Los bienes a los que hace referencia son tres: el
acceso a diversos puestos y posiciones sociales, los beneficios socio-económicos y las
libertades fundamentales; y en la medida que los ciudadanos obtengan estos bienes se
conformará una sociedad justa. Según los planteamientos del autor, el Estado debe brindar
una escasez moderada, término clave que se refiriere a unas condiciones mínimas en las
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que cada ciudadano tiene lo necesario para formar su propio ideal de vida digna, sin caer en
el asistencialismo.
El primero de estos bienes primarios consiste en la igualdad para todos los
ciudadanos en el acceso a diversos puestos y posiciones sociales y a las oportunidades para
formar su propio ideal de vida digna. En este sentido, plantea nuevamente el autor, se debe
hacer uso de dos principios, el primero de ellos el de igual libertad, entendiéndose que
cuando se ofrece un servicio o se dan oportunidades, deben estar disponibles para todos. El
segundo principio es el de diferencia, que establece que al vivir en comunidad hay
diferentes personalidades, por lo cual hay pluralidad en cuanto a capacidades y aptitudes.
Estas diferencias deben ser tenidas en cuenta al momento de brindar oportunidades a los
miembros de la comunidad, sin discriminar a ninguno, y evaluando los talentos requeridos.
El segundo bien primario social que debe brindarse en una sociedad es el beneficio
socio-económico. Son aquellas ayudas y beneficios que se deben distribuir entre los
miembros de la comunidad. Rawls establece que “este principio afirma que las
desigualdades inmerecidas requieren una compensación, y dado que las desigualdades de
nacimiento y de dotes naturales son inmerecidas, habrán de ser compensadas de algún
modo” (1997, p. 103). Este es el llamado principio de diferencia que, aclara, debe dar
mayor beneficio los miembros menos aventajados de la sociedad.
El tercer bien primario social con el que debe contar una comunidad es el de brindar
unas libertades fundamentales entre sus ciudadanos, dentro de las cuales están la libertad
política, de expresión, asociación, conciencia y pensamiento. Libertad del derecho a tener
propiedades y de no ser objeto de detenciones arbitrarias. Ahora bien, los llamados
derechos fundamentales defendidos por Rawls se constituyen como elementos que una
sociedad debe garantizar para sus habitantes.
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Los principios de la justicia
Bajo el precepto de que se debe dar imparcialidad en la justicia, Rawls plantea
principios que se acuerdan en una situación inicial justa, para ello se parte de pensar que los
miembros del grupo son racionales y mutuamente bien interesados. Cabe señalar que la
justicia como imparcialidad es un ejemplo de lo que Rawls llamó una teoría contractualista
encaminada a una teoría de la justicia de la elección racional, es decir, una teoría racional:
Los principios de la justicia serán el resultado de un acuerdo o de un convenio justo,
pues dadas las circunstancias de la posición original y la simetría de las relaciones
entre las partes, esta situación inicial es equitativa entre las personas en tanto que
seres morales, esto es, en tanto que seres racionales con sus propios fines, a quienes
supondré capaces de un sentido de la justicia (Rawls, 1997, p. 24).
Así, la justicia como imparcialidad transmite la idea de que los principios
establecidos por la justicia se acuerdan en una situación justa. En el pensamiento rawlsiano
es trascendental tener presentes tres principios bastante diferentes: el primero, principio de
igual libertad, que equipara la igualdad en la repartición de derechos para el acceso a
diversas posiciones sociales; el segundo, principio de igualdad equitativa de oportunidades
que se enmarca en brindar igualdad de condiciones para generar las condiciones de vida
dignas de acuerdo a los talentos requeridos. Por último el principio de diferencia, que
pretende sostener las desigualdades sociales y económicas, equiparando los beneficios para
todos, es decir, para quienes hacen parte y son así los menos aventajados de la sociedad.
Los principios de la justicia social son aquellos que brindan pautas para evaluar los
aspectos distributivos de la estructura básica de la sociedad, en favor de aquellos que hacen
parte de dichos esquemas. En términos de Rawls (1997), no se deben confundir estas pautas
“con los principios definitorios de las otras virtudes, ya que la estructura básica y los
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arreglos sociales en general pueden ser eficientes o ineficientes, liberales o no, y muchas
otras cosas además de justos e injustos” (p. 26). De acuerdo con esta concepción, el autor
establece que no solo se deben tener en cuenta los principios de la virtud de la justicia, sino
que existen y se deben tener en cuenta otros principios vitales de otras virtudes.
De igual modo, al analizar a profundidad se puede concluir que:
Una concepción de la justicia no puede ser deducida de premisas evidentes o de
condiciones sobre principios; por el contrario, su justificación es cuestión del mutuo
apoyo de muchas consideraciones y de que todo se ajuste conjuntamente en una visión
coherente (Rawls, 1997, p. 33).
Para cerrar esta categoría asociada a la virtud de la justicia, y en relación con las
políticas educativas, Rawls centra su mirada en el ideal social del hombre y en su bienestar
desde la igualdad sin descuidar la libertad. Con un pensamiento social y humanista
relaciona el por qué y el para qué de las políticas. En este sentido el autor afirma que “el
objeto primario de los principios de justicia social es la estructura básica de la sociedad, la
disposición de las instituciones sociales más importantes en un esquema de cooperación”
(Rawls, 1997, p. 62).
2. Diseño metodológico
El presente capítulo se divide en cinco partes: en la primera se expone el contexto
situacional que enfatiza el carácter documental de la investigación; en la segunda se
enuncia el enfoque de acuerdo a los objetivos trazados; en la tercera se evoca el método en
el rastreo de los documentos que se analizaron; en la cuarta se dan a conocer los
instrumentos que ayudaron a materializar el proceso de análisis, y en la última parte se
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presenta el análisis de la información sistematizada en nueve filtros que muestran parte del
proceso metodológico llevado a cabo.
2.1. Contexto Situacional
En esta investigación, por ser de carácter documental, el contexto situacional está
enmarcado en varias instituciones y documentos oficiales, como la Legislación educativa
colombiana, con una mirada a las leyes, decretos, normas, acuerdos, disposiciones y
reglamentos de carácter público que serán motivo de análisis. El espacio temporal que se
estableció para la búsqueda de información fue entre el año 2006 y 2012. Se tomó como
fecha de inicio el 2006 porque en este año se inició el trabajo sobre el segundo Plan
Nacional Decenal de Educación, documento que orienta la educación del país hasta el
2015. Sobre la fecha de cierre de búsqueda de información se optó por 2012 ya que en este
año se plantea el último Plan Sectorial de Educación de Bogotá D.C., que tiene vigencia
hasta el 2014 y orienta la educación de la ciudad.
El proceso desarrollado consistió en examinar inicialmente 20 leyes, 77 decretos,
119 resoluciones, 13 directivas ministeriales, 20 circulares, 10 acuerdos y otros 29
documentos guías para un total de 288 documentos. De todos estos documentos, 32
arrojaron aportes reales a la presente investigación (véase el Anexo 1).
En cuanto a las instituciones en las cuales se buscó información inicialmente
estaban: el Ministerio de Educación Nacional (MEN) y la Secretaría de Educación Distrital
(SED). Estas instituciones tienen injerencia directa sobre la educación que se brinda en los
planteles educativos de Bogotá. Al seleccionar los documentos a analizar se observó que no
bastaba con esto, ya que había más instituciones oficiales que con injerencia en la
educación, por lo cual se adicionaron. A continuación se mencionan las instituciones
principales de las cuales se retomaron documentos normativos.
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El MEN es el encargado de generar la política sectorial y la reglamentación
pertinente para la organización de las diferentes modalidades de prestación del servicio
público educativo en Colombia. Su finalidad es orientar la educación en los niveles
preescolar, básica, media y superior, educación para el trabajo y el desarrollo humano. De
igual forma, regula y establece los criterios y parámetros técnicos cualitativos que
contribuyen al mejoramiento del acceso, calidad y equidad de la educación, en la atención
integral en todos los niveles. Coordina todas las acciones educativas del Estado y de
quienes prestan el servicio público de la educación en todo el territorio nacional, con la
colaboración de sus entidades adscritas, de los entes territoriales y de la comunidad
educativa. También apoya los procesos de autonomía local e institucional mediante la
formulación de lineamientos generales e indicadores para la supervisión y control de la
gestión administrativa y pedagógica. Con estas facultades, el MEN puede hacer propuestas
de regulación, reformas de la Constitución de la ley, emitir reglamentaciones decretos y
resoluciones y orientaciones, directivas, circulares y conceptos (MEN, 2013).
Por su parte, la misión de la SED es promover la oferta educativa en Bogotá y
garantizar el acceso y la permanencia de los niños, niñas y jóvenes en el sistema educativo,
en sus distintas formas, niveles y modalidades. Busca la calidad y pertinencia de la
educación, con el propósito de formar individuos capaces de vivir productiva, creativa y
responsablemente en comunidad. Sus funciones principales son las de formular, dirigir,
ejecutar y coordinar los planes y programas del sector educativo y cultural en el Distrito
Capital; elaborar las políticas, planes y programas distritales de educación, de acuerdo con
los criterios establecidos por el MEN. Vigilar los pénsums académicos y orientar las
labores docentes de los planteles educativos bogotanos, de manera que se ajusten a las
normas existentes para tal fin y a los Proyectos Educativos Institucionales (PEI). Además
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ejecuta programas que fomentan las expresiones de la cultura y difusión de valores, con la
participación activa de la población escolar y la comunidad.
El anteriormente llamado Ministerio del Interior y de Justicia, ahora bajo el nombre
de Ministerio de Justicia y del Derecho, tiene como misión formular, gestionar e
implementar las políticas, planes, programas y proyectos de orden nacional, en materia de
justicia y amparo efectivo de los derechos, con el fin de contribuir al fortalecimiento del
Estado social y democrático de derecho. Es una entidad que por su condición crea planes y
proyectos que deben ser implementados en las instituciones educativas.
El Ministerio de Salud y Protección Social, que opera bajo este nombre desde el
2011, está encargado de llevar a cabo las políticas públicas de salud, salud pública, y
promoción social en salud, en todas sus fases. Tiene relación con las instituciones
educativas ya que organiza programas para promover el ejercicio de los derechos sexuales
y reproductivos de toda la población.
El Ministerio de Comercio Industria y Turismo apoya la actividad empresarial,
productora de bienes, servicios y tecnología, así como la gestión turística de las diferentes
regiones. Crea programas que se implementan en las instituciones educativas con el fin de
brindar herramientas para que los estudiantes y la población en general tengan alternativas
de empleo al finalizar sus estudios.
Por su parte, el Departamento Nacional de Planeación lidera, coordina y articula la
planeación a mediano y largo plazo para el desarrollo sostenible e incluyente del país. En
sus planes de desarrollo incluye aspectos educativos que competen a todas las instituciones
educativas.
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La Secretaria Distrital de Planeación tiene por objeto orientar y liderar la
formulación y seguimiento de las políticas y la planeación territorial, demarca en sus planes
y proyectos pautas para la educación en las instituciones educativas distritales.
El Concejo de Bogotá, como suprema autoridad política administrativa del Distrito
Capital, expide normas a diferentes sectores, incluyendo instituciones educativas, que
promueven el desarrollo integral de sus habitantes y de la ciudad.
A continuación se definen algunos conceptos del ordenamiento jurídico que
contemplamos para la investigación, algunos son: leyes, decretos, resoluciones, acuerdos y
otros. Los siguientes conceptos son tomados de Palacio (2006).
Ley: las normas, en general, expresan o señalan comportamientos deseables
(debidos, obligatorios) que los individuos a quienes van dirigidas están en posibilidades de
cumplir (p. 44).
Decreto: mandato, decisión de una autoridad sobre un asunto, negocio o materia de
su competencia (p. 148).
Resolución: en derecho penal constituye la resolución libre y consciente de realizar
voluntariamente una acción u omisión prevista y sancionada por la ley (p. 150).
Acuerdo: el Estado se sujeta al Derecho. Es una concepción liberal, contraria a otro
tipo de estados que puedan concebirse, fundamentalmente situados en ese intermedio, entre
los extremos (p. 62).
El sistema jurídico colombiano está constituido en forma jerárquica. De ello se
colige que cada norma es fuente formal de validez de otra norma que generalmente es
inferior. El orden jurídico y su estructura jerárquica, en orden descendente, es el siguiente:
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Tabla 1. Pirámide Kelseniana / Hans Kelsen. Citado por Palacio, A. (2006).

Constitución Nacional
Decretos del Presidente
Ordenanzas
Decretos y Resoluciones del Gobernador
Acuerdos de los Concejos Municipales y
Decretos de los Alcaldes
La Costumbre Jurídica
Normas Jurídicas Individuales
Sentencias Judiciales
Resoluciones de Tribunales Administrativos

2.1.1. Enfoque.
Para cumplir el objetivo de esta investigación, que era comprender las políticas
educativas nacionales y distritales de 2006 a 2012, que fundamentan la educación básica y
media, desde la perspectiva de la virtud de la justicia, se seleccionó el enfoque cualitativo.
En este, el investigador es el principal encargado de orientar el camino a seguir en la
recolección de datos, teniendo en cuenta la “flexibilidad y apertura que le otorga su
orientación naturalista y fenomenológica; así cuando se investiga hay que dejar que la
realidad hable por sí misma y no sea distorsionada por las ideas, juicios, hipótesis y teorías
previas del investigador” (Martínez, 2000, p. 47).
Esta investigación se consideró cualitativa porque se caracterizó por estudiar la
realidad social tal y cómo era percibida y permitió el abordaje de realidades cuya naturaleza
solo podía ser captada desde el marco de referencia que los investigadores vivían y
experimentaban.
Se centró en analizar los hechos expresados e interpretar el conocimiento y la
experiencia, “cuyo valor y significado pone de manifiesto la solución de problemas
planteados” (Martínez, 2000, p. 71).
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Así, esta investigación estuvo orientada al análisis y comprensión de diferentes
documentos enmarcados en el ámbito netamente político y educativo e identificó sus
tendencias en función de reconocer la concepción de justicia y de ciudadano.
2.1.2. Método.
Para esta investigación se adoptó el método documental, ya que este tiene su base en
la presentación de un escrito formal a través de una metodología reconocida que consiste
primordialmente en la presentación selectiva de lo que se ha dicho o escrito sobre un tema
determinado. Además, desde este método se presentó la conexión de ideas de varios autores
y las de los investigadores. Su elaboración requirió que el material se reuniera, interpretara
y evaluara, y finalmente reportara datos e ideas de forma imparcial, honesta y clara.
La investigación documental, como lo menciona Montemayor (2002), es el proceso
ordenado y lógico en el que se presenta una selección de documentos o archivos, de
resultados de validez científica, con la posibilidad de hacer una conexión de ideas entre
autores e investigador. Este tipo de investigación se caracteriza por el empleo predominante
de registros gráficos o sonoros como fuentes de información y por el manejo de mensajes
registrados en la forma de manuscritos e impresos.
Por otra parte, Cazares (2000) afirma que la investigación documental depende
fundamentalmente de la información que se recoge o consulta en documentos, entendiendo
este término en sentido amplio: todo material de índole permanente, es decir, al que se
puede acudir como fuente o referencia en cualquier momento o lugar.
En esta misma línea, Bravo (1987) define la investigación documental como:
Una variante de la investigación científica, cuyo objetivo fundamental es el análisis
de diferentes fenómenos (de orden histórico, psicológico, sociológico, etc.) de la
realidad a través de la indagación exhaustiva, sistémica y rigurosa utilizando
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técnicas muy precisas de la documentación existente que directa o indirectamente
aporte la información atinente al fenómeno que estudiamos” (p. 21).
Se pretendió abordar la presente investigación desde un describir reflexivo de unos
planteamientos políticos; en este sentido se hizo una apropiación de las políticas públicas
para la educación básica y media, un tema significativo para el sector educativo y para la
sociedad en general. Entonces, este método fue pertinente para la investigación, de acuerdo
a los planteamientos y alcances del mismo, pues lo que se pretendió fue identificar,
describir y reflexionar sobre algunos documentos de naturaleza oficial.
2.1.3. Instrumentos.
Para la presente investigación se crearon dos instrumentos que ayudaron a
materializar el análisis de documentos. Se usaron dos formatos digitales para organizar,
clasificar, tematizar y encontrar diferentes congruencias, que permitieron posteriormente
determinar categorías, épocas, políticas, fechas, tendencias, entre otros datos.
El primer instrumento se denominó Ficha de compilación de documentos. Fue una
herramienta de soporte de la descripción bibliográfica en el análisis documental, en la que
se siguieron unos parámetros que permitieron identificar las principales características y
datos de referencia de los documentos consultados.
El formato empleado fue una adaptación, del grupo de investigadores, al que
planteó Pinto (1991) en la descripción bibliográfica de archivos. Esta ficha se adecuó al
tipo de documentos analizados y dio cuenta de los datos necesarios para lograr profundizar
en el rastreo bibliográfico de cada documento. En cada ficha de compilación se registraron
los aspectos más importantes y así se generó un archivo documental para la profundización,
organización y clasificación de la información.
En la tabla 2 se presenta la ficha de compilación de documentos:
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Tabla 2. Ficha de compilación de documentos

LA VIRTUD DE LA JUSTICIA EN LAS POLÍTICAS EDUCATIVAS
NACIONALES Y DISTRITALES PARA LA EDUCACIÓN BÁSICA Y MEDIA
FICHA DE COMPILACIÓN DE DOCUMENTOS
2. ORIGEN INSTITUCIONAL

1. INFORMACIÓN
INVESTIGACION
Documento N°

Ministerio de Educación Nacional
Secretaría de Educación Distrital
Otra. Cuál
Convención:
Fecha expedición:
3. DOCUMENTO
4. PALABRAS CLAVE
Ley
Decreto
Política
Resolución
Justicia
Cooperación
Circular
Libertad
Solidaridad
Directiva ministerial
Equidad
Oportunidades
Acuerdo
Igualdad
Derechos Humanos
Otro: Cuál __________________
Democracia
Principios
5. DIRIGIDO A:
6. ESTADO ACTUAL
Vigente
Reformado. Por cuál:
7. OBJETO O FINALIDAD
8. DIRIGENTES DE LA ÉPOCA
Presidente de la República de Colombia

Alcalde de Bogotá D.C.

Ministro/a de Educación Nacional

Secretario/a de Educación Distrital

Funcionario que avala:
Cargo:
9. UBICACIÓN:
Elaborado por: Jacqueline Clavijo, Jeisson Medina, Mauricio Micán
Tutor: Diego H. Arias Gómez

El segundo instrumento se llamó Matriz de análisis. Para realizarla se tomaron
como referencia los procedimientos que planteó Pinto (1991) en cuanto al análisis
documental. Esta autora definió la importancia de la elaboración de matrices de datos en la
recolección de información e indicó que los encabezados deben estar dados en el marco del
objetivo principal. Sin embargo, la elaboración final de la ficha de este trabajo fue producto
de la naturaleza de los documentos y de las necesidades de la investigación. El formato
empleado como matriz de análisis se presenta en la tabla 3.
Tabla 3. Matriz de análisis
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Matriz de análisis
N°
Documento
Objeto
Contenido
Palabra clave
Primer descriptor
Segundo descriptor
Tema
Categoría

1

2

3

4

2.2. Análisis de Información
En el presente apartado se pretende mostrar el proceso desarrollado para el análisis
de la información. En este proceso se privilegió a Laurence Bardin (2002) y su postulado de
análisis de contenido, que, según el autor, se entiende como un “conjunto de técnicas de
análisis de comunicación tratando de obtener, por procedimientos sistémicos y objetivos de
descripción del contenido de los mensajes, con indicadores (cuantitativos o no) que
permiten la inferencia de conocimientos relativos a las condiciones de producción/
recepción de estos mensajes” (Bardin, 2002, p. 42).
Por su parte, Vásquez (2013) plantea una propuesta de análisis de contenido en un
paso a paso, que consta de nueve etapas o filtros. Según este autor, como siempre sucede al
presentar y desarrollar un método, esta propuesta se adapta a las necesidades de cada
proyecto de investigación y se enriquece con la perspicacia del investigador.
Por efectos de presentación y por la gran cantidad de contenido analizado, nos
centraremos en mostrar la parte inicial de algunos de los nueve filtros necesarios para llegar
a categorizar la información.
A continuación se detallan los pasos propuestos por Vásquez (2013), a manera de
filtros, en el proceso para analizar la información de la presente investigación. A través de
estos se pudo determinar una clasificación y categorización de la información.
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2.2.1. Filtro 1: Selección de los documentos a analizar.
En este filtro se organizaron los documentos en función de su pertinencia de
acuerdo a cada objetivo específico. Es preciso enunciar que un principio se realizó un
rastreo de 289 documentos, de los cuales se seleccionaron 56 por su objeto y, como ya se
mencionó, 32 arrojaron algún aporte de acuerdo a nuestros intereses investigativos.
De tal manera, al terminar con la selección de los documentos, se procedió a trabajar
con cada uno de ellos de acuerdo a los dos objetivos específicos (relacionar los contenidos
de las políticas educativas con los accesos y beneficios sociales, e identificar en las
políticas públicas educativas el componente ligado a las libertades y los compromisos
morales). La lista de documentos aparece en la tabla 4.
Tabla 4. Documentos analizados
N
°

ORGANISMO

AÑO

TIPO DE N°
DOC.
DOC.

1

Concejo de Bogotá
D.C.

2006

Acuerdo

213

2

Concejo de Bogotá
D.C.

2006

Acuerdo

242

3

Concejo de Bogotá
D.C.

2006

Acuerdo

243

4

Concejo de Bogotá
D.C.

2006

Acuerdo

252

2009

Circular
Conjunta

2008

Decreto

150

2007

Decreto

617

2006

Decreto

482

2006

Decreto

4500

5

6
7
8
9

Ministerio de
Educación Nacional,
Superintendencia de
Subsidio Familiar
Secretaría de
Educación Distrital
Secretaría de
Educación Distrital
Secretaría de
Educación Distrital
Secretaría de
Educación Distrital

OBJETO
Por el cual se establece la Red-Conciliando para la
solución de conflictos de la comunidad infantil y
juvenil en la Capital de la República.
Por medio del cual se implementa en el Distrito Capital
mecanismos para la formación en participación
ciudadana, en las instituciones educativas públicas y
privadas en los niveles preescolar, básica y media,
formal, no formal e informal.
Por medio del cual se crean en las instituciones
educativas los espacios para concretar en iniciativas
innovadoras y proyectos, la convivencia, el afecto, el
amor y el buen trato a las niñas y los niños.
Por medio del cual se establecen Acciones
Institucionales de Promoción hacia una Cultura
Empresarial, Cooperativa y de Negocios en el Distrito
Capital y se dictan otras disposiciones.
Lineamientos para la formulación de las jornadas
escolares complementarias.
Por medio del cual se adopta la Política Pública
Distrital de Comunicación Comunitaria.
Por el cual se adopta y reglamenta la Política Pública
Distrital de Educación Ambiental.
Por el cual se adopta la Política Pública de Juventud
para Bogotá D.C. 2006-2016.
Por el cual se establecen normas sobre la educación
religiosa en los establecimientos oficiales y privados de
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10

Ministerio de la
Protección Social

2008

Decreto

1729

11

Ministerio de
Educación Nacional

2009

Decreto

366

12

Ministerio de
Educación Nacional

2006

Ley

1013

13

Ministerio de
Educación Nacional

2006

Ley

734

Ley

1014

Ley

1009

Ministerio de
14 Comercio Industria y 2006
Turismo
Ministerio de la
15
2006
Protección Social

educación preescolar, básica y media de acuerdo con la
Ley 115 de 1994 y la Ley 133 de 1994.
Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 16 de
la Ley 789 de 2002.
Por medio del cual se reglamenta la organización del
servicio de apoyo pedagógico para la atención de los
estudiantes con discapacidad y con capacidades o con
talentos excepcionales, en el marco de la educación
inclusiva.
Por la cual se modifica el artículo 14 de la ley 115 de
1994.
Manual de convivencia de Educación Preescolar,
Básica y media - organización Administrativa del
Servicio educativo a la población con necesidades
educativas especiales.
De fomento a la cultura del emprendimiento.
Por medio de la cual se crea con carácter permanente el
Observatorio de Asuntos de Género.
Por medio de la cual se expiden normas para la
prevención de la violencia sexual y atención integral de
los niños, niñas y adolescentes abusados sexualmente.
Por medio de la cual se organiza el Sistema Nacional
de Discapacidad y se dictan otras disposiciones.
Por la cual se fijan algunas competencias y
procedimientos para la aplicación de convenios
internacionales en materia de niñez y de familia.
Por la cual se fijan directrices para la conformación de
las instancias de participación y representación del
sector educativo en el nivel Institucional, Local y
Distrital de Bogotá D.C.
Por la cual se reglamenta la organización de “La
semana de integración de colegio con la comunidad y la
ciudad”.

16

Ministerio de la
Protección Social

2007

Ley

1146

17

Ministerio de la
Protección Social

2007

Ley

1145

18

Ministerio del
Interior

2006

Ley

1008

19

Secretaría de
Educación Distrital

2010

Resolució
3612
n

20

Secretaría de
Educación Distrital

2007

Resolució
3645
n

2007

Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010

2011

Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014.

2004

Plan Sectorial de Desarrollo Bogotá D.C. 2004-2008.

2008

Plan Sectorial de Desarrollo Bogotá D.C. 2008-2012.

2012

Plan Sectorial de Desarrollo Bogotá D.C. 2012-2016.

2006

Plan Nacional Decenal de Educación 2006-2015.

2010

Plan Sectorial de Educación 2010-2014.

2006

Guía 06: Estándares básicos de competencias ciudadanas 2006.

2004

Plan sectorial de educación de Bogotá 2004-2008.

Departamento
21 Nacional de
Planeación
Departamento
22 Nacional de
Planeación
Secretaría Distrital
23
de Planeación
Secretaría Distrital
24
de Planeación
Secretaría Distrital
25
de Planeación
Ministerio de
26
Educación Nacional
Ministerio de
27
Educación Nacional
Ministerio de
28
Educación Nacional
Secretaría de
29
Educación Distrital
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Secretaría de
2008
Educación Distrital
Secretaría de
31
2012
Educación Distrital
Ministerio del
Interior y de Justicia,
32
2006
Ministerio de la
Protección Social
30

Plan sectorial de educación de Bogotá 2008-2012.
Borrador del Plan Sectorial de Educación de Bogotá 2012-2016

Código de infancia y adolescencia / Ley 1098 2006.

2.2.2. Filtro 2: Organización de la información.
En este filtro se archivaron primero los documentos correspondientes al filtro 1, en
formato PDF y Word y en diferentes carpetas digitales, lo que facilitó su organización.
Luego se crearon convenciones para cada documento, de manera que se pudieran manipular
más ágilmente.
La tabla 5 contiene parte de los documentos y su respectiva convención.
Tabla 5. Ejemplo de listado de documentos con convenciones
N°
1
2
3
4
5
6
7
8
9
10
11
12
13
14
15
16
17
18
19
20

AÑO
2006
2006
2006
2006
2009
2008
2007
2006
2006
2008
2009
2006
2006
2006
2006
2007
2007
2006
2010
2007

21

2007

22
23
24
25

2011
2004
2008
2012

DOCUMENTO
N° DOC.
Acuerdo
213
Acuerdo
242
Acuerdo
243
Acuerdo
252
Circular Conjunta
Decreto
150
Decreto
617
Decreto
482
Decreto
4500
Decreto
1729
Decreto
366
Ley
1013
Ley
734
Ley
1014
Ley
1009
Ley
1146
Ley
1145
Ley
1008
Resolución
3612
Resolución
3645
Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010 / Ley 1151
2007
Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014
Plan Sectorial de Desarrollo Bogotá D.C. 2004-2008
Plan Sectorial de Desarrollo Bogotá D.C. 2008-2012
Plan Sectorial de Desarrollo Bogotá D.C. 2012-2016

CONVENCIÓN
AC.213/06
AC.242/06
AC.243/06
AC.252/06
CC/09
D.150/08
D.617/07
D.482/06
D.4500/06
D.1729/08
D.366/09
L.1013/06
L.734/06
L.1014/06
L.1009/06
L.1146/07
L.1145/07
L.1008/06
R.3612/10
R.3645/07
PND/06
PND/10
PSDB/04
PSDB/08
PSDB/12
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26
27

2006
2010

28

2006

29
30

2004
2008

31

2012

32

2006

Plan Nacional Decenal de Educación 2006-2015
Plan Sectorial de Educación 2010-2014
Guía 06: Estándares básicos de competencias
ciudadanas 2006
Plan Sectorial de Educación de Bogotá 2004-2008
Plan Sectorial de Educación de Bogotá 2008-2012
Borrador del Plan Sectorial de Educación de Bogotá
2012-2016
Código de Infancia y Adolescencia / Ley 1098 2006

PNDE/06
PSE/10
G.06/06
PSEB/04
PSEB/08
PSEB/12
CD.IA

2.2.3. Filtro 3: Determinación de palabras clave.
En este filtro se procedió a identificar las palabras clave en cada uno de los
documentos para reconocer en ellos la presencia de términos asociados a los objetivos de la
investigación.
La definición de palabras clave permitió detectar, en cada momento, la afinidad con
los contenidos de los objetivos, esto se hizo con los datos de cada objetivo específico. Por
ello retomamos el concepto de justicia en Rawls (1997) y buscamos las palabras claves
asociadas a este, esto nos llevó a crear una estructura que se detalla en la tabla 6.

Tabla 6. Palabras clave asociadas al concepto de justicia en Rawls
PRINCIPIOS BIENES
DE LA
PRIMARIOS
JUSTICIA
SOCIALES

Igualdad

Libertad

PRINCIPIOS DE LA JUSTICIA
DISTRIBUTIVA O LIBERTADES
FUNDAMENTALES

PALABRA
CLAVE
ASOCIADA

1. Principio de igual libertad: "para todos"
2. Principio de igualdad equitativa de oportunidades:
deben estar vinculadas a funciones y posiciones a las
cuales todos tengan igual acceso, dados los talentos
requeridos

Equidad

Acceso a diversos
puestos y posiciones
sociales
Beneficios socioeconómicos

3. Principio de diferencia: deben ser de mayor
beneficio los miembros menos aventajados de la
sociedad (beneficios socio-económicos)

Libertades
fundamentales

Libertad política
Libertad de expresión y de asociación
Libertad de conciencia y de pensamiento
Libertad de la persona y del derecho a tener
propiedades
Libertad de no ser objeto de detenciones arbitrarias

Equidad

Equidad
Democracia
Respeto
Respeto
Equidad
Respeto

Para la búsqueda de palabras clave también se utilizaron términos contrarios,
derivados y asociados a cada una de ellas. Ya que el proyecto tiene relación directa con el
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campo político, se agregó el término política con el fin de indagar acerca de su
intencionalidad en los postulados. Así, se definió la siguiente lista de términos: política,
justicia, equidad, libertad, igualdad, solidaridad, cooperación, democracia, oportunidades,
principios y derechos humanos.
2.2.4. Filtro 4: Búsqueda de información.
El proceso desarrollado en este filtro fue separar y filtrar la información por
documentos a partir de la identificación de aquellos párrafos que contenían las palabras
clave que apuntaban específicamente al contenido de la investigación.
Al trabajar en esta búsqueda de información sobre las palabras clave se
encontraron un total de 204 referencias. Un ejemplo que permite ver el proceso del filtro es
la tabla 7 en la que se visualiza un encabezado en la esquina superior izquierda con la
convención del documento al que se hace referencia, seguido está seleccionado el apartado
del documento analizado y dentro del mismo se subrayó la palabra clave.
En este filtro también fue importante el desechar la información que no contenía
palabras clave y que por tanto, a nuestro juicio, no representaba un aporte al análisis en
curso.
Tabla 7. Ejemplo de párrafos con palabras clave
CD.IA
Artículo 203. Principios rectores de las políticas públicas. Las políticas públicas de infancia,
adolescencia y familia como políticas de Estado se regirán como mínimo por los siguientes principios:
1. El interés superior del niño, niña o adolescente.
2. La prevalencia de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes.
3. La protección integral.
4. La equidad.
5. La integralidad y articulación de las políticas.
6. La solidaridad.
7. La participación social.
8. La prioridad de las políticas públicas sobre niñez y adolescencia.
9. La complementariedad.
10. La prioridad en la inversión social dirigida a la niñez y la adolescencia.
11. La financiación, gestión y eficiencia del gasto y la inversión pública.
12. La perspectiva de género.
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2.2.5. Filtro 5: Registro de la información.
Este filtro consistió en registrar en la matriz de análisis (véase la tabla 8) cada uno
de los párrafos donde se encontraron palabras clave. Por efectos de presentación, en la tabla
8 muestran solo las cinco primeras columnas (en total son 204 párrafos con aportes). Cada
columna hace referencia a un párrafo en el que se encontró una palabra clave considerada
como aporte para la investigación. Cabe mencionar que, en cuanto al trabajo realizado en
este filtro, resultaron un total de 204 columnas de párrafos con aportes.
Tabla 8. Ejemplo vaciado en matriz de análisis
Ejemplos de vaciado de información
Matriz de análisis
Primer objetivo específico
198
N°
PSEB/08
Documento

44
L.1145/07
“Por medio de la
cual se organiza el
Sistema Nacional
de Discapacidad y
se dictan otras
disposiciones."

143
PSDB/08

137
PNDE/06

Bogotá Positiva

Lineamientos del
PNDE para la
educación
preescolar, básica
y media

Objeto

Educación de
calidad para una
Bogotá positiva

Contenido

Enseñanza,
promoción y
respeto de la
cultura de la paz,
la reconciliación,
la convivencia
pacífica, el
cuidado de la salud
física y mental, los
derechos humanos,
la formación
ciudadana y la
participación
democrática

2. Equidad:
Igualdad de
oportunidades a
partir de la
inclusión de las
personas con
discapacidad sin
ningún tipo de
discriminación.

Programas y
proyectos.
Articulación de la
educación media
con la educación
superior y el
mundo del trabajo

Participación

Equidad

Articulación

Palabra clave
Primer descriptor
Segundo
descriptor
Tema
Categoría

PROPÓSITOS 1.
El Estado debe
garantizar el pleno
cumplimiento del
derecho a la
educación en
condiciones de
equidad para toda
la población y la
permanencia en el
sistema educativo
desde la educación
inicial hasta su
articulación con la
educación superior
Equidad
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2.2.6. Filtro 6: Elaboración de primeros descriptores.
En este filtro se realizó un comentario o descriptor sobre el contenido encontrado
en cada párrafo con el fin de ubicar la idea principal de los contenidos de las referencias.
Este primer descriptor tenía que ser muy concreto para expresar la idea del fragmento de
texto y muy breve para permitir posteriores asociaciones. La tabla 9 se muestra como
ejemplo de este filtro.
Tabla 9. Ejemplo de primeros descriptores del primer objetivo
N°

DOCUMENTO

1
2
3
4
5
6
7
8
9

AC.213/06
AC.242/06
AC.242/06
AC.242/06
AC.252/06
AC.252/06
CC/09
CC/09
CD.IA

10

CD.IA

PALABRA
CLAVE
Democracia
Participación
Participación
Participación
Igualdad
Igualdad
Equidad
Política
Libertad
Derechos
humanos

PRIMER DESCRIPTOR
La democracia constructo social de la igualdad.
La participación ciudadana constructo social.
La importancia de la participación
La participación constructo social de la democracia.
Política pública y libertad de pensamiento.
Las políticas y libertad de pensamiento.
La equidad constructo social.
La política para regular la sociedad.
Los derechos humanos centrados en la persona.
La libertad regulada desde las normas.

2.2.7. Filtro 7: Elaboración de segundos y terceros descriptores.
Teniendo en cuenta que los primeros descriptores permitieron una organización de
la información por contenidos, luego de elaborar el filtro anterior se aparejaron los 204
primeros descriptores en 62 segundos descriptores.
El segundo descriptor se planteó a partir de la asociación de los primeros, con el
objetivo de delimitar y agrupar el tema tratado. Este proceso se repitió con los segundos
descriptores, buscando fusiones, aparejamientos y nombre comunes para contenidos muy
similares. El resultado de este nuevo filtro fue el aparejamiento de los 62 segundos
descriptores a 30 terceros descriptores. Se muestra como ejemplo la tabla 10.
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Tabla 10. Ejemplo de segundos y terceros descriptores
N°
1
7
2
3
4
5
6
8
9
10

SEGUNDO DESCRIPTOR
La democracia constructo social de la
igualdad.
La equidad constructo social.
La participación ciudadana constructo social.
La participación ciudadana constructo social.
La participación constructo social de la
democracia.
Política pública y libertad de pensamiento.
Política pública y libertad de pensamiento.
La política para regular la sociedad.
Los derechos humanos centrados en la
persona.
La libertad regulada desde las normas.

TERCER DESCRIPTOR
Equidad para constructo social.

Participación ciudadana en la construcción social.

Política para la libertad de pensamiento.
Política privilegia los derechos.
Derechos humanos para el desarrollo integral.
Libertad regulada por normas.

2.2.8. Filtro 8: Agrupación por temas.
El trabajo realizado en este filtro consistió en organizar y agrupar los terceros
descriptores por temas, lo cual dio una connotación a cada párrafo aportado por los
documentos y a la vez permitió un nuevo agrupamiento.
Este filtro se muestra en la tabla 11.
Tabla 11. Identificación de temas
N°
1
2
3
4
11
14
5
6
7
12
8
15
9
10
13
117
188

TERCER DESCRIPTOR
Equidad para constructo social.
Participación ciudadana en la construcción social.
Participación ciudadana en la construcción social.
Participación ciudadana en la construcción social.
Participación ciudadana regulador educativo.
Equidad para constructo social.
Política para la libertad de pensamiento.
Política para la libertad de pensamiento.
Equidad para constructo social.
Equidad para constructo social.
Formación integral del ciudadano.
Libertad pilar del saber educativo.
Política privilegia los derechos.
Libertad regulada por normas.
Solidaridad en el desarrollo social.
Equidad como principio social.
Equidad para la justicia social.

TEMAS

Libertad política.

Acceso a la educación y al mundo laboral.
Igualdad de oportunidades.
Libertad de expresión, asociación, conciencia
y pensamiento.
Derechos humanos fundamentales.

Beneficios económicos y sociales.
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183 Solidaridad en la educación.
204 Solidaridad en el desarrollo social.

Libertades y compromisos morales.

Luego de la aplicación de este filtro el listado de temas resultantes fue: Acceso a la
educación y al mundo laboral, igualdad de oportunidades, beneficios económicos y
sociales, libertad política, libertad de expresión, asociación, conciencia y pensamiento,
derechos humanos fundamentales y por último libertades y compromisos morales. Se logró
así agrupar los 30 terceros descriptores en 7 grandes temas.
2.2.9. Filtro 9: Relación por categorías.
El trabajo realizado en este filtro implicó organizar y vincular los temas resultantes
por categorías, así se identificó mejor la información y se tuvo una mirada más general de
la información obtenida en los documentos.
En la Tabla 12 se observan las dos categorías resultantes para la investigación, que
fueron: 1) accesos y beneficios sociales y 2) libertades y compromisos morales.
Tabla 12. Identificación de categorías del primer objetivo
N°
1
2
3
4
5
6
7
8
9
10

TEMAS
Libertad política.
Libertad política.
Libertad política.
Libertad política.
Acceso a la educación y al mundo laboral.
Acceso a la educación y al mundo laboral.
Igualdad de oportunidades.
Libertad de expresión, asociación, conciencia y pensamiento.
Derechos humanos fundamentales.
Derechos humanos fundamentales.

CATEGORÍAS
Libertades y compromisos
morales

Accesos y beneficios sociales

Libertades y compromisos
morales

2.2.10. Filtro 10: Elaboración de red conceptual.
Este filtro consistió en organizar el proceso desarrollado en los filtros anteriores en
una red conceptual que permitiera tener una mirada panorámica de la información filtrada y
así darle visibilidad y sentido al proceso desarrollado por cada objetivo específico.
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La tabla 13 muestra la red conceptual elaborada a partir de la información
recolectada y filtrada.
Tabla 13. Red conceptual
Acceso a la
educación y al
mundo laboral
Accesos y
beneficios
sociales

Igualdad de
oportunidades
Beneficios
económicos y
sociales

Virtud de la Justicia
Libertad política

Libertades y
compromiso
s morales

Libertad de expresión,
asociación, conciencia y
pensamiento
Derechos Humanos
Fundamentales
Responsabilidades
sociales

Esta red conceptual elaborada a partir del análisis de información, permite enlazar la
información con el capítulo de interpretación y hallazgos.
El próximo capítulo tratará sobre los fundamentos de las políticas que se relacionan
con la virtud de la justicia para la educación básica y media a partir de la información
obtenida; por último se crearán relaciones entre los dos objetivos propuestos para aclarar el
panorama sobre la virtud de la justicia en las políticas educativas, así, la Constitución
Política del año de 1991 tiene como referencia planteamientos rawlsianos partiendo del
derecho “ad gentes”, estableciéndose ligada al planteamiento de la justicia.
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3. Análisis de datos y hallazgos
En el presente capítulo, referido a la interpretación, trazaremos puentes entre lo
encontrado en los documentos, las redes conceptuales que se elaboraron en el proceso de
análisis y los autores de la literatura revisada.
En el desarrollo del capítulo se plasmarán las ideas más representativas sobre los
fundamentos de las políticas públicas relacionadas con la virtud de la justicia; en este
sentido se establecerán relaciones entre los planteamientos de las políticas públicas, los
aportes de los antecedentes consultados, la noción de la justicia de Rawls (1997) y algunas
contradicciones frente a ésta por parte de otros autores.
Teniendo en cuenta que el objetivo de la investigación es comprender los
fundamentos de las políticas educativas para la educación básica y media desde la
perspectiva de la justicia, el presente capítulo se divide en dos grandes categorías
correspondientes a los dos objetivos específicos de la investigación.
La primera categoría sobre la cual se fundamenta la justicia es la concerniente a los
accesos y beneficios sociales; de allí se desprenden varias temáticas como lo son el acceso
a la educación y al mundo laboral, y la igualdad de oportunidades y los beneficios
económicos y sociales a los que debe tener acceso la población para considerarse una
sociedad justa.
La segunda categoría que fundamenta la justicia es sobre los compromisos morales,
de aquí se desprenden cuatro temáticas: participación ciudadana, libertad de expresión
asociación, conciencia y pensamiento, los derechos humanos fundamentales y, por último,
las libertades y responsabilidades sociales.
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Cabe recordar que esta taxonomía surgió del análisis de los documentos de las
políticas públicas hecho en el capítulo anterior. Ahora es momento de comenzar a tratar
cada categoría de forma independiente, en el marco de la interpretación.
3.1. Los accesos y beneficios sociales
Esta primera categoría, referida a los accesos y beneficios sociales, describe las
garantías que deben generarse en la normativa de la política educativa para que todos los
ciudadanos tengan la capacidad de formar su propia vida y su ideal de vida digna. Toma
acá fuerza la idea de Rawls (1997) que dice que se debe proporcionar a cada ciudadano una
escasez moderada, entendida como la posesión de pocos bienes, pero suficientes para
obtener lo que cada uno considere como vida digna.
Dentro de la vertiente de accesos y beneficios sociales, y para comprender mejor
esta categoría, se realiza una mirada más cercana a tres temáticas: el acceso a la educación
y al mundo laboral, la igualdad de oportunidades y los beneficios económicos y sociales.
En las diferentes temáticas tratadas se mostrará una tabla que permite establecer
relaciones y recortes en el tiempo entre las políticas planteadas en relación con el tema.
Acceso a la educación y al mundo laboral
En esta primera temática, según los textos de la política pública en educación
analizados, se precisa lo referido a las oportunidades y las condiciones de equidad e
igualdad que genera el Estado, bajo las cuales brinda herramientas para que los estudiantes
de básica y media de los colegios públicos de Bogotá tengan posibilidades de acceso a la
educación o al empleo que les permitan crear condiciones favorables para su futuro.
Empezaremos por mostrar algunos de los postulados de las políticas públicas que tratan el
tema.
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El PND (2006) plantea: “se trata de superar el asistencialismo a través de políticas
que incluyan dentro de su formulación apoyos condicionados, acompañamiento periódico y
esquemas de graduación, y que permitan desarrollar habilidades para generar ingresos en el
futuro” (p. 12).
Otro documento que reafirma la idea de permitir a los ciudadanos el acceso a la
educación y al mundo laboral es el Acuerdo 252 de 2006 del Concejo de Bogotá, en el cual
se establecen acciones institucionales de promoción hacia una cultura empresarial,
cooperativa y de negocios en el Distrito Capital. Describe el papel de las instituciones de
educación básica y media y afirma que:
Las instituciones educativas referidas en el literal anterior, en los grados de
enseñanza media, deberán promover alternativas que permitan la articulación y
acercamiento de sus educandos, con el mundo empresarial y productivo, mediante
esquemas de pasantías, aprendices, prácticas empresariales y voluntarismo, con
miras a formar actitud favorable al emprendimiento, innovación, creatividad y para
generar y crear empresas (AC252, 2006, p. 04).
Un documento adicional es la Ley 1014 de 2006, de fomento a la cultura del
emprendimiento, establecida por el Congreso de la República. Entre sus objetivos están:
Crear un vínculo del sistema educativo y sistema productivo nacional mediante la
formación en competencias básicas, competencias laborales, competencias
ciudadanas y competencias empresariales a través de una cátedra transversal de
emprendimiento; entendiéndose como tal, la acción formativa desarrollada en la
totalidad de los programas de una institución educativa en los niveles de educación
preescolar, educación básica, educación básica primaria, educación básica
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secundaria, y la educación media, a fin de desarrollar la cultura de emprendimiento.
(L1014, 2006, p. 02)
Al retomar el planteamiento del PND, cuando determina que se deben dar apoyos
condicionados y acompañamiento para generar un mejor futuro en los ciudadanos, toma
fuerza la idea de Rawls (1997) que establece que se debe proveer de una escasez moderada,
lo cual equivale a justicia social en razón de buscar una situación de elección justa, es decir
principios de justicia mutuamente aceptables. En 2006 este tema tocó a nuestro país, pues
según un estudio realizado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), la relación
entre las ayudas generadas y las condiciones de desigualdad de ingresos económicos entre
los colombianos no eran positivas para dicho año. Además se afirmó que el asistencialismo
no permitía un crecimiento económico con distribución justa.
Dos documentos que claramente buscan proveer oportunidades laborales a los
estudiantes de colegios públicos de Colombia, y en especial Bogotá, son el Acuerdo 252 y
la Ley 1014, políticas que dejan ver cómo el Estado busca generar opciones de acceso al
mundo laboral desde las instituciones educativas de básica media. Los documentos dan
directrices para que todos los estudiantes de la media vocacional tengan la posibilidad de
articularse con el mundo laboral y la generación de empresa. Así es como se dan, a los
ciudadanos, las posibilidades de alcanzar ideales futuros, bien sea por medio de la
empleabilidad o la práctica empresarial emprendedora. Esto garantiza, según los
documentos, condiciones para generar un buen futuro a partir de la formación y
capacitación. Nuevamente aquí aparece la idea de Rawls de proveer unas condiciones
mínimas para alcanzar ideales de vida digna por medio de los mecanismos que sugieren las
políticas sobre la importancia de la articulación del estudiantado al mundo del trabajo.
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A continuación se presenta una tabla que consolida aspectos pertinentes al tema del
acceso a la educación y al mundo laboral:
Tabla 14. Acceso a la educación y al mundo laboral.
Años
2006 2007
2008 2009
2010 2011
2012

Políticas
nacionales

Políticas
distritales

3

2

0

2

0

1

0

0

Políticas presentes en el período
Acuerdo 252 de 2006
Decreto 482 de 2006
Ley 1014 de 2006
Plan Nacional de Desarrollo 2006
Plan Nacional Decenal de Educación 2006
Plan Sectorial de Desarrollo Bogotá D.C. 2008
Plan Sectorial de Educación de Bogotá D.C. 2008
Plan Sectorial de Desarrollo Bogotá D.C. 2012

En la tabla 14 se evidencia la recurrencia de las políticas educativas; se ve cómo en
los años 2006-2007 prevalecieron las políticas nacionales sobre las políticas distritales y, en
cambio, en 2008-2011 sucedió lo contrario. Se puede ver en el cuadro que para 2006 son
las políticas nacionales las que marcan levemente la tendencia sobre las distritales; en este
año se generaron tres documentos como lo son: el PND, la Ley 1014 –de emprendimiento–
y el PNDE. Es importante aclarar que, de estas políticas públicas del 2006, las únicas que
iban dirigidas directamente al campo educativo eran la Ley 1014 y el PNDE, pues el PND
es el documento que daba cuenta de los propósitos macro que se establecieron por el
Gobierno de la época.
En cuanto a políticas distritales para brindar y fortalecer el acceso a la educación y
al mundo laboral, cabe señalar que son cinco las que en total tratan el tema entre 2006 y
2012, aunque son dos las que directamente buscan influir la escuela. Estas son el Acuerdo
252 y del Plan Sectorial de Desarrollo de Bogotá (PSDB); las demás también tocan la
educación pero ésta no es su eje central.
Ahora bien, las políticas públicas van de la mano de los postulados de Rawls
(1997), bajo el planteamiento de que estos accesos y beneficios en materia de educación y
empleo deben ser para todos los miembros de la comunidad, más aún si estas políticas
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buscan generar autonomía en todos los ciudadanos, para que por medio de su esfuerzo
logren sus objetivos profesionales, bien sean estos asociados a la escolaridad en sus
diferentes modalidades o simplemente al trabajo.
Por ello es pertinente traer a colación la investigación: Educación Media en
Colombia: Análisis crítico y opciones de política, de Turbay (2010), de la Pontificia
Universidad Javeriana. Este texto tuvo por objetivo caracterizar la situación de la educación
media en el país y formular lineamientos de política que contribuyeran a la inclusión
equitativa de los jóvenes al desarrollo, tal como se mostró en el capítulo de antecedentes.
Se creó así un marco general sobre la educación media y equidad en el desarrollo social del
mundo contemporáneo, mostrando un contraste internacional y descubriendo la ausencia de
políticas encaminadas al sector de la educación en Colombia.
Para cerrar esta primera temática de los accesos y beneficios sociales es importante
insistir en que el Estado plasma en sus políticas educativas ciertas oportunidades para los
estudiantes de las escuelas. Estas oportunidades van desde la educación tecnológica y
superior, hasta la articulación con el mundo laboral, y busca, según ellas, generar
condiciones que garanticen a cada ciudadano formar un ideal de vida digna. Lo ideal es que
esto no se traduzca en un asistencialismo que lleve al Estado a invertir sus recursos en la
manutención de personas que no aprovechan estos accesos y beneficios.
También es importante resaltar, a partir de la tabla 14, la diferencia marcada en
número de documentos que hay a favor de la SED en emitir o adoptar políticas que aporten
al ciudadano y le permitan una articulación con la educación superior o con el mundo
laboral.
Igualdad de oportunidades
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En cuanto al tema de igualdad de oportunidades es importante mencionar que esta,
en las políticas públicas rastreadas, es entendida desde dos enfoques: el primero de ellos
está dedicado a la igualdad de género, el segundo a la igualdad de oportunidades frente a
la discapacidad.
Frente a la igualdad de oportunidades, Rawls (1997) concibe que todas las personas
podrán y deberán tener igualdad de condiciones para ser vinculadas a las diversas funciones
y posiciones sociales, teniendo en cuenta unos talentos requeridos. En términos más
específicos el autor llamó ‘principio de igualdad equitativa de oportunidades’ a esta idea.
Abordaremos a continuación la igualdad de oportunidades de manera diferenciada,
desde los dos puntos de vista.
Igualdad de género
La igualdad de género está referida a aquellas estrategias, propósitos y
planteamientos del Estado que, a través de las políticas educativas, buscan generar
condiciones en las cuales hombres y mujeres tengan las mismas oportunidades, sin ningún
tipo de discriminación por su condición de género.
En el proceso de buscar la igualdad de género, se han creado varias estrategias. El
tema no es nuevo; son varios los documentos que tratan el tema, algunos son:
El PND de 2006, establece que uno de sus objetivos es:
Construir equidad entre mujeres y hombres requerirá impulsar acciones que
compensen o moderen las discriminaciones que afectan a unas y otros. Para ello será
necesario introducir de manera transversal en los planes, programas, proyectos y
mecanismos de trabajo de la administración pública el enfoque de género, como
categoría de análisis social y como método de identificación y corrección de
desigualdades. Así mismo, es necesario establecer un marco de colaboración,
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coordinación y concertación entre todas las ramas del poder público, para desarrollar
una agenda de país en materia de equidad de género (PND, 2006, p. 62).
Un segundo documento es el Decreto 482 de 2006 de la SED, en el cual se adopta la
Política Pública de Juventud 2006-2016, que establece en uno de sus principios:
Equidad de Mujer y Géneros. La Política Pública de Juventud para Bogotá D.C.
2006-2016 orienta sus acciones de manera transversal hacía la igualdad de
oportunidades y la protección del cuerpo de mujeres y hombres jóvenes, como el
primer escenario para el ejercicio de sus derechos. Así mismo, busca promover
transformaciones culturales mediante el uso de un lenguaje incluyente, que
reconozca, valore y respete las diferencias presentes en la población juvenil (D482,
2006, p. 04).
El tercer documento es la Ley 1009 de 2006 del Congreso de la República, por la
cual se creó el Observatorio de Asuntos de Género (OAG), que está a cargo de la
Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer. Este documento establece que:
El OAG tiene por objeto identificar y seleccionar un sistema de indicadores de
género, categorías de análisis y mecanismos de seguimiento para hacer reflexiones
críticas sobre las políticas, los planes, los programas, las normas, la jurisprudencia
para el mejoramiento de la situación de las mujeres y de la equidad de género en
Colombia (L1009, 2006, p. 01).
Bien lo plantea el PND (2006) cuando menciona que construir equidad entre
mujeres y hombres requiere impulsar acciones que moderen las discriminaciones
existentes. El documento también menciona que se deben identificar y corregir aquellas
desigualdades que haya entre géneros, lo cual va de la mano con el planteamiento rawlsiano
de generar condiciones de igualdad entre ciudadanos.
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Las dos normativas que tratan directamente este tema son la llamada Política de
Juventud y la Ley 1009 de 2006 y través de ellas se postula el restablecimiento y protección
de derechos en cuanto a equidad de género. La Política de Juventud establece que se debe
formar igualdad de género y señala que se deben reconocer, valorar y respetar las
diferencias en este mismo ámbito. Por su parte, la Ley 1009 de 2006 busca mejorar la
situación de las mujeres, y aclara que, no solo se debe hablar de igualdad frente a mantener
unas condiciones constantes, sino que también es pertinente buscar, restablecer y mejorar
los medios de aquellos miembros que se consideren en desventaja frente a los demás.
Claramente se puede ver la consonancia de los planteamientos de las políticas con el
principio de igualdad equitativa de oportunidades planteado por Rawls (1997). Hay que
entender que existen diferencias entre los miembros de la sociedad, pero no por esto se
puede discriminar, ya que dichas diferencias, o desigualdades, en términos del autor, deben
permitir el aumento de las posibilidades de aquellos que tienen menos.
Para el autor, las desigualdades, en el marco del principio de diferencia, serán
conformadas para que sean ventajosas para todos, especialmente para los más rezagados.
Aunque el autor no trata específicamente el tema de la equidad de género, sí establece que
se deben valorar las diferencias de las personas que habitan en la sociedad, entre las que
están diferencias de género. Cuando entre los menos favorecidos haya mujeres, habrá que
considerar sus perspectivas, pero no porque sean mujeres, sino porque pertenecen a los
menos favorecidos. Quedaría para un debate el tema de la discriminación positiva hacia las
mujeres, pues algunas las acciones, que se encaminan en principio a favor de ellas, podrían
partir de una situación inicial ventajosa respecto para los hombres.
Desde este primer punto de vista es importante para el Estado generar herramientas
que permitan identificar y corregir las desigualdades en materia de género, además de evitar
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la discriminación entre hombres y mujeres, bajo el precepto de reconocer, respetar y valorar
las diferencias existentes desde la escuela.
Igualdad de oportunidades frente a la discapacidad
El segundo punto de vista de cómo las políticas públicas tratan el tema de igualdad
de oportunidades es frente a la discapacidad. Según la ONU:
La discapacidad es un concepto que evoluciona y que resulta de la interacción
entre las personas con deficiencias y las barreras debidas a la actitud y al entorno
que evitan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de
condiciones con las demás (2006, p. 06).
Desde hace un tiempo, el tema de inclusión social ha ganado terreno. Este concepto
surgió en la década de 1990 con la intención de sustituir al de integración social, referido al
proceso que posibilita a las personas inmersas en un sistema marginal participar del nivel
mínimo de bienestar. Posteriormente se habla de la inclusión pedagógica que se entiende
como el modo de dar respuesta a la diversidad en la escuela.
Al ser la discapacidad un aspecto asociado con la salud física o mental de las
personas, es importante resaltar el concepto de la Ley Estatutaria 1618 de 2013 del
Congreso de la Republica. Esta se refiere a la inclusión social de personas con discapacidad
así:
Es un proceso que asegura que todas las personas tengan las mismas oportunidades,
y la posibilidad real y efectiva de acceder, participar, relacionarse y disfrutar de un
bien, servicio o ambiente, junto con los demás ciudadanos, sin ninguna limitación o
restricción por motivo de discapacidad, mediante acciones concretas que ayuden a
mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad (L1618, 2013, p. 01).
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De acuerdo al rastreo de este tema y su forma de abordaje, existen varios
documentos oficiales que establecen pautas y medidas sobre el tema. Uno es el PNDE
(2006), que en sus propósitos contempla:
Fortalecer la educación pública en todos sus niveles, como tema prioritario en las
agendas nacionales y territoriales, en los planes de desarrollo e inversión de las
entidades municipales, departamentales y nacionales, para asegurar a todos,
condiciones de disponibilidad, acceso, permanencia y calidad en términos de
igualdad, equidad e inclusión (p. 04).
Y el otro documento es La Ley 1145 de 2007 del Congreso de la República, por
medio de la cual se organiza el Sistema Nacional de Discapacidad y se dictan otras
disposiciones. Uno de sus principios orientadores es: “Equidad: igualdad de oportunidades
a partir de la inclusión de las personas con discapacidad sin ningún tipo de discriminación”
(L1145, 2007, p. 02).
Desde el PNDE se plantea que se deben asegurar condiciones de disponibilidad,
acceso, permanencia y calidad frente a la inclusión. Estas sentencias de la política están en
consonancia con el postulado de Rawls (1997) quien afirma que “cada persona ha de tener
un derecho igual al esquema más extenso de libertades básicas que sea compatible con un
esquema semejante de libertades para los demás” (p. 67). De ahí se puede inferir la
importancia de incluir en el acceso a la educación, y posteriormente en lo laboral, a
aquellas personas que, por su condición de discapacidad, presentan alguna condición
diferencial.
Igualmente, el Sistema Nacional de Discapacidad establece que la equidad debe ser
entendida desde la igualdad de condiciones, sin discriminación alguna.
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En el PNDE del 2006 se establece que se debe generar una educación bajo el marco
de la inclusión. En este punto es donde toma fuerza la idea de tratar el tema de la
discapacidad, pues en ese mismo año se crea la Ley 1009, que instituye el Sistema Nacional
de Discapacidad. Este da una referencia muy puntual frente a lo que se considera equidad al
definirla como la igualdad de oportunidades a partir de la inclusión de personas con
discapacidad y sin ningún tipo de discriminación.
Para Rawls el tema de la discapacidad no fue trascendental, por esta razón no es
explícito en sus planteamientos políticos. Pero no por esto podemos decir que el autor es
contrario a estas tesis, pues al referirse al principio de diferencia abarca un espectro amplio,
donde podría estar la igualdad de oportunidades frente a la discapacidad.
Para las políticas educativas del Estado colombiano la discapacidad o inclusión es
un tema importante; se invierten recursos y se dictan disposiciones que deben ser seguidas
por las diferentes instituciones, incluyendo las educativas, para generar condiciones de
equidad en cuanto a la igualdad de oportunidades de todos los miembros de la comunidad.
Luego de haber revisado los dos puntos de vista desde los cuales se trata la igualdad
de oportunidades, es momento de realizar una mirada global a los datos sobre políticas que
se enmarcan en esta temática; a continuación se presenta la tabla 15, que consolida aspectos
pertinentes al tema:
Tabla 15. Igualdad de oportunidades
Años

Políticas
nacionales

Políticas
distritales

2006 2007

5

1

2008 –
2009

1

3

2010 –
2011

0

0

Políticas presentes en el período
Decreto 482 de 2006
Guía 06: Estándares básicos de competencias
ciudadanas 2006
Ley 1009 de 2006
Plan Nacional de Desarrollo 2006
Plan Nacional Decenal de Educación 2006
Ley 1145 de 2007
Decreto 150 de 2008
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2012

0

0

Plan Sectorial de Desarrollo Bogotá D.C. 2008
Plan Sectorial de Educación de Bogotá D.C. 2008
Circular conjunta de 2009

En la tabla se ve cómo el periodo 2006-2007 es en el que más se trata el tema de
igualdad de oportunidades; específicamente en este lapso prevalece la formulación y puesta
en marcha de políticas nacionales sobre las distritales. En el periodo comprendido entre los
años 2008 y 2009 también se trató considerablemente el tema, aunque las políticas
distritales marcan una tendencia en el establecimiento de mecanismos políticos que aporten
a la igualdad de oportunidades.
Es importante mencionar que los documentos que se dedican específicamente al
tema de la igualdad de oportunidades son la Ley 1009 de 2006 y la Ley 1145 de 2007.
Ambas son de carácter nacional, y aunque no son pensadas específicamente para la
educación, sí son adoptadas o acatadas por el MEN y la SED. Se observa acá un vacío por
parte de estas entidades en emitir documentos propios referidos al tema de igualdad de
género. Queda la duda si estos entes educativos dan prelación o se someten a lo que
establecen los que se encargan de este campo o si, al omitir directrices explícitas, evitan
establecer mecanismos que permiten la conformación de una sociedad más justa en este
ámbito.
Cabe traer a colación la investigación Desigualdades sociales en educación.
Políticas sociales frente a la equidad en la educación pública básica y media en Colombia
2002-2009, de Velandia (2010). Esta se enfocó en analizar las desigualdades sociales
producidas en la educación pública en los niveles de preescolar, básica y media. El
propósito de esta fue identificar los lineamientos de política a nivel internacional con
incidencia a nivel nacional, posteriormente se analiza la política educativa a nivel

54
LA VIRTUD DE LA JUSTICIA EN LAS POLÍTICAS EDUCATIVAS

departamental, allí resalta las principales estrategias planteadas en razón de las políticas
nacionales e internacionales, y realiza un análisis de las inequidades sociales producidas.
Para concluir este segundo tema de la igualdad de oportunidades, ratificamos que
son varias las políticas educativas planteadas que van de la mano de los postulados del
estadounidense John Rawls (1997). A través de ellas se busca generar una igualdad de
oportunidades frente a la condición de género y de discapacidad; de género por cuanto se
pretende identificar y corregir las desigualdades y evitar la discriminación, bajo el precepto
de reconocer, respetar y valorar las diferencias existentes. Y de discapacidad por cuanto se
plantea generar condiciones de equidad en cuanto a la igualdad de oportunidades de todos
los miembros de la comunidad, independiente de su condición. Según se muestra en la tabla
14, frente al tema de igualdad de oportunidades hay una falencia por parte de la SED y el
MEN, ya que durante el periodo 2006-2012 no presentan políticas educativas propias en
función de trabajar sobre el tema en desarrollo.
Beneficios económicos y sociales
La tercera y última temática inmersa en la categoría de los accesos y beneficios
sociales, son los beneficios económicos y sociales a los que deben tener derecho los
ciudadanos en la formación. En este sentido Rawls (1997) plantea un tercer principio
llamado el ‘principio de diferencia’, que “representa, el acuerdo de considerar la
distribución de talentos naturales, en ciertos aspectos, como un acervo común, y de
participar en los beneficios de esta distribución” (p. 104), y describe que deben ser de
mayor beneficio para los miembros menos aventajados de la sociedad.
Los documentos de la política pública abordan esta temática desde la marcada
desigualdad social y económica existente entre los ciudadanos. Aunque son varios los
textos que se preocupan por el tema, existen dos que muestran una referencia especial.
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El primero es el Decreto 482 de 2006 de la SED, por el cual se adopta la Política
Pública de Juventud 2006-2016, en la cual se establecen unos principios, dentro de los
cuales está:
Universalidad. La Política Pública de Juventud para Bogotá D.C. 2006-2016 está
orientada a toda la población joven que habita en Bogotá D.C., enfatizando en las
acciones encaminadas a lograr las mismas oportunidades de aquellos jóvenes que
por dificultades en el acceso a bienes y servicios, o por marginación política o
sociocultural se encuentran en situación de vulnerabilidad (D482, 2006, p. 04).
El segundo texto es la Circular conjunta de 2009 de la Viceministra de Preescolar,
Básica y Media y el Superintendente del Subsidio Familiar, que da lineamientos para la
formulación de las jornadas escolares complementarias y establece en uno de sus apartados
el tema de atención para la equidad. Allí afirma que los programas desarrollados deberán
tener en cuenta la población vulnerable:
La orientación propia de las jornadas escolares complementarias debe obedecer al
principio de equidad, por tanto es importante definir de manera clara los criterios
para la elección de los beneficiarios dentro de un establecimiento educativo; en caso
de no poder beneficiar a la totalidad de la población escolar del establecimiento. Los
criterios deben ir orientados a priorizar la atención de las poblaciones más
vulnerables y garantizar los medios para que dicha población participe en las
jornadas (CC, 2009, p. 07).
En cuanto a la Política de Juventud, se observa claramente que uno de sus
postulados es la universalidad, y se establece que esta debe trabajar en pro de lograr las
mismas oportunidades para todos, en especial para aquellos jóvenes que se encuentran en
condición de vulnerabilidad por su difícil acceso a los servicios básicos.
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Un concepto que permite establecer cuándo una persona es considerada vulnerable
es el publicado en el portal de internet Colombia Aprende (2014), que establece que “la
vulnerabilidad es una situación producto de la desigualdad que por diversos factores se
presenta en grupos de población, impidiéndoles aprovechar las riquezas del desarrollo
humano” (s. p.). En este sentido toma fuerza el principio de diferencia planteado por Rawls
cuando se refiere a la población menos favorecida y el beneficio que deben tener sobre los
demás:
Nadie merece una mayor capacidad natural ni tampoco un lugar inicial más
favorable en la sociedad. Sin embargo, esto no es razón, por supuesto, para eliminar
estas distinciones, hay otra manera de hacerles frente. Más bien, lo que es posible
es configurar la estructura básica de modo tal que estas contingencias funcionen a
favor de los menos afortunados. Nos vemos así conducidos al principio de diferencia
si queremos continuar el sistema social de manera que nadie obtenga beneficios o
pérdidas debidos a su lugar arbitrario en la distribución de dones naturales o su
posición inicial en la sociedad, sin haber dado o recibido a cambio ventajas
compensatorias (Rawls, 1997, p. 104).
El segundo documento mencionado, la Circular conjunta de 2009, trata el tema de
forma explícita; afirma que las jornadas escolares complementarias que deben obedecer al
principio de equidad, por tanto se deben definir de manera clara los criterios para la
elección de los beneficiarios. Además esclarece que, en caso de no poder beneficiar a la
totalidad de la población escolar del establecimiento, se debe priorizar la atención a las
personas más vulnerables y a garantizar los medios para que dicha población participe en
las jornadas. Acá se vuelve a mencionar el tema de la vulnerabilidad como factor decisivo
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al momento de ser beneficiario de los servicios ofertados, y por tanto se plasma claramente
el principio de diferencia rawlsiano.
La tabla 16 consolida los aspectos pertinentes al tema de los beneficios económicos
y sociales en materia de políticas públicas.
Tabla 16. Beneficios económicos y sociales
Años
2006 2007
2008 2009
2010 2011
2012

Políticas
nacionales

Políticas
distritales

2

1

0

2

0

0

0

1

Políticas presentes en el período
Decreto 482 de 2006
Guía 06: Estándares básicos de competencias
ciudadanas 2006
Plan Nacional de Desarrollo 2006
Plan Sectorial de Desarrollo Bogotá D.C. 2008
Plan Sectorial de Educación de Bogotá 2008
Plan Sectorial de Desarrollo Bogotá D.C. 2012

Aunque en no existe una diferencia marcada, es en el año 2006 cuando el Gobierno
Nacional impone una tendencia frente al distrital respecto al tema. No obstante, si se mira a
nivel general el periodo 2006-2012, la tendencia en cuanto a la formulación o
planteamientos relacionados con los accesos y beneficios sociales es amplia a favor de las
políticas distritales
Debemos decir, frente a los rastreos realizados, que de los cinco documentos que
tratan el tema, solo dos son de carácter netamente escolar. Esto podría tomarse como una
falencia en el sistema educativo, ya que la pobreza de una política educativa frente a los
beneficios económicos y sociales de los escolares lleva a intuir que la atención a la
población desfavorecida en los contextos escolares es, en la práctica, limitada.
Podemos afirmar, para concluir esta tercera temática, que cuando se plantean
políticas públicas se tiene en cuenta la desigualdad social y económica que existe entre los
ciudadanos. Esto da pertinencia al principio de diferencia de Rawls en la búsqueda de
formación de una sociedad más justa que dé prioridad y beneficie a los miembros menos
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aventajados. No obstante, hay que aclarar que su abordaje en la normativa explícitamente
educativa, tanto a nivel nacional como distrital, es escaso.
Aunque, en contraste a los planteamientos de Rawls, Cortés Rodas (2005) plantea
en su artículo “Justicia y exclusión” del libro Con Rawls y contra Rawls:
Aunque la concepción de justicia de Rawls tiene un campo de acción más extenso
que el del neoliberalismo, porque establece un sistema para compensar
desigualdades materiales extremas, su noción de justicia no incluye de la misma
manera a todos los sujetos. Al rechazar Rawls por principio que las exigencias de
una distribución de los recursos en situaciones determinadas de pobreza, hambrunas,
puedan implicar restringir las libertades básicas, se deduce, como consecuencia
práctica, que su teoría permite la exclusión de grupos con diferencias económicas y
sociales (p. 171).
Desde este punto de vista, y a partir de la noción de justicia de Rawls, las políticas
que se plantean en función de los menos favorecidos son cuestionables, ya que, al buscar el
beneficio de los menos favorecidos se exime a otros, es decir, la inclusión de unos genera la
exclusión de otros, en este sentido, el filósofo norteamericano rechaza que la distribución
implique restricción de libertades y afirma que esa compensación exime a otros de la
responsabilidad de dar, así, el hecho de redistribuir no los exime.
En razón a ello es pertinente traer a colación los planteamientos de la investigación
de Chávez (2009), que plantea la necesidad de lograr la articulación entre los niveles de
educación media y superior con el mundo laboral y productivo, aunque el autor aún no
establece con precisión qué es lo que articula un nivel con otro y cuáles serían los
elementos, supuestos o factores que articulan los lineamientos de dicha articulación con los
beneficios económicos y sociales de las políticas.
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Ahora podemos cerrar nuestra primera categoría de accesos y beneficios sociales
resaltando las ideas más importantes planteadas. En cuanto al acceso a la educación y al
mundo laboral, se debe rescatar que el Gobierno plantea, en sus políticas educativas,
apoyos para la articulación educativa y laboral que permitan forjar ideales de vida y evita
caer en el asistencialismo a la comunidad. Sobre la igualdad de oportunidades, sea
entendida desde la perspectiva de género o de igualdad frente a la discapacidad, se debe
ratificar que en los documentos se establecen acciones que permiten identificar y corregir
las desigualdades para evitar la discriminación de todo tipo. Por último, en cuanto a los
beneficios sociales y económicos, es importante resaltar que las políticas que se plantean en
la actualidad, aunque no aluden a la escuela, tienen en cuenta las condiciones sociales y
económicas de las personas, por lo que buscan favorecer a la población considerada
vulnerable, y así equiparar las condiciones de vida al dar prioridad a los menos aventajados,
por ejemplo, buscar situaciones de justicia desde la cooperación, lo cual debe ser definido
por el papel de sus principios al asignar derechos y deberes, y al definir la división correcta
de las ventajas sociales.
Vemos que en las tablas planteadas para esta categoría, aunque hay varios
documentos que tratan las diferentes temáticas planteadas, hay constante ausencia del
Gobierno Nacional como del Distrital en la emisión de documentos que traten aspectos
relacionados con los accesos y beneficios que debe tener la comunidad para ser más justa.
Como bien reconoce Rawls (1978) en su teoría de la justicia:
Los beneficios especiales que una persona recibe por su ejercicio han de regirse por
el principio de la diferencia. Así, si alguien posee, en grado preeminente, las virtudes
judiciales de imparcialidad e integridad que son necesarias en determinadas
situaciones, puede, verdaderamente, obtener cualesquiera beneficios inherentes al
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desempeño de esa función. Pero la aplicación del principio de libertad igual no se
ve afectado por esas diferencias (p. 559).
Podría plantearse aquí, para concluir según lo tratado en la anterior temática y en los
planteamientos de Rawls, que las políticas se fundamentan en los principios de diferencia,
libertad e igualdad equitativa de oportunidades plantados por el autor. Aunque quedan
algunos vacíos, frente a la equidad de género y la discapacidad, y no existe ningún referente
textual que desde Rawls afirme lo anterior, a partir de la interpretación realizada podemos
ratificar esta afirmación.
3.2. Las libertades y los compromisos morales
A continuación abordaremos la segunda categoría surgida del análisis de los datos,
que hemos llamado las libertades y compromisos morales; de ésta se desprenden cuatro
temáticas, la participación ciudadana, la libertad de expresión, asociación, conciencia y
pensamiento, los derechos humanos fundamentales y por último las responsabilidades
sociales. Estas temáticas serán tratadas una a una, presentando algunos documentos de la
política educativa que se establecen como representativos y señalando la forma como
aparecen para la educación básica y media.
Es importante resaltar que, de acuerdo con las tesis de Rawls (1997), para que se
forme una sociedad justa, además de darse unos preceptos en cuanto a accesos y beneficios,
también se deben dar algunas libertades fundamentales y unas responsabilidades a los
miembros de una sociedad. Las libertades son: libertad política, de expresión, de
asociación, conciencia, pensamiento, de derecho a tener propiedades y de no ser objeto de
detenciones arbitrarias. También dice que se deben solidaridad y cooperación por parte de
los miembros de la sociedad para que se dé la reciprocidad entre ciudadanos.
Participación ciudadana
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La primera temática que se desprende de la categoría de libertades y compromisos
morales es la participación ciudadana. Desde la Constitución Política de Colombia, la
Nación se consolida como un Estado social de derecho en el que se otorga al ciudadano la
posibilidad de elegir a sus gobernantes. Adicionalmente hay políticas que han abordado
este tema, entre las que encontramos:
El PNDE de 2006, que en su capítulo sobre los desafíos de la educación en
Colombia, establece en sus macro objetivos:
Educación en valores, participación y convivencia democrática: Se han
implementado e incorporado en los planes de desarrollo territoriales programas,
estrategias y proyectos específicos para el desarrollo de valores y competencias para
la paz, la convivencia y la ciudadanía que incluyan: La resignificación de los
proyectos educativos institucionales (PEI) hacia la construcción de culturas de paz
y democracia (PNDE, 2006, p. 9).
El Acuerdo 242 de 2006 del Concejo de Bogotá, por el cual se implementan en el
Distrito Capital mecanismos para la formación en participación ciudadana, en las
instituciones educativas públicas y privadas en los niveles preescolar, básica y media,
formal, no formal e informal, declara:
Promuévanse e impleméntese en el Distrito Capital mecanismos para la formación
en participación ciudadana en las instituciones educativas públicas y privadas en los
niveles preescolar, básica y media, formal, no formal e informal, con el fin de
incentivar el conocimiento, la capacitación y por ende la participación ciudadana
como motor del desarrollo de la sociedad y ser incluidos como elementos en los
procesos de participación en la adopción de decisiones que afectan a los ciudadanos
(AC242, 2006, p. 01).
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El Decreto 482 de 2006 de la SED, por el cual se adopta la Política Pública de
Juventud 2006-2016, en el capítulo referido al derecho a la educación y tecnología,
establece como uno de sus lineamientos generales “fortalecer la participación democrática
de los estudiantes en las instancias del gobierno escolar y otros espacios de organización
escolar juvenil, apoyando sus iniciativas” (D482, 2006, p. 14).
El Acuerdo 242, junto con la Política de Juventud, permiten ver la intención directa
del Distrito Capital de formar ciudadanos con conciencia democrática, e incluir la reflexión
acerca de la importancia en la participación política voluntaria y su reconocimiento como
factor que genera cambios sociales y afecta a todos los miembros de la comunidad.
Debemos decir, frente a esta primera temática, que según los documentos de la
política pública se observan tres aspectos claves en la participación política de los
ciudadanos. Primero, como se esboza en el Acuerdo 242, se busca formar en la
participación ciudadana; segundo, como se plantea en la política de juventud, se pretende
fortalecer esta participación democrática; por último, como establece el PNDE se tiene
como objetivo construir una cultura y convivencia democráticas.
Cabría preguntarse ahora por qué se habla de participación ciudadana en el Acuerdo
242, porque en los demás es explícitamente democrática. El primer documento enunciado
es un llamado desde el Estado a la participación masiva en instancias democráticas, pues
parece que los niveles de atención de los ciudadanos a los temas democráticos son
insatisfactorios para el gobierno, en cambio en otros como el decreto 482 y el PNDE se
pretende fortalecer todo el sistema democrático que envuelve a los ciudadanos. Desde allí
se siembran un interrogante: ¿será que no ejercemos nuestros derechos políticos por no
creer en nuestro sistema, al ser democrático en sí mismo?
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Es importante, entonces, esclarecer el papel que juegan las políticas desde la
perspectiva de André Noël Roth (2006), quien describe: “las políticas públicas concretan lo
que un Estado o una sociedad considera como de interés general, son el enlace entre el
Estado, la sociedad y el ciudadano” (p. 64). Esta concepción es importante porque permite
establecer la articulación que se genera a través de las políticas educativas, entre el Estado y
los ciudadanos como marco en la formación de la virtud de la justicia.
Tabla 17. Formas de participación ciudadana
Años

Políticas
nacionales

Políticas
distritales

2006 2007

4

3

2008 2009

1

2

2010 2011

0

0

2012

0

1

Políticas presentes en el período
Acuerdo 213 de 2006
Acuerdo 242 de 2006
Código de Infancia y adolescencia 2006
Decreto 482 de 2006
Guía 06: Estándares básicos de competencias
ciudadanas 2006
Plan Nacional de Desarrollo 2006
Plan Nacional Decenal de Educación 2006
Decreto 150 de 2008
Decreto 1729 de 2008
Plan Sectorial de Educación de Bogotá D.C.
2008
Resolución 3612 de 2010

Según se observa en la tabla 17, durante los años 2006-2010, son un total de diez
políticas las que se preocupan por abarcar el tema de la participación; se observa que no
hay una supremacía en las políticas planteadas por parte del Gobierno Nacional o Distrital.
Debemos resaltar que son dos documentos los que específicamente están destinados
a abordar esta iniciativa en la escuela, y que están dirigidos a instituciones educativas
distritales. 1) El Acuerdo 242 de 2006 del Concejo de Bogotá, que establece mecanismos
para la formación en participación ciudadana, y 2) la Resolución 3612 de 2010, que trata el
tema de la participación democrática que debe tener la escuela tanto al interior como al
exterior de la misma.
En razón del trabajo investigativo, se trae a relación la investigación Políticas
juveniles de educación, formación y empleo en la última década, de Guillen (2010),
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investigador de la Universidad Nacional de Mendoza. Esta investigación se planteó como
objetivo conocer, desde la perspectiva y la experiencia de los agentes burocráticos, las
políticas juveniles de educación, de formación y empleo. También busca analizar las
condiciones que impone el contexto nacional, provincial y municipal en la construcción y
ejecución de dichas políticas en ejercicio de la participación ciudadana como elemento
transformador en el quehacer político de los sujetos en formación frente al problema de la
desigualdad en la distribución de oportunidades de acceso a la educación.
Para cerrar esta primera temática referida a la participación ciudadana, se puede
asegurar, según los documentos de política pública, que existe la preocupación por
consolidar a Colombia como un Estado democrático, en el cual todas las personas
pretenden ser formadas para ejercer la democracia. En este proceso, los ciudadanos cuentan
con la posibilidad de elegir y ser elegidos, además de velar por el cumplimiento de las
políticas. Esto es un argumento que ratifica la existencia de un principio político de
libertad, como Rawls (1997) lo postuló en su momento: “un sistema social justo define el
ámbito dentro del cual los individuos tienen que desarrollar sus objetivos, proporcionando
un marco de derechos y oportunidades así como los medios de satisfacción dentro de los
cuales pueden ser perseguidos equitativamente” (p. 42). Según se pudo observar en la tabla
17, son varios los documentos nacionales y distritales que se preocupan por desarrollar el
tema de la participación ciudadana, aunque son escasos los que están dirigidos a esta
temática directamente en la escuela. Por esto se ve que es relativa la importancia que el
Estado da al planteamiento de políticas que aporten en la conformación de una cultura
democrática escolar por parte de los ciudadanos.
Libertad de expresión, asociación, conciencia y pensamiento
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La segunda temática que se desprende de la categoría de libertades y compromisos
morales es la libertad de expresión, asociación, conciencia y pensamiento. Frente a esta se
puede afirmar que son varios los documentos oficiales en los que se consolida información
acerca del tema, de los cuales mostramos tres:
El primero es el PNDE de 2006 que, en su capítulo “Desafíos de la educación en
Colombia: Educación en y para la paz, la convivencia y la ciudadanía”, plantea como uno
de sus objetivos:
Garantizar la construcción de cultura de paz, basada en una educación que trabaje
en conocimientos, actitudes, habilidades, emociones y competencias, que
desarrollen, en todos los actores educativos, la autonomía moral y ética, a partir de
la reflexión sobre la acción, haciendo realidad la equidad, la legalidad, la inclusión
social, el respeto y la valoración de la diversidad étnica, económica, cultural,
religiosa, política, sexual y de género (PNDE, 2006, p. 53).
El segundo es el Decreto 4500 de 2006, en el cual se establecen normas sobre la
educación religiosa en los establecimientos oficiales y privados de educación preescolar,
básica y media. Allí se habla de una libertad religiosa, esclareciendo que:
Los estudiantes ejercen su derecho a la libertad religiosa al optar o no por tomar la
educación religiosa que se ofrece en su establecimiento educativo, aunque no
corresponda a su credo, y en tal caso a realizar las actividades relacionadas con esta
área de acuerdo con lo previsto en el Proyecto Educativo Institucional, PEI (…) Los
establecimientos educativos facilitarán a los miembros de la comunidad educativa,
la realización y participación en los actos de oración, de culto y demás actividades
propias del derecho a recibir asistencia religiosa, así como a los que no profesen
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ningún credo religioso ni practiquen culto alguno el ejercicio de la opción de
abstenerse de participar en tal tipo de actos (D4500, 2006, p. 01).
El tercero es el Decreto 482 de 2006 de la SED, por el cual se adopta la Política
Pública de Juventud 2006-2016. En el capítulo “Derecho a la vida, libertad y seguridad”
dice, sobre los derechos a la vida, libertad y seguridad de los jóvenes:
Se recogen algunos de los derechos civiles y políticos especialmente aquellos
orientados a garantizar las libertades públicas e individuales de los ciudadanos.
Dentro de estos, se encuentra el derecho a la vida y a la seguridad personal, a la
libertad de pensamiento, conciencia, religión así como a la libertad de opinión y
expresión (D482, 2006, p. 07).
El decreto 4500, que trata el tema de la libertad religiosa en las instituciones
educativas, establece como principio que las personas gozan de libertad de culto. Esta se
traduce en libertad de pensamiento y se constituye como una herramienta que fortalece una
de las libertades fundamentales establecidas por Rawls (1997), quien afirma: “una
concepción de la justicia no es más que una parte de una visión moral” (p. 462). Cabe
señalar que la justicia centraliza su quehacer en el sujeto desde el orden natural de las cosas
y no simplemente en una individualidad, proporciona una pauta en los aspectos
distributivos de la estructura básica de la sociedad.
La Política de Juventud, por su parte, establece claramente que el Estado debe
proveer a los jóvenes de ciertos derechos, entre los cuales está el de libertad de
pensamiento, conciencia y expresión. Esto permite afirmar que esta es una política
trabajada desde una perspectiva de la justicia.
La Política de Juventud y el PNDE dan gran importancia a la libertad de
pensamiento y expresión. Aquí se logra establecer una conexión directa con el
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planteamiento de Rawls (1997), ya que el autor y los documentos hablan de garantizar
libertad de expresión, asociación, conciencia y pensamiento para la consolidación de una
sociedad justa.
También es preciso señalar que en el PNDE se dice que, para el ejercicio de la
participación ciudadana, se debe considerar la autonomía moral y ética a los ciudadanos, a
partir de la reflexión sobre la acción, como un pilar fundamental en el desarrollo de las
libertades referidas al tema.
La tabla 18 consolida aspectos pertinentes al tema de la libertad de expresión,
asociación, conciencia y pensamiento.
Tabla 18. Libertad de expresión, asociación, conciencia y pensamiento
Años

Políticas
nacionales

Políticas
distritales

2006 2007

4

2

2008 2009

1

2

2010 2011

0

0

2012

0

1

Documentos presentes en el periodo
Decreto 4500 de 2006
Decreto 482 de 2006
Ley 734 de 2006
Plan Nacional Decenal de Educación 2006
Decreto 617 de 2007
Ley 1145 de 2007
Decreto 150 de 2008
Plan Sectorial de Educación de Bogotá D.C.
2008
Circular conjunta de 2009
Plan sectorial de desarrollo Bogotá D.C. 2012

Se puede observar que el periodo comprendido entre 2006-2009 fue el que tuvo más
auge en el trato del tema, y que no existe ninguna tendencia notoria hacia los
planteamientos nacionales o distritales.
También podemos resaltar que, aunque son varios los documentos que tratan el
tema, solo hay uno de carácter distrital, emitido por la SED, que trata sobre la libertad. Nos
referimos al decreto 4500, que establece la libertad religiosa en las instituciones educativas.
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Para cerrar esta temática referida a la libertad de expresión, asociación, conciencia y
pensamiento, debemos decir que estas son libertades que tienen gran importancia en nuestra
sociedad, pues se generan políticas públicas que buscan garantizar los derechos de los
ciudadanos, además de políticas que propenden integrarlos a partir de la diversidad y el
respeto por los demás. Así, de nuevo toma fuerza el planteamiento de Rawls (1997), que
afirma: “las libertades de unos no se restringen simplemente para hacer posible una mayor
libertad para otros (…) y esto se hace a favor de una libertad justa con una justa
constitución” (p. 209). También se evidencia la preocupación permanente de las instancias
nacionales por tratar esta temática, aunque hay debilidad en lo distrital.
Derechos Humanos fundamentales
La tercera temática que se desprende de la categoría de libertades y compromisos
morales es la que a alude a los Derechos Humanos fundamentales. Hernández Gómez
(2010) en su Tratado de Derecho Constitucional da una muy clara descripción sobre qué
son los Derechos Humanos fundamentales; él afirma que son condiciones instrumentales
que le permiten a la persona su realización; así, de acuerdo con lo planteado por Gómez,
ahora desde una mirada de nuestro referente John Rawls (1997), frente a la justicia y el
papel de estos derechos, afirma que:
Los derechos humanos constituyen una clase especial de derechos urgentes como la
libertad con respecto a la esclavitud y la servidumbre, la libertad de conciencia y la
protección de los grupos étnicos frente al genocidio y la masacre. La violación de
estos derechos es condenada por los pueblos liberales razonables y por los pueblos
jerárquicos decentes (p. 93).
Así, los derechos humanos deben estar presentes para consolidar una sociedad justa.
Además, al ser derechos exigibles en su aplicación, dan un mayor sentido a las acciones
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que desde ellos se realizan, para nada se quiere llegar a cuestionar a los pueblos que
rechazan los Derechos Humanos como los musulmanes y mucho menos pensar que puedan
ser indecentes, pues el hecho de tener ciertas creencias particulares y diferentes a otras
sociedades no hacen que se considere una sociedad injusta o incorrecta en su estructura, son
las acciones de esta sociedad a su interior las que determinan los niveles de injusticia.
Respecto a estos derechos, en relación con la consolidación social justa, Rawls
(1997) plantea que “su cumplimiento es condición necesaria de la decencia de las
instituciones políticas y del orden jurídico de una sociedad” (p. 94). Son varios los
documentos que tratan el tema de los derechos humanos, y para tener una mirada más
centrada mencionaremos dos:
El Decreto 482 de 2006 de la SED, por el cual se adopta la Política Pública de
Juventud 2006-2016; en su artículo sobre los derechos a la vida, libertad y seguridad,
establece como propósito:
La Política Pública de Juventud de Bogotá D.C., 2006-2016, tendrá como fin la
promoción, protección, restitución y garantía de los derechos humanos de los y las
jóvenes en función de su ejercicio efectivo, progresivo y sostenible, mediante la
ampliación de las oportunidades y el fortalecimiento de las potencialidades
individuales y colectivas. De igual forma, promoverá el desarrollo de la autonomía
de la población joven y el ejercicio pleno de su ciudadanía mediante mecanismos de
participación

con

decisión,

teniendo

como

principio

transversal

la

corresponsabilidad. Todo lo anterior, buscará la materialización de sus proyectos de
vida en beneficio propio y de la sociedad (D482, 2006, p. 6).
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Este mismo documento, desde su marco estratégico, esclarece cuáles son los
Derechos Humanos a los que se hace referencia, y que serán motivo de promoción,
garantía, restitución y ejercicio efectivo de los y las jóvenes en la ciudad:
Las áreas de derechos y sus lineamientos, responden a cada una de las categorías
de los Derechos Humanos y al enfoque definido en esta Política Pública.
a) Derechos civiles y políticos, los cuales se clasifican en:
− Derecho a la Vida, Libertad y Seguridad.
− Derecho a la Participación y Organización.
− Derecho a la Equidad y no Discriminación.
b) Derechos económicos, sociales y culturales, los cuales se clasifican en:
− Derecho a la Educación y Tecnología.
− Derecho al Trabajo.
− Derecho a la Salud.
− Derecho a las expresiones artísticas, culturales, turísticas y del patrimonio.
− Derecho a la Recreación y Deporte.
c) Derechos colectivos, el cual se establece con base en el Derecho al ambiente
sano y al hábitat digno (D482, 2006, p. 6).
Otro documento que trata el tema es el Decreto 150 de 2008 de la SED, por el cual
se adopta la política distrital de comunicación comunitaria. Este plantea en sus objetivos:
Promover el restablecimiento y/o protección de los derechos humanos, la
solidaridad, la equidad, la participación, la reconciliación, la representatividad, la
legitimidad social, la autonomía, la calidad y la pertinencia de los productos
comunicativos en sus aspectos técnicos, culturales y estéticos (D150, 2008, p. 04).
Tanto el Decreto 150 como la Política de Juventud son exponentes en el tema de
Derechos Humanos en el Distrito Capital, pues establecen que estos se deben promover,
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proteger, restituir o garantizar. En un segundo apartado, la Política de Juventud establece
cuáles son los Derechos Humanos a los que se hace referencia, y brinda así un claro
panorama en su protección para la consolidación de la llamada “sociedad justa” que plantea
Rawls (1997). En esta, dice el autor, se deben garantizar los Derechos Humanos para que
todas las personas se muevan en un marco de justicia.
Cabe ahora señalar la postura de Cortés Rodas (2005), quien en su artículo de
“Justicia y exclusión”, publicado en el libro Con Rawls y contra Rawls, contrasta los
planteamientos del autor citando:
En la concepción neoliberal de la política, los derechos fundamentales en estricto
sentido son tan solo los derechos individuales de la persona humana. Derechos
fundamentales son, “sólo aquellos que pueden valer como anteriores y superiores al
Estado, aquellos que el Estado, no es que otorgue con arreglo a sus leyes, sino que
reconoce y protege como dados antes que él, y en los que solo cabe penetrar en una
cuantía mesurable en principio, y solo dentro de un procedimiento regulado” (...).
Los derechos fundamentales son, entonces, esferas de la libertad, de las que resultan
derechos, y precisamente derechos de defensa, los derechos fundamentales son solo
los derechos de libertad individual, pero no los derechos políticos, ni las exigencias
sociales (p. 168).
Se podría afirmar, entonces, que los llamados derechos fundamentales que defiende
Rawls (1997) pueden no ser enmarcados en el campo de la justicia neoliberal, por cuanto
son establecidos desde el Estado para su estricto cumplimiento. Esto llevaría a una pregunta
y es si los derechos humanos planteados o adoptados por el Gobierno Nacional, con el fin
de ser promovidos, garantizados, restituidos y ejercidos, son producto de exigencias
sociales o nacen de la libertad innata de los ciudadanos. Lo anterior no los constituye como
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elementos que deban ser exonerados, pero sí cuestiona su planteamiento desde el campo de
la justicia. Además, habría que hacerse otra pregunta y es si estos derechos son producto
del contexto particular que nos rodea o son insertados desde otros contextos para su
cumplimiento.
Luego de mirar algunos de los aparatados más relevantes que muestran las políticas
educativas frente a los Derechos Humanos, y haber analizado algunos planteamientos
teóricos sobre estos, es momento dar un panorama general sobre los datos de política
pública.
Tabla 19. Derechos Humanos fundamentales
Años

Políticas
nacionales

Políticas
distritales

2006 –
2007

8

1

2008 –
2009

0

3

2010 –
2011

0

0

2012

0

1

Políticas presentes en el periodo
Código de Infancia y adolescencia 2006
Decreto 482 de 2006
Ley 1008 de 2006
Ley 1014 de 2006
Ley 734 de 2006
Plan Nacional de Desarrollo 2006
Plan Nacional Decenal de Educación 2006-2015
Ley 1145 de 2007
Ley 1146 de 2007
Decreto 150 de 2008
Plan Sectorial de desarrollo Bogotá D.C. 2008
Plan Sectorial de Educación de Bogotá D.C.
2008
Plan sectorial de desarrollo Bogotá D.C. 2012

Hay varios aspectos por resaltar en la tabla 19. Primero, la cantidad de documentos
que tratan el tema, de manera directa o indirecta, son catorce, esto significa que los
esfuerzos van encaminados a rescatar la importancia de las políticas en el quehacer de los
Derechos humanos fundamentales. Otro aspecto que cobra relevancia es la tendencia que
marca la política nacional sobre la distrital frente al tema, especialmente entre los años
2006 y 2007. En este periodo son ocho los documentos de corte nacional y tan solo uno el
emitido distritalmente. Aunque esto no quiere decir que se vean afectadas las intenciones de
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formar en la justicia a los estudiantes de instituciones distritales, pues los documentos
nacionales tienen incidencia en el campo distrital, sí llama la atención la despreocupación
del ente territorial al respecto.
También es importante señalar que el año 2006 fue el único en el que se presentó un
afianzamiento de políticas por parte del Gobierno Nacional; en los años posteriores no se
emitieron documentos, a diferencia de las políticas distritales que en este lapso del tiempo
dejaron huella.
En consecuencia, se señala la investigación de Valle (2003), que aborda un estudio
histórico sobre la política educativa de la Unión Europea desde sus orígenes hasta la
actualidad. La tesis define ciertos períodos y les establecen una serie de características
definitorias y unos factores explicativos. Así, aporta un modelo novedoso que determina los
factores, la descripción y la comprensión de la política educativa en su conjunto, desde los
derechos humanos fundamentales.
Podemos concluir esta temática ratificando que en el país, y específicamente en los
colegios distritales de Bogotá, se plantean políticas públicas para el restablecimiento y la
protección de los Derechos Humanos fundamentales en todos los estudiantes. También se
trabaja en la formación para que, con su reconocimiento, aceptación y respeto, se construya
una sociedad pluralista más ecuánime. Según la cantidad de documentos que tratan el tema,
se puede establecer que los Derechos Humanos son de actual y permanente preocupación,
en tanto se legisla constantemente sobre su papel en la conformación de una comunidad
justa centrada en la justica como imparcialidad.
Responsabilidades sociales
La cuarta y última temática que se desprende de la categoría de libertades y
compromisos morales son las responsabilidades sociales; tratar este tema del compromiso
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que debe haber no solo por parte del Estado en el sentido de proveer al ciudadano de
elementos para la formación de la justicia, sino de la responsabilidad de los ciudadanos en
la construcción de una sociedad más justa. La cooperación, la solidaridad y la reciprocidad
son consideradas responsabilidades sociales, ya que se establecen como actitudes y
actuaciones individuales y grupales que permiten la convivencia en una comunidad.
Para tener una mirada de lo que establecen las políticas, se mencionaran los
apartados de dos documentos que tratan sobre las libertades y responsabilidades sociales. El
primero es el Decreto 617 de 2007 de la SED, por el cual se adopta y reglamenta la política
pública distrital de educación ambiental, el cual establece:
Los principios rectores de la Política Pública Distrital de Educación Ambiental, son
entendidos como fundamentos orientadores de acciones solidarias donde prevalezca
el respeto por la dignidad humana y la vida, tanto presente como venidera, donde el
sujeto auto reflexione en y sobre su acto cotidiano en relación con el ambiente y su
contexto histórico y cultural; tales principios son: Corresponsabilidad y solidaridad:
Compromisos particulares diferenciados y colectivos encaminados a la construcción
de una vida digna (D617, 2007, p. 03).
El segundo es la Resolución 3645 de 2007 de la SED, por la cual se reglamenta la
organización de la semana de integración de colegio con la comunidad y la ciudad, que
afirma que se deben realizar muestras artísticas que vislumbren el carnaval:
El carnaval es un proyecto orientado a propiciar ámbitos de festividad colectiva
mediante la celebración de la vida, la expresión creativa, el goce y la apropiación de
la ciudad, fortaleciendo los procesos de reconciliación y convivencia pacífica, la
inclusión y la solidaridad entre los sectores y culturas del Distrito Capital (R3645,
2007, p. 5).

75
LA VIRTUD DE LA JUSTICIA EN LAS POLÍTICAS EDUCATIVAS

El Decreto 617 estipula unos principios rectores que buscan acciones solidarias para
que prevalezca el respeto por la dignidad humana y la vida en un marco de
corresponsabilidad y solidaridad, una reflexión vital en la consolidación de una sociedad
justa en la que el ciudadano se debe hacer partícipe, no solo como benefactor sino también
como cuidador. A partir de allí se argumenta la siguiente idea sugerida por Rawls (1997):
Además de los principios para las instituciones, deberá haber un acuerdo sobre los
principios para nociones tales como equidad y fidelidad, respeto mutuo y
beneficencia, tal como se aplican a los individuos, y también sobre los principios
para la conducta de los Estados (p. 112).
En este sentido se determina que para la construcción de una sociedad justa se debe
trabajar desde la cooperación, la solidaridad y la reciprocidad de todos los ciudadanos que
la conforman.
El segundo documento mostrado en el cual se busca formar moralmente al
ciudadano para su participación en la construcción de una sociedad justa es la Resolución
3645, en la cual se establece una estrategia en la que los estudiantes se involucran
directamente con la comunidad en el proceso educativo. Esta estrategia se establece como
un elemento que permite estrechar lazos entre los ciudadanos, a partir de la solidaridad, y
busca así una convivencia pacífica. Así, se parte del principio de cooperación de Rawls
(1997), que dice: “la justicia social es el principio de prudencia racional aplicado a una
concepción colectiva del bienestar del grupo” (p. 35).
A continuación exponemos la tabla 20, que consolida aspectos pertinentes al tema
de las responsabilidades sociales:
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Tabla 20. Responsabilidades sociales
Años
2006 2007
2008 2009
2010 2011
2012

Políticas
nacionales

Políticas
distritales

0

2

0

1

0

0

0

0

Políticas presentes en el periodo
Decreto 617 de 2007
Resolución 3645 de 2007
Plan Sectorial de Educación de Bogotá D.C.
2008

Respecto a la tabla 20, vale la pena mencionar que solo hay políticas públicas
distritales frente al tema, y que fue durante 2007 y 2008 cuando se realizaron.
Valdría la pena plantear una reflexión frente al tema de las responsabilidades
sociales y es qué tanta importancia le da el Estado a la formación de personas con sentido
crítico y principio de corresponsabilidad. Recordemos que, según de Rawls, para la
construcción de una sociedad justa debe existir una participación de los ciudadanos bajo el
principio de reciprocidad, que abarca la cooperación y la solidaridad, y se deben establecer
vínculos entre el Estado y sus habitantes. Podemos, entonces, afirmar que hay una
insuficiencia de las políticas públicas, especialmente nacionales, frente al empoderamiento
que se le da a los ciudadanos para hacerlos partícipes de la construcción de una justicia
social, así, se hace necesario realizar una mirada en el aporte de cada documento, pues no
se pueden determinar influencias de los mismos por su cantidad, más si por su calidad.
Para cerrar esta última temática de responsabilidades sociales contenida en la
categoría de libertades y compromisos morales, se debe decir que este un tema que se ha
estado trabajando y que permite que, desde los planteles educativos, se formen individuos
partícipes de una sociedad en la que no basta con ser bueno y justo en la individualidad,
sino que se hace necesaria la corresponsabilidad, que es donde se logra un colectivo social
justo. Se observa que son pocas políticas emitidas, por parte de la SED, que tratan el tema
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de la cooperación y solidaridad. A la vez, debemos comparar y resaltar que el Gobierno
Nacional, específicamente el MEN, no da importancia a este tema durante el periodo 20062012, ya que no plantea políticas educativas que aporten desde la corresponsabilidad social.
Podemos ahora cerrar nuestra segunda categoría de libertades y compromisos morales
resaltando las ideas más importantes planteadas. En cuanto a participación ciudadana, se
deben mencionar los cuatro aspectos claves que pretenden las políticas: formar, fortalecer,
construir una cultura y convivencia democrática participativa y, por último, dar
responsabilidades y derechos en el control para evitar la vulneración de la libertad de
participación. En cuanto a la libertad de expresión, asociación, conciencia y pensamiento, se
debe resaltar que las políticas públicas, en sus postulados, buscan garantizar estos derechos
de los ciudadanos y quieren integrarles a tod@s a partir de la diversidad y el respeto por l@s
demás.
Referente a los derechos humanos fundamentales, se plantean políticas públicas
para su restablecimiento y protección en todos los estudiantes; y además se pretende que,
con su reconocimiento, aceptación y respeto, se construya una sociedad pluralista más
justa. Por último, frente a las responsabilidades sociales, se debe tener en cuenta la
corresponsabilidad para construir un colectivo social justo, es decir una corresponsabilidad
encaminada a la justicia como imparcialidad desde sus principios reguladores de
cooperación.
Respecto a esta categoría, vemos que los documentos que tratan las diferentes
temáticas planteadas son varios y nutridos en contenido, a excepción de la responsabilidad
social. Hay un intento constante del Gobierno Nacional y Distrital por emitir documentos
sobre aspectos relacionados con las libertades y compromisos morales que debe tener la
comunidad para ser más justa. Sin embargo, son más los aportes políticos de otras
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entidades, diferentes al MEN y a la SED, que influyen el campo educativo y se preocupan
por la formación de la ciudadanía a partir de la justicia. Rawls (1978) lo reconoce:
Se cree, a veces, que los derechos y las libertades fundamentales deberían variar
según la capacidad, pero la justicia como imparcialidad lo niega: siempre que se
alcance el mínimo de personalidad moral, una persona tiene derecho a todas las
garantías de la justicia (p. 559).
Es entonces fundamental, desde el campo rawlsiano, tratar sobre las libertades y
compromisos de los ciudadanos en función de la formación de una comunidad más justa. Y
son las políticas educativas nacionales y distritales elementos a través de los cuales se busca
trabajar sobre estos derechos y deberes, sea teniendo o no en cuenta los planteamientos del
autor.
Para cerrar nuestro capítulo, es importante mostrar y analizar el objetivo que se
plantea para las políticas públicas en el contexto nacional y distrital. Una mirada clara de
del objetivo de estas es el planteado en el Código de Infancia y Adolescencia, que afirma:
Orientar la acción y los recursos del Estado hacia el logro de condiciones sociales,
económicas, políticas, culturales y ambientales, que hagan posible el desarrollo de
las capacidades y las oportunidades de los niños, las niñas y los adolescentes, como
sujetos en ejercicio responsable de sus derechos (CDIA, 2006, p. 210).
En este sentido se podría decir que las políticas nacen de las necesidades sociales y,
por lo tanto, son producto de los consensos en beneficio de la comunidad. Esto es acorde a
los postulados de Rawls (1997).
En contradicción a estos planteamientos, Villoro (2000) dice que “en nuestra
realidad social no son comunes comportamientos consensuados que tengan por norma
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principios de justicia incluyente de todos los sujetos; se hace patente su ausencia” (p. 104),
lo cual ratifica el autor más abiertamente:
Los Estados nacionales fueron el resultado de la imposición de un pueblo sobre otros
y guardan aún ese carácter (…) Por ello, tanto los lineamientos del nuevo Estado
como los rasgos de la ciudadanía respondieron a la concepción del pueblo
dominante y no siempre nacieron con el consenso de los dominados (p. 135).
Cabría entonces preguntarse si las políticas nacionales son planteadas bajo el
llamado velo de la ignorancia y posición original que plantea Rawls (1997), a lo cual es
pertinente traer la idea de Cortés (2005) cuando afirma que “los nuevos Estados nacionales,
dirigidos políticamente por las élites criollas, adaptaron el modelo del liberalismo europeo,
con el fin de conseguir su entrada en la senda de la modernidad” (p. 162); así, es este un
aspecto fundamental para traer a colación, por cuanto se conoce del auge que tienen las
políticas internacionales en el formulación de las nacionales.
Es pertinente ahora citar al mismo Rawls (1974) en cuanto al velo de la ignorancia
relacionado con el planteamiento de políticas públicas, más en el contexto de Bogotá D.C.
donde se da una multiculturalidad ciudadana y existen marcadas diferencias entre unos y
otros, pues según plantea el mismo autor, “el acuerdo en las convicciones cambia
constantemente y varía entre una sociedad, o parte de ella, y otra” (p. 641), a lo cual habría
que preguntarse para terminar, si las políticas al igual que la democracia se constituyen
como la defensa de las mayorías o de las minorías, lo cual, independiente de donde se mire,
genera exclusión, pues se busca la igualdad social a través de la equidad distributiva
dependiendo la condición social; así, unos siempre van a tener ciertas ventajas sobre otros.
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En cuanto a la exclusión que se da en el contexto nacional y distrital, es importante
definir el tipo de ella al que hacemos referencia; en este sentido Cortés (2005) plantea que
las formas de exclusión específicas de nuestras sociedades son:
1) La exclusión social que resulta de las grandes desigualdades materiales; esta
comprende: la explotación, la marginalización, la pobreza y la violencia. 2) La
exclusión política que es una consecuencia de la exclusión social: las deficiencias
en alimentación, la carencia de salud, la falta de educación, de trabajo, de protección
social, incapacitan a la persona para ser un participante normal de la vida civil y
política; y 3) La exclusión cultural que es resultado del no-reconocimiento de las
diferencias culturales (p. 166).
Para cerrar el capítulo, se muestran algunas críticas frente a los postulados de Rawls
(1997) en relación al tema de los fundamentos políticos, la noción de ciudadanía y la
exclusión producto de las políticas; para ello es necesario recordar un apartado del texto de
Cortés (2005), “Justicia y exclusión”:
Al respecto, refiriéndose a la noción de ciudadanía que excluyó a la mayoría de
población, Jesús Martín-Barbero cita a dos políticos del siglo XIX: José María
Samper y Florentino González. Dice José María Samper en su “Ensayo sobre las
revoluciones políticas”, de 1961: “La política tiene su fisiología, permítasenos la
expresión, como la tiene la humanidad y sus fenómenos, pues ellos obedecen a un
principio de lógica inflexible, lo mismo que los de la naturaleza física (…) La
democracia es el gobierno natural de estas sociedades nuestras en las que cada grupo
social obedece a las leyes de su fisiología y geografía”. Y Florentino González
escribió: “Lo que tenemos es una democracia ilustrada, en la que la inteligencia y la
propiedad dirigen los destinos del pueblo”. Así, pues, concluye Martín-Barbero: “En
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otras palabras, la colombiana se representa a sí misma como una sociedad en la que
la exclusión del pueblo, o sea de las mayorías, se legitima en su carencia de
inteligencia tanto como de propiedad” (p. 118).
Por lo planteado en el cierre del capítulo, no pretendemos afirmar que los
postulados de Rawls estén a favor o en contra de la intención del Estado colombiano de
plantear políticas para la justicia; simplemente cabe resaltar que, dependiendo de la mirada
que se tome, se observan algunos acuerdos entre los planteamientos del autor y las políticas
públicas. Y así mismo, desde otros puntos de vista, se pueden observar algunos vacíos.
Damos fin de esta manera a nuestro capítulo de políticas públicas educativas que
fundamentan la virtud de la justicia, luego de haber abordado el tema desde sus dos
respectivas categorías y diversos temas, en el marco de la interpretación y los hallazgos allí
encontrados.

4. Conclusiones y sugerencias
En este capítulo retomaremos los aspectos más importantes relacionados con los
hallazgos establecidos en el capítulo de interpretación. Del mismo modo, se establecerán
algunos límites y sugerencias de la investigación. Cabe recordar que el objetivo de la
investigación fue comprender los fundamentos de las políticas educativas nacionales y
distritales para la educación básica y media desde la perspectiva de la justicia en el periodo
2006-2012.
Este capítulo se divide en dos momentos. En el primero, a manera de conclusión,
retomamos y profundizamos sobre los hallazgos de la investigación, se establecen
relaciones con los antecedentes literarios, las políticas consultadas y Jhon Rawls en su
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noción de justicia; y en un segundo momento, dedicaremos el espacio a plantear algunas
sugerencias pertinentes para ser abordadas en investigaciones posteriores.
Frente a los hallazgos, debemos mencionar que, de acuerdo a la primera categoría,
accesos y beneficios sociales, encontramos tres temáticas resultantes de los postulados de
las políticas públicas, estas son: 1) acceso a la educación y al mundo laboral, 2) igualdad de
oportunidades, y 3) beneficios económicos y sociales.
Respecto a la segunda categoría, “libertades y compromisos morales”, en
consonancia con las políticas públicas, hallamos cuatro temas: 1) libertad política, 2)
libertad de expresión, asociación, conciencia y pensamiento, 3) derechos humanos
fundamentales, y 4) responsabilidades sociales.
La virtud de la justicia parte de constatar la desigualdad de una sociedad. Señala
Rawls (1993) que son las diferencias sociales y económicas las que crean las condiciones
para que la virtud de la justicia se establezca; así, las políticas públicas operan para que
todas las personas obtengan un mínimo de condiciones para llevar una vida digna.
Son varias las políticas establecidas por el gobierno que buscan crear condiciones
mínimas en los ciudadanos para que puedan generar sus propias oportunidades. Podría
afirmarse así, frente al postulado de Rawls (1997), que el Estado en sus planteamientos de
políticas públicas busca brindar las condiciones mínimas de generación de vida digna.
La justicia en las políticas públicas es un elemento que debe generar igualdad, tratar
las diferencias y establecer beneficios y obligaciones en los ciudadanos, a fin de generar
condiciones de vida digna para todos y formar una sociedad justa.
Ahora bien, luego de analizar el papel de las políticas en el marco de la justicia
colombiana, es momento de adentrarnos en las temáticas que cobijan cada categoría
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planteada. La primera categoría, accesos y beneficios sociales, abordada desde sus tres
temáticas, permite concluir varios aspectos.
El primer tema planteado, acceso a la educación y al mundo laboral, trata de las
condiciones mínimas de existencia, o escasez moderada, según Rawls (1997), que debe
generar el Gobierno para que los capitalinos logren, a partir de la política educativa, sus
ideales de vida digna. Sobre este primer tema debemos afirmar que las políticas públicas
son elementos que brindan ciertos accesos y beneficios en materia de educación y empleo
para todos los miembros de la comunidad. Pero no se debe caer en el asistencialismo, pues
estas políticas deben generar autonomía en todos los ciudadanos, para que por medio de su
esfuerzo, logren sus objetivos profesionales, bien sea asociados a la escolaridad en sus
diferentes modalidades o simplemente al trabajo.
Sobre el acceso a la educación y al mundo laboral, Rawls plantea la importancia de
la asignación de algunos recursos para generar igualdad y a su vez, teniendo en cuenta la
“escasez moderada”, defiende la equidad de oportunidades, enseñanza y cultura a personas
igualmente capacitadas. Así, resalta el enfoque en las actividades económicas y en la libre
elección de ocupación centrada en un mínimo social garantizado por el Estado.
El Estado colombiano (Nacional y Distrital) plasma en sus políticas educativas
ciertas oportunidades para los estudiantes, que van desde el acceso a la educación técnica,
tecnológica y superior, hasta la articulación con el mundo laboral. Éste busca, por medio de
estas oportunidades, evitar el asistencialismo social que involucre invertir sus recursos en la
manutención de las personas que no aprovechen estas oportunidades. Frente al tema, la
SED, en el periodo comprendido para la investigación (2006-2012), marca una diferencia
por la cantidad de políticas que tratan el tema, en comparación a las planteadas por el MEN.
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En razón a ello es de vital importancia la investigación de Turbay (2010), pues es
clave caracterizar la situación de la educación media en el país y formular lineamientos de
política que contribuyan a la inclusión equitativa de los jóvenes y al desarrollo dentro de
oportunidades accesibles a la educación y al mundo laboral.
El segundo tema, igualdad de oportunidades, es entendido desde los planteamientos
políticos del Gobierno Nacional y el Distrital desde dos puntos de vista: igualdad de género
e igualdad frente a la discapacidad.
De acuerdo a los documentos de la política pública educativa, se debe favorecer a
los más desprotegidos, dando prioridad al tema de protección de las mujeres, siempre y
cuando se encuentren en situación de vulnerabilidad. Este tema se presta para un debate
frente a la discriminación positiva hacia las mujeres, ya que las acciones que se encaminan,
en principio, a favor de ellas, podrían partir de una situación inicial ventajosa respecto a los
hombres. Aunque Rawls no trata específicamente el tema de la equidad de género, sí
establece que se deben valorar las diferencias de las personas que habitan en la sociedad,
entre las que están las diferencias de género.
Para el Estado es importante generar herramientas que permitan identificar y
corregir las desigualdades en materia de género, además de evitar la discriminación, bajo el
precepto de reconocer, respetar y valorar las diferencias existentes.
El segundo punto de vista de la igualdad de oportunidades es frente a la
discapacidad, concepto que cambió al de “inclusión social” y surgió en la década de 1990
con la intención de sustituir también al de “integración social”. La política colombiana, a
través de sus diferentes leyes y en especial de la Ley estatutaria 1618 de 2013, trata la
inclusión social de personas con discapacidad y busca que todas las personas tengan las
mismas oportunidades, sin ninguna limitación o restricción.
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Para Rawls tampoco fue trascendental tratar el tema de la discapacidad; por esta
razón el tema no es explícito en sus postulados, aunque no por esto debamos decir que el
autor no lo pensó, pues cuando trata el principio de diferencia abarca un amplio espectro,
dentro del cual podría encontrarse el de la igualdad de oportunidades frente a la
discapacidad.
Bien podría aplicar en la igualdad de género y la discapacidad el segundo principio
de Rawls (1993), principio de diferencia, que establece que “las desigualdades sociales y
económicas habrán de ser conformadas de modo tal que a la vez que: a) se espere
razonablemente que sean ventajosas para todos, b) se vinculen a empleos y cargos
asequibles para todos” (p. 82).
En nuestro contexto, las políticas públicas recientes buscan generar una igualdad de
oportunidades frente a la condición de género y de discapacidad; de género, por cuanto se
pretende identificar y corregir las desigualdades y evitar la discriminación, bajo el precepto
de reconocer, respetar y valorar las diferencias existentes; y de discapacidad, por cuanto se
plantea generar condiciones de equidad en relación a la igualdad de oportunidades de todos
los miembros de la comunidad, independiente de su condición.
Frente al tema, hay que resaltar que son otros organismos gubernamentales, no
dedicados al tema escolar, los que plantean políticas en función de tratar estas
desigualdades sociales y que, por eso mismo, existe una falencia en este sentido por parte
del MEN y la SED. Aunque también hay que mencionar que las políticas que son
planteadas por los otros organismos, en teoría, deberían permear el campo educativo.
Este hallazgo tiene relación con la investigación de Velandia (2010), que se enfocó
en analizar las desigualdades sociales de la educación pública en los niveles de preescolar,
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básica y media, en el sentido de sugerir que las instituciones educativas deben estar
encaminadas a generar mecanismos que compensen la fuerte inequidad social.
Por su parte, el tercer tema tratado por las políticas públicas en aras de formar desde
la virtud de la justicia es el referente a los beneficios económicos y sociales, a los que deben
tener derecho los ciudadanos en formación. Acá también podría aplicarse el principio de
diferencia establecido por Rawls, quien prescribe que las políticas sociales y económicas
tienen como horizonte principal la maximización de las expectativas de los menos
favorecidos a largo plazo, para así mantener la equidad de oportunidades y la libertad para
todos.
Podríamos decir, a simple vista, que el autor piensa en todos los miembros de la
comunidad, pero señalamos nuevamente que, en ciertas circunstancias, la inclusión de los
desaventajados podría implicar una exclusión para los demás, pues en la medida de
insatisfacción de algunos ciudadanos se perdería la cooperación en la consolidación de la
sociedad justa. Un argumento de esta exclusión podría estar en el planteamiento de Cortés
que afirma que, aunque la noción de justicia de Rawls abarca un campo más extenso que el
defendido por el neoliberalismo y establece un mecanismo para equilibrar desigualdades
materiales extremas, esto puede llegar restringir las libertades básicas, es decir, su teoría
permite en términos de restricción de derechos la exclusión de algunos con múltiples
ventajas económicas y sociales.
Desde este punto de vista, las políticas públicas que se plantean en función de los
menos favorecidos a partir de la noción de justicia de Rawls son cuestionables. Esto
porque, afirma Cortés, al buscar el beneficio de los menos favorecidos se eximen otras
personas, se excluyen sus libertades básicas encaminadas a su integralidad y se vulnera su
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derecho a la igualdad, pero aquí la discriminación positiva da sentido a lo que se refiere a la
igualación.
Aunque no existe una diferencia marcada entre en MEN y la SED frente al
enunciado de políticas en pro de favorecer a los menos aventajados, sí se marca tendencia
numérica a favor de las políticas distritales, sobre todo en cuanto a la formulación o
planteamientos relacionados con los accesos y beneficios sociales.
Sobre estas políticas públicas, es pertinente retomar la investigación de Chávez
(2009); esta define la necesidad de lograr la articulación entre los niveles de educación
media y superior con el mundo laboral y productivo; de ello se establece que las políticas
articulan las diferencias que se presentan en su desarrollo, es decir, de ella se analiza su
relación con la concepción de virtud desde la justicia social.
Ahora bien, luego de haber concluido las temáticas que cobijan la categoría de
accesos y beneficios sociales, nos centraremos sobre las cuatro temáticas correspondientes
a la siguiente categoría, la de libertades y compromisos morales.
La primera temática de esta segunda categoría es la participación ciudadana,
asociada al campo político. Frente a lo cual ya se conoce que Colombia, en la Constitución
Política de 1991, se constituye como un Estado social de derecho y por lo tanto a sus
habitantes se les da la posibilidad de elegir y ser elegidos bajo ciertas condiciones mínimas.
Frente a este tema debemos decir que en los documentos de la política pública se
habla de participación ciudadana y no propiamente de democracia, ya que el Estado, a
través de sus planteamientos políticos, llama a la participación masiva en diversas
instancias, pues, a su parecer los niveles de atención de los ciudadanos a los temas
democráticos son insatisfactorios.
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Por lo descrito anteriormente, según los documentos de la política pública
nacionales y distritales, existe la preocupación por consolidar a Colombia como un Estado
democrático, en el cual todas las personas deben ser formadas para ejercer la democracia.
Si tratamos desde la práctica el campo de la libertad política de los ciudadanos,
según plantea Rawls (1997), es necesario, además de tener al alcance la democracia,
participar de sus diferentes instancias. Este tema es tratado desde hace ya bastante tiempo
en nuestro contexto, y son bastantes las políticas nacionales y distritales que se preocupan
por desarrollar el tema. Aunque también hay que mencionar que son escasos los
documentos oficiales que están dirigidos directamente a las escuelas en el periodo de la
investigación (2006-2012).
En razón de las libertades ciudadanas, es clave traer a colación la investigación de
Guillén (2010), quien trata específicamente este aspecto en relación con el papel de los
burócratas y la implementación de políticas públicas; según este, es necesario realizar una
mirada sobre la condición inicial de la sociedad para generar cambios a través de las
políticas, frente a este planteamiento debemos decir que las libertades tienen importancia en
nuestra sociedad, pues se generan políticas públicas que buscan garantizar los derechos de
los ciudadanos, y además, las políticas propenden por integrarlas a partir de la diversidad y
el respeto por los demás.
Sobre el tema, Rawls (1997) establece una posición firme en defensa de las
libertades de todos: “las libertades de unos no se restringen simplemente para hacer posible
una mayor libertad para otros” (p. 209). Queda acá un espacio abierto para indagar sobre
los alcances de las políticas públicas, y mirar si éstas, en su fundamento y su práctica,
defienden los intereses individuales o colectivos.

89
LA VIRTUD DE LA JUSTICIA EN LAS POLÍTICAS EDUCATIVAS

Frente al campo de las libertades fundamentales se evidencia la preocupación
permanente del Gobierno Nacional desde sus diferentes organismos por promover, reforzar
y restablecer estas libertades, no tanto así del Gobierno Distrital.
La siguiente temática que aborda la formación de la virtud de la justicia en las
políticas públicas es la referida a los Derechos Humanos fundamentales. Bien cabe recordar
que estos, en su concepción internacional, fueron firmados inicialmente por 49 naciones en
las cuales está Colombia que hacen parte de la Organización de las Naciones Unidas
(ONU) desde 1945. Además, la Declaración Universal de Derechos del Hombre (DUDH)
oficialmente se firmó en 1948, tras la Segunda Guerra Mundial, bajo el ideal de que los
Derechos Humanos son un conjunto de normas y principios garantes de la dignidad de las
personas frente a los poderes públicos. Así, estos deben estar presentes para consolidar una
sociedad justa y, al ser derechos exigibles en su aplicación, dan un mayor sentido a sus
acciones.
Respecto a los Derechos Humanos, y en relación con la consolidación social justa,
Rawls (1997) afirma que el cumplimiento es condición necesaria para la decencia de las
instituciones políticas y del orden jurídico de una sociedad. Se podría afirmar que los
llamados Derechos fundamentales que defiende el autor pueden no ser enmarcados en el
campo de la justicia, por cuanto son establecidos desde el Estado para su estricto
cumplimiento. Esto llevaría a una pregunta, que es si los derechos humanos planteados o
adoptados por el Gobierno Nacional, con el fin de ser promovidos, garantizados, restituidos
y ejercidos efectivamente, son producto de exigencias sociales o nacen de la libertad de los
ciudadanos (Schimitt, citado por Cortés, 2005. Pág. 168) en la medida en que son una
concepción parten de ambos.
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En cuanto a los enunciados políticos nacionales y distritales ratificamos que en el
país, y específicamente para los colegios distritales, existen políticas públicas para el
restablecimiento y la protección de estos derechos en todos los estudiantes. También se
trabaja en la formación para su respeto de manera que con su reconocimiento, aceptación y
del otro, se construya una sociedad más justa.
Existe frente al planteamiento de políticas públicas por parte del MEN y la SED una
permanente preocupación sobre el tema de los derechos fundamentales, pues se legisla
constantemente sobre su papel en la conformación de una comunidad más justa. De ahí
podemos ver que son bastantes los documentos que tratan el tema en el período acotado.
La última temática inmersa en las políticas públicas en relación con la virtud de la
justicia es la de responsabilidades sociales. Esta trata del compromiso que debe haber no
solo por parte del Estado sino de la responsabilidad de los ciudadanos en la construcción de
una sociedad más justa.
Para el Estado colombiano la cooperación, solidaridad y reciprocidad son elementos
de responsabilidad social por parte de los ciudadanos; las denota como actitudes y
actuaciones individuales y grupales que permiten la convivencia en una comunidad. En
relación con los postulados de la política pública, cabe la aplicación del principio de
cooperación de Rawls (1997), quien afirma que “la justicia social es el principio de
prudencia racional aplicado a una concepción colectiva del bienestar del grupo” (p. 35).
Son varias las políticas públicas que tratan el tema y es claro que para el Gobierno
es importante; sin embargo, cabe la duda sobre la implementación de estas políticas en el
sentido de formar una ciudadanía crítica, que piense en el bienestar común al momento de
ejercer sus acciones individuales. Este tema se ha trabajado y permite, según lo que aparece
en los documentos oficiales, que desde los planteles educativos se formen individuos que se
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hagan partícipes de una sociedad en la que no basta con ser “bueno” y “justo” en la
individualidad, sino que debe haber corresponsabilidad, pues es allí donde se hace un
colectivo social justo.
Aunque no son muchas las políticas que tratan el tema de las responsabilidades
sociales, se observa un continuo desarrollo de éstas por parte de la SED a diferencia del
MEN que, de 2006 a 2012, no arrojó pronunciamientos sobre el tema.
Para cerrar nuestras conclusiones frente a los hallazgos, debemos afirmar, que son
más las políticas públicas emitidas por organismos diferentes al MEN y la SED como los
Ministerios de la Protección social, Interior y de Justicia, las que tocan directa y
explícitamente la educación en búsqueda de la formación de la virtud de la justica. En este
sentido también es necesario afirmar que dentro de las referidas específicamente al tema
educativo, son más las políticas distritales emitidas que las nacionales. En consecuencia, las
instituciones educativas del distrito son las más cobijadas por las políticas fundamentadas
en la justicia, ya que sobre ellas recaen tanto los planteamientos nacionales como los
propios. En cuanto a las épocas de auge de normativas de políticas educativas para la
justicia, es claro que el año 2006 fue el que tuvo mayor relevancia en este sentido, tanto a
nivel del nacional como distrital.
Luego de finalizar esta parte de conclusiones generales, nos centraremos en sugerir
algunos aspectos que pueden ser tratados posteriormente por otros estudios, partiendo de
los aportes de este trabajo; estos son:
1. Desde la línea investigativa: “Educación para la formación ciudadana y para la
formación de valores” de la Universidad de La Salle, se debe continuar en el
desarrollo de macroproyectos investigativos relacionados con las políticas
educativas que vayan centradas a la educación de virtudes sociales para la
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educación en sus diferentes niveles, ya que el ámbito educativo tiene desafíos, y
requiere responder a demandas y necesidades sociales para adoptar nuevos modos
de hacer y vivir en comunidad.
2. Para tener una mirada más extensa de las políticas que fundamentan la
consolidación de una sociedad justa, es pertinente que otras investigaciones amplíen
el periodo de tiempo establecido por ésta.
3. Sobre la investigación de los planteamientos de política pública que aporta ésta
investigación, se podrían confrontar estos postulados con su debida implementación
y puesta en práctica en el campo educativo. Esto desde perspectivas encaminadas a
la concientización de la importancia de las políticas públicas en la formación
integral de los sujetos en formación.
4. Como se acotó en esta investigación, una de las grandes preocupaciones del Estado
es la participación ciudadana en los asuntos políticos. Sería interesante entrar en
detalles para conocer las causas que evidencian la indiferencia de la población en su
ejercicio democrático y, en este sentido, develar las consecuencias para el progreso
de la Nación. De esta forma se podrían contrarrestar los efectos negativos y tomar
acciones desde las instituciones gubernamentales para la formación de ciudadanos
partícipes en la construcción de un mejor país.
5. Es importante, para próximas investigaciones, a la luz de los resultados de ésta,
poder profundizar en la relación de los planteamientos políticos, específicamente
sobre el tema de la inclusión, con la búsqueda de una sociedad con igualdad de
oportunidades.
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Anexos
Anexo 1. Ejemplo de vaciado de información en Ficha de compilación.
LA VIRTUD DE LA JUSTICIA EN LAS POLÍTICAS EDUCATIVAS NACIONALES Y
DISTRITALES PARA LA EDUCACIÓN BÁSICA Y MEDIA
FICHA ANALÍTICA DE DOCUMENTOS
PRIMER OBJETIVO ESPECIFICO
2. ORIGEN INSTITUCIONAL
1. INFORMACIÓN INVESTIGACION
Ministerio de Educación Nacional
Documento en matriz de análisis N°
Secretaria de Educación Distrital
2
X
Otra. Cuál:
Consejo de Bogotá D.C.
Convención:
Fecha expedición: 26 de septiembre de 2006
AC.242/06
3. DOCUMENTO
Ley
4. PALABRAS CLAVE
Decreto
Resolución
Justicia
Cooperación
Circular
Libertad
Solidaridad
Directiva ministerial
Equidad
Oportunidades
X
Acuerdo
Igualdad
Derechos Humanos
Otro
X
Democracia
Principios
Cuál: Acuerdo 242 de 2006
5. DIRIGIDO A:
Instituciones educativas públicas y privadas en los niveles preescolar, básica y media, formal,
no formal e informal.
6. ESTADO ACTUAL
X

Vigente
Eliminado. Motivo:

Reformado. Por cuál:

7. OBJETO O FINALIDAD
"Por medio del cual se implementa en el Distrito Capital mecanismos para la formación en participación ciudadana, en las
instituciones educativas públicas y privadas en los niveles preescolar, básica y media, formal, no formal e informal"
8. DIRIGENTES DE LA ÉPOCA
Presidente de la Republica de Colombia
Alcalde de Bogotá D.C.
Álvaro Uribe Vélez
Luís Eduardo Garzón
Ministro/a de Educación Nacional
Secretario/a de Educación Distrital
Cecilia María Vélez White
Abel Rodríguez Céspedes
Funcionario que avala: Luís Eduardo Garzón
Cargo: Alcalde de Bogotá D.C.
10. UBICACIÓN: http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=21777
Elaborado por:
Jaqueline Clavijo. Jeisson Medina. Mauricio Micán
Tutor proyecto: Diego H. Arias Gómez

Anexo 2. Fragmentos de políticas públicas en matriz de análisis
Nº
1

CONVENCI
ÒN

FRAGMENTOS DE POLITICA PÚBLICA UTILIZADA

PSDB/08

Artículo 2. Principios
3. Equidad. El accionar de la administración contemplará las diferencias en el acceso y disfrute de las
oportunidades y por tanto procurará dar a cada quien lo que necesita, priorizando la población más
vulnerable (p. 9).
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2

PSDB/08

3

CD.IA

4

CD.IA

5

D.150/06

6

PSDB/08

7

PSEB/08

8

PND/10

9

L.1145/07

10

PND/06

11

PND/06

12

D.617/07

13

PSEB/08

Artículo 3. Políticas
1. Perspectiva de derechos. La acción pública se orientará a la promoción, reconocimiento, garantía y
restitución de los derechos de las personas, comunidades y grupos poblacionales. Los derechos de las niñas y
los niños prevalecerán sobre los derechos de los demás (p. 10).
Artículo 214. Participación de la sociedad. En desarrollo del principio de corresponsabilidad, las
organizaciones sociales especializadas, como las veedurías ciudadanas, o cualquier otra forma de
organización de la ciudadanía, participarán en el seguimiento y vigilancia de las políticas públicas y de las
acciones y decisiones de las autoridades competente (p. 95).
Artículo 203. Principios rectores de las políticas públicas. Las políticas públicas de infancia, adolescencia y
familia como políticas de Estado se regirán como mínimo por los siguientes principios:
1. El interés superior del niño, niña o adolescente.
2. La prevalencia de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes.
3. La protección integral.
4. La equidad.
5. La integralidad y articulación de las políticas.
6. La solidaridad.
7. La participación social.
8. La prioridad de las políticas públicas sobre niñez y adolescencia.
9. La complementariedad.
10. La prioridad en la inversión social dirigida a la niñez y la adolescencia.
11. La financiación, gestión y eficiencia del gasto y la inversión pública.
12. La perspectiva de género (p. 91).
EL CONGRESO NACIONAL,
CONSIDERANDO: Que es función esencial del Estado alcanzar la plena vigencia de las garantías y
derechos individuales y sociales que determina la Constitución y que toda persona tiene derecho al trabajo, a
escoger libremente su ocupación y a renunciar a ella, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a
la protección contra el desempleo (p. 1).
Artículo 2. Principios
5. Participación. La administración distrital reconocerá y promoverá el valor de la intervención ciudadana en
los asuntos públicos, la legitimidad de los diversos intereses y su aporte a la construcción del capital social
(p. 10).
2. Principios de la Política Educativa
La educación, un derecho fundamental
Para la Secretaría de Educación de Bogotá, la educación es un derecho fundamental de los niños, las niñas,
los adolescentes y los jóvenes, reconocido constitucionalmente y promulgado por los organismos y pactos
internacionales suscritos por el país. El derecho a la educación, en la perspectiva de los derechos humanos,
comprende el reconocimiento, restitución, respeto y garantía de los derechos humanos, la formación en ellos
y su práctica social desde el colegio (p. 66).
El propósito fundamental de los próximos cuatro años será mejorar la calidad de la educación, considerada el
instrumento más poderoso para reducir la pobreza y el camino más efectivo para alcanzar la prosperidad. El
ciudadano que el país necesita debe estar en capacidad de contribuir a los procesos de desarrollo cultural,
económico, político y social y a la sostenibilidad ambiental; en el ejercicio de una ciudadanía activa,
reflexiva, crítica y participativa, que conviva pacíficamente y en unidad, como parte de una nación próspera,
democrática e incluyente ( p. 107 ).
Artículo 4: El Gobierno Nacional buscará los mecanismos necesarios para garantizar el goce de los derechos
en igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad (p. 3).
En términos de política social, el objetivo es la justicia distributiva y la reducción de la pobreza; sus
principios universales son:
• La focalización: para los programas redistributivos deben ser focalizados tanto como sea posible en los
beneficiarios deseados; y
• La compatibilidad de incentivos: para los programas redistributivos deben minimizar las distorsiones en los
incentivos (p. 29).
El diseño de políticas relacionadas con el sector justicia se basa en una visión orientada a poner a disposición
de la población un servicio más cercano al ciudadano, que brinde igualdad en el acceso y en el tratamiento
para resolver oportuna, confiable y pacíficamente las diferencias, hacer efectivos derechos y obligaciones y
que, a su vez, sea garante de la seguridad jurídica (p. 387 ).
Los principios de la PPDEA, son entendidos como fundamentos orientadores de “… acciones solidarias
donde prevalezca el respeto por la dignidad humana y la vida, tanto presente como venidera…”18, donde el
sujeto autorreflexione en y sobre su acto cotidiano en relación con el ambiente y su contexto histórico y
cultural; tales principios son: Justicia y equidad: Garantía (p.33).
Fortalecimiento de la educación pública con programas y proyectos encaminados a garantizar la
disponibilidad, el acceso, la permanencia y la calidad en condiciones de igualdad, equidad e inclusión, sin
ningún tipo de discriminación (p. 20).
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14

PSDB/08

15

AC.252/06

16

D.482/06

17

L.1014/06

18

PND/06

19

PND/06

20

PND/06

21

PND/06

22

PNDE.06

23

PNDE.06

Artículo 2. Principios
3. Equidad. El accionar de la administración contemplará las diferencias en el acceso y disfrute de las
oportunidades y por tanto procurará dar a cada quien lo que necesita, priorizando la población más
vulnerable (p. 2).
TEMA: ACCESO A LA EDUCACIÓN Y AL MUNDO LABORAL
ARTICULO 5°. DE LAS INSTITUCIONES EDUCATIVAS DEL DISTRITO, DE ENSEÑANZA BASICA
Y MEDIA. Las entidades educativas del Distrito de enseñanza básica y media, en desarrollo y ejecución del
presente Acuerdo efectuarán las siguientes acciones: a. Las instituciones educativas referidas en el literal
anterior, en los grados de enseñanza media, deberán promover alternativas que permitan la articulación y
acercamiento de sus educandos, con el mundo empresarial y productivo, mediante esquemas de pasantías,
aprendices, prácticas empresariales y voluntarismo, con miras a formar actitud favorable al emprendimiento,
innovación, creatividad y para generar y crear empresas. b. Deberán promover un Sistema de Información y
Orientación profesional, ocupacional, empresarial, redes de negocios, el cual deberá insertarse y actualizarse
en las correspondientes páginas Web de las instituciones, para consulta permanente por parte de los
estudiantes (p. 5 ).
ARTÍCULO 16°. SOBRE EL DERECHO AL TRABAJO. El derecho al trabajo hace parte de los Derechos
Económicos Sociales y Culturales y permite garantizar las condiciones equitativas, satisfactorias, dignas y
justas de trabajo, así como la libre elección o aceptación del mismo ( p. 17)
g. Propender por el desarrollo productivo de las micro y pequeñas empresas innovadoras, generando para
ellas condiciones de competencia en igualdad de oportunidades, expandiendo la base productiva y su
capacidad emprendedora, para así liberar las potencialidades creativas de generar trabajo de mejor calidad,
de aportar al sostenimiento de las fuentes productivas y a un desarrollo territorial más equilibrado y
autónomo ( p. 2 ).
3.3.4 Sistema de formación de capital humano. Educación, equidad y capital social. Muchos autores le
otorgan a la educación el gran reto de dar a los individuos la posibilidad de favorecerse del desarrollo.
Igualmente, la educación es un instrumento para lograr la inclusión social por características diferentes a las
que tienen que ver con su nivel socioeconómico, tales como el género, la etnia y las discapacidades. Incluso,
tiene el gran reto de proteger a las personas de la brecha digital, factor fundamental en el nuevo proceso de
exclusión laboral. En este sentido, a la educación se le otorga una función preventiva y otra remedial.
Preventiva, pues a través de garantizar el acceso, la calidad, una dotación suficiente de recursos educativos y
la adquisición de un conjunto de competencias básicas facilita el acceso al mercado laboral. Remedial,
porque puede ofrecer medidas de carácter compensatorio que permiten igualar las oportunidades a través de
esfuerzos especiales con recursos pedagógicos adicionales, como los observados en la educación para
adultos, los programas de alfabetización y la formación para la población desempleada (p. 150)
3.3.4 Sistema de formación de capital humano. Metas y acciones. Ampliación de la cobertura en educación
inicial. La educación inicial se convertirá en una herramienta fundamental para lograr mayor equidad y un
mejor desarrollo académico, afectivo y emocional de los niños, y para disminuir la deserción y la repetición
escolar en los primeros años de la educación básica. A la educación inicial se le reconoce un papel
fundamental en el desarrollo psicosocial de los niños, puesto que les otorga las pautas para la convivencia y
la integración grupal y comunitaria (p. 155).
En este sentido, a la educación se le otorga una función preventiva y otra remedial. Preventiva, pues a través
de garantizar el acceso, la calidad, una dotación suficiente de recursos educativos y la adquisición de un
conjunto de competencias básicas facilita el acceso al mercado laboral. Remedial, porque puede ofrecer
medidas de carácter compensatorio que permiten igualar las oportunidades a través de esfuerzos especiales
con recursos pedagógicos adicionales, como los observados en la educación para adultos, los programas de
alfabetización y la formación para la población desempleada (p. 150).
Metas y acciones requeridas. Dado lo anterior, la propuesta para el cuatrienio 2006-2010 tendrá como
fundamento un sistema de formación de capital humano integral a partir del fortalecimiento y la articulación
de todos los niveles, desde la educación inicial hasta la educación superior y con la formación para el trabajo.
Dentro de esta articulación se incluirá el desarrollo, adquisición y fortalecimiento de competencias básicas,
ciudadanas, generales, laborales específicas e investigativas. Con el desarrollo de las competencias
ciudadanas en todos los niveles educativos, se busca promover la formación integral de los educandos en
valores, principios, derechos y deberes. Además, en las instituciones educativas tanto de carácter público
como privado, el estudio, la comprensión y la práctica de la Constitución, de la instrucción cívica así como la
educación para la justicia, la paz, la democracia, la solidaridad, la confraternidad, y en general la formación
en valores humanos, son considerados de enseñanza obligatoria (p. 300).
MACRO METAS Y METAS 1. Sistema educativo. Garantizar el 100% de acceso a la educación inicial,
básica y media y por lo menos el 50% en educación superior y el 20% de la educación posgradual, en
términos de equidad, pertinencia, permanencia y calidad (p. 89).
PROPÓSITOS 1. El Estado debe garantizar el pleno cumplimiento del derecho a la educación en condiciones
de equidad para toda la población y la permanencia en el sistema educativo desde la educación inicial hasta
su articulación con la educación superior (p. 13).
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c. Podrán efectuar Acuerdos, convenios, acciones concertadas con entidades públicas y privadas del sector
educativo, con el Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior-ICFES, Servicio Nacional
de Aprendizaje - SENA, Instituto Colombiano para el Desarrollo de la Ciencia y la Tecnología COLCIENCIAS, Programa Nacional Colombia Joven de la Presidencia de la República, con el Ministerio de
Comercio, Industria y Turismo, con entidades universitarias y sus facultades de ciencias económicas,
gremios económicos e industriales, Cámaras de Comercio y Bolsas de Valores del País, con miras a
desarrollar observatorios, talleres, concursos, participación en micro y macro ruedas de negocios e inversión,
ferias de negocios e investigaciones empresariales relacionadas con la cultura que se establece en este
Acuerdo ( p. 5 ).
La equidad, medio para evitar la segmentación social
El principio de equidad comprende tanto la oferta de opciones educativas y profesionales de calidad
apropiadas a las condiciones particulares de los estudiantes, con independencia de su origen social,
económico o cultural, como el establecimiento de acciones solidarias para atenuar los efectos de la pobreza.
Se trata de la equidad para distribuir con justicia los bienes de modo que al llegar en mayor proporción a los
más pobres, contribuyan a la universalización de la cobertura con calidad (p. 67).
Artículo 8. Programas. 5. Educación de calidad y pertinencia para vivir mejor. Garantizar a las niñas, niños y
jóvenes que habitan el Distrito Capital, el derecho a una educación que responda a las expectativas
individuales y colectivas, y a los desafíos de una Bogotá global. 6. Acceso y permanencia a la educación para
todas y todos. Generar las condiciones para que las niñas, niños y jóvenes accedan y permanezcan en todos
los ciclos educativos. 7. Capacidad institucional para atender a niñas, niños y jóvenes en la educación oficial
de Bogotá. Generar condiciones que permitan garantizar la oferta educativa suficiente y adecuada para
atender las necesidades de la población escolar (p. 13).
Programas y proyectos. Articulación de la educación media con la educación superior y el mundo del trabajo
(p. 104).
a. Reorganización de la enseñanza por ciclos. La reorganización escolar por ciclos educativos que se
propone desarrollar la Secretaría de Educación de Bogotá tiene como propósito responder a las exigencias de
una educación contemporánea, en condiciones de equidad, calidad y pertinencia (p. 73).
La equidad, medio para evitar la segmentación social. El principio de equidad comprende tanto la oferta de
opciones educativas y profesionales de calidad apropiadas a las condiciones particulares de los estudiantes,
con independencia de su origen social, económico o cultural, como el establecimiento de acciones solidarias
para atenuar los efectos de la pobreza. Se trata de la equidad para distribuir con justicia los bienes de modo
que al llegar en mayor proporción a los más pobres, contribuyan a la universalización de la cobertura con
calidad (p. 67).
2. Acceso y permanencia para todos y todas. Bogotá asume integralmente estas responsabilidades, realizará
programas y proyectos para que la educación de calidad sea un derecho pleno de su población asociado con
el derecho a la calidad de vida; en tal sentido, el Plan Sectorial de Educación consolida y amplía las políticas
de gratuidad, de solidaridad social con la población pobre, de universalización de la cobertura y de expansión
de la escolaridad para buscar que todos los niños, niñas, adolescentes y jóvenes disfruten de un servicio
educativo que les asegure el ingreso en las edades correspondientes al colegio, les permita un tránsito
adecuado por los distintos grados y niveles, les conduzca a terminar la Educación Media y a vincularse con
éxito a la Educación Superior. Para ello, se desarrollarán los siguientes proyectos (p. 87).
El reconocimiento de los niños, niñas, adolescentes y jóvenes como sujetos de la política educativa. El
estudiante es reconocido como el sujeto de la educación de calidad y, por ende, hacia él se dirigen todos los
recursos que intervienen en los procesos formativos. La primera obligación de la educación es el
conocimiento del estudiante, desde el ingreso al sistema escolar, para identificar el capital cultural que porta,
hasta su salida; para lograr la comprensión permanente de su desarrollo y el avance o déficit en la
adquisición de competencias y herramientas para la vida personal, social y productiva. Así, el aprendizaje
será un verdadero factor de igualdad y una herramienta para el desarrollo de las competencias afectivas,
emocionales, cognitivas, sociales, físicas, lingüísticas, comunicativas y creativas que constituyen el
fundamento de los objetivos del presente Plan Sectorial (p. 66).
Artículo 9. Construcción de saberes. Educación incluyente, diversa y de calidad para disfrutar y aprender. 3.
Educación media fortalecida y mayor acceso a la educación superior. Aprovechar los grados 10 y 11, y
avanzar en la implementación del grado 12 voluntario de modo que la educación media constituya un ciclo
inicial de la educación superior para jóvenes, mediante la creación de énfasis en ciencias, humanidades y
formación étnica (para llegar a un título de técnico profesional o tecnólogo, o a semestres universitarios
validados desde el colegio) (p. 15).
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Artículo 7. Garantía del desarrollo integral de la primera infancia. Los proyectos prioritarios de este
programa son: 4. Educación inicial diferencial, inclusiva y de calidad para disfrutar y aprender desde la
primera infancia. Acciones pedagógicas, seguimiento al desarrollo y estructuración de orientaciones que
privilegien oportunidades para el desarrollo de las capacidades de los niños y las niñas, de acuerdo con sus
condiciones y características particulares; a través de su vinculación en las diferentes modalidades de
atención integral que contempla como pilares de la educación inicial el arte, la literatura, la exploración del
medio y el juego y la formación de públicos activos y críticos en arte cultura y patrimonio. Los niños y las
niñas accederán con equidad a servicios de calidad, que se enmarquen en lineamientos y estándares que
promuevan igualdad de oportunidades para el desarrollo infantil. Se implementará la educación inicial (pre
escolar) pública de tres grados (p. 13).
Artículo 2. Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto: a. Promover el espíritu emprendedor en todos
los estamentos educativos del país, en el cual se propenda y trabaje conjuntamente sobre los principios y
valores que establece la Constitución y los establecidos en la presente Ley (p. 2).
Artículo 9. Construcción de saberes. Educación incluyente, diversa y de calidad para disfrutar y aprender.
Los proyectos prioritarios del programa son:
1. Garantía del derecho con calidad, gratuidad y permanencia. Mantener el esfuerzo de garantía del derecho a
la educación de calidad para toda la población en edad escolar, con acceso gratuito y aumento de la
participación de la matrícula oficial en la cobertura total de la ciudad, con enfoque diferencial para una
escuela libre de discriminación. Se incidirá sobre los factores que definen la calidad de los aprendizajes y una
formación integral, como son: maestros suficientes y con condiciones adecuadas, una pedagogía pertinente,
infraestructura, dotaciones, alimentación y transporte suficientes, una acción interinstitucional y un clima
escolar y relaciones de poder que prevengan y protejan y formen ciudadanos críticos, autónomos y pacíficos.
Así, se retendrán los estudiantes y se obtendrá educación de calidad que integre las distintas modalidades,
fortaleciendo el carácter público de la educación (p. 19).
Artículo 1: Formación para el emprendimiento. La formación para el emprendimiento busca el desarrollo de
la cultura del emprendimiento con acciones que buscan entre otros la formación en competencias básicas,
competencias laborales, competencias ciudadanas y competencias empresariales dentro del sistema educativo
formal y no formal y su articulación con el sector productivo (p. 1).
Capítulo 4. Este capítulo desarrolla uno de los principales objetivos del Plan: lograr tasas de crecimiento
altas que puedan ser mantenidas en el tiempo. Sin embargo, propone superar la tradicional disyuntiva entre
crecimiento y bienestar y consecuentemente, persistir en una visión de crecimiento como herramienta
fundamental para promover la equidad. Por tanto, el tipo de crecimiento con el cual el Gobierno Nacional
está comprometido, es aquel en el que se crean las condiciones para que todos los colombianos, y
particularmente los más pobres y vulnerables, tengan acceso a empleos de calidad, que les permitan generar
ingresos sostenibles. En otras palabras, se requiere potenciar y desarrollar las capacidades productivas de los
más pobres, para que superen su condición y puedan insertarse efectivamente en el círculo virtuoso de
fortalecimiento del capital humano, crecimiento de la economía, generación de empleo formal, incremento
del ingreso salarial de los colombianos y del recaudo tributario, mayor inversión social y mejor distribución
de la riqueza entre todos los colombianos (p. 229).
Transformaciones pedagógicas para la calidad de la educación. En sociedades con profundas e históricas
inequidades sociales, la calidad educativa constituye una condición para mejorar las oportunidades, para
lograr una inserción plena en la vida social y productiva, a la vez que contribuye de manera indiscutible al
desarrollo de la sociedad en su conjunto. Hay que señalar que el aporte de la educación de calidad para el
logro de la equidad social no sólo se refiere a la superación de condiciones de pobreza y a la ruptura de sus
círculos de reproducción, también contribuye a la superación de las diferentes formas de exclusión dadas por
la condición de género, étnica, discapacidad u otra situación particular (p. 72).
TEMA: IGUALDAD DE OPORTUNIDADES
Artículo 1: El OAG tiene por objeto identificar y seleccionar un sistema de indicadores de género, categorías
de análisis y mecanismos de seguimiento para hacer reflexiones críticas sobre las políticas, los planes, los
programas, las normas, la jurisprudencia para el mejoramiento de la situación de las mujeres y de la equidad
de género en Colombia ( p. 1).
La estrategia de equidad consiste en lograr que los colombianos tengan igualdad de oportunidades en el
acceso y la calidad de un conjunto básico de servicios sociales que, en el futuro, permitan que todos alcancen
ingresos suficientes para llevar una vida digna (p. 107).
3. REDUCCION DE LA POBREZA Y PROMOCION DEL EMPLEO Y LA EQUIDAD. La estrategia de
equidad y reducción de la pobreza, consistirá en lograr que los colombianos tengan igualdad de
oportunidades en el acceso y la calidad de un conjunto básico de servicios sociales que, en el futuro,
permitan que todos generen ingresos suficientes para llevar una vida digna (p. 107).
ARTÍCULO 3°. PRINCIPIOS. Además de lo referido en el artículo 4 del Acuerdo 159 de 2005, los
siguientes son los principios orientadores de la Política Pública de Juventud para Bogotá D.C. 2006-2016. b.
Equidad de Mujer y Géneros. La Política Pública de Juventud para Bogotá D.C. 2006-2016 orienta sus
acciones de manera transversal hacia la igualdad de oportunidades y la protección del cuerpo de mujeres y
hombres jóvenes, como el primer escenario para el ejercicio de sus derechos. Así mismo, busca promover
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transformaciones culturales mediante el uso de un lenguaje incluyente, que reconozca, valore y respete las
diferencias presentes en la población juvenil (p. 4).
Reconozco que los derechos se basan en la igualdad de los seres humanos, aunque cada uno sea, se exprese
y viva de manera diferente (p. 175).
ARTÍCULO 6o. COOPERACIÓN INTERNACIONAL. El Gobierno Nacional a través del Ministerio de
Relaciones Exteriores, el Departamento Nacional de Planeación, y la Agencia Colombiana de Cooperación
Internacional a través de la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, adelantarán gestiones para
obtener el apoyo técnico y financiero de las agencias de cooperación internacional para la implementación y
ejecución del OAG (p. 3).
Créase con carácter permanente el Observatorio de Asuntos de Género, OAG, el cual estará a cargo del
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República a través de la Consejería Presidencial para la
Equidad de la Mujer o de la entidad rectora de la política pública para el adelanto de la mujer y la equidad de
género. El OAG tiene por objeto identificar y seleccionar un sistema de indicadores de género, categorías de
análisis y mecanismos de seguimiento para hacer reflexiones críticas sobre las políticas, los planes, los
programas, las normas, la jurisprudencia para el mejoramiento de la situación de las mujeres y de la equidad
de género en Colombia (p. 1).
Construir equidad entre mujeres y hombres requiere impulsar acciones que compensen o moderen las
discriminaciones que afectan a unas y otros; avanzar hacia la igualdad hace necesario introducir, de manera
transversal y/o eje conductor, el enfoque de género como categoría de análisis social y como método de
identificación y corrección de des- igualdades, en las políticas públicas de equidad, y en los planes,
programas, proyectos y mecanismos de trabajo de la administración pública. Así mismo, demanda establecer
un marco de colaboración, coordinación y concertación entre todas las ramas del poder público, para
desarrollar una agenda de país en materia de equidad de género, acorde con los mandatos constitucionales,
legales y los compromisos internacionales adquiridos por el Estado colombiano (p. 17 ).
4. Estructura y organización escolar. Articular las instancias involucradas en los programas de organización
escolar, de manera que los proyectos educativos institucionales consoliden culturas en y para la paz, la
convivencia y la ciudadanía, con énfasis en la igualdad de oportunidades, la tolerancia, el respeto, la
participación y la solidaridad (p. 29).
PROPOSITOS. 3. Fortalecer la educación pública en todos sus niveles, como tema prioritario en las agendas
nacionales y territoriales, en los planes de desarrollo e inversión de las entidades municipales,
departamentales y nacionales, para asegurar a todos, condiciones de disponibilidad, acceso, permanencia y
calidad en términos de igualdad, equidad e inclusión ( p. 13).
2. Equidad: Igualdad de oportunidades a partir de la inclusión de las personas con discapacidad sin ningún
tipo de discriminación (p. 2).
CAPÍTULO I. OBJETIVOS. Artículo 2. La Política Pública Distrital de Comunicación Comunitaria tendrá
como objetivos los siguientes: b. Impulsar la equidad en el acceso a los espacios y medios de comunicación,
como base fundamental para la expresión y materialización de los demás derechos. En tal sentido Bogotá,
Distrito Capital, adelantará las estrategias y planes de acción para hacerla realidad (p. 4).
Ciudad de Derechos. Los propósitos fundamentales dentro de este objetivo son los de lograr una sociedad
ambientalmente sostenible, con mujeres y hombres desarrollando plenamente sus capacidades y ejerciendo
sus derechos y libertades, mediante el desarrollo de políticas sostenibles en el mediano y largo plazo. Así
mismo, trabajaremos para el logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio: erradicar la pobreza y el
hambre, lograr la educación básica universal, promover la equidad de género y la autonomía de la mujer,
reducir la mortalidad de los niños menores de cinco años, la mortalidad materna y casos de VIH/Sida (p. 6 ).
2. Las realizaciones educativas de la administración anterior. b. Se fortaleció la educación pública y se logró
la necesaria y activa complementación de la oficial y la privada, unidas en una visión compartida de los
fundamentos del Estado y de los fines de la educación, dirigida a buscar la igualdad de oportunidades de los
ciudadanos, sin discriminación de ninguna naturaleza, y orientada a la construcción de democracia mediante
el acceso de todos a los beneficios del conocimiento y la cultura (p. 25).
d. Se activó el reconocimiento efectivo de los principios de equidad, diversidad, integración e inclusión
social, mediante la ejecución de programas y proyectos que comprenden acciones pedagógicas al interior de
los colegios y en relación con el entorno, así como actividades compensatorias y de solidaridad social que
comprometieron la administración distrital y al sector privado de la ciudad para avanzar en la eliminación de
los factores que producen vulnerabilidad, exclusión y marginalidad tales como: la condición de género, el
origen étnico, la orientación sexual, la pobreza y el desplazamiento forzado por la violencia (p. 25).
TEMA: BENEFICIOS ECONÓMICOS Y SOCIALES
ARTÍCULO 3°. PRINCIPIOS. Además de lo referido en el artículo 4 del Acuerdo 159 de 2005, los
siguientes son los principios orientadores de la Política Pública de Juventud para Bogotá D.C. 2006-2016. a.
Universalidad. La Política Pública de Juventud para Bogotá D.C. 2006-2016 está orientada a toda la
población joven que habita en Bogotá D.C., enfatizando en las acciones encaminadas a lograr las mismas
oportunidades de aquellos jóvenes que por dificultades en el acceso a bienes y servicios, o por marginación
política o sociocultural se encuentran en situación de vulnerabilidad ( p. 4 ).
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3. Reducción de la pobreza y promoción del empleo y la equidad. La estrategia de equidad consiste en lograr
que los colombianos tengan igualdad de oportunidades en el acceso y la calidad de un conjunto básico de
servicios sociales que, en el futuro, permitan que todos alcancen ingresos suficientes para llevar una vida
digna. Se trata de superar el asistencialismo a través de políticas que incluyan dentro de su formulación
apoyos condicionados, acompañamiento periódico y esquemas de graduación, y que permitan desarrollar
habilidades para generar ingresos en el futuro. Por esta razón, se busca que todos los colombianos tengan
acceso a educación de calidad, a una seguridad social equitativa y solidaria, al mercado laboral
(promoviendo la formalización o apoyando el emprendimiento) y a mecanismos de promoción social
efectivos (p.107).
Mejorar las condiciones de vida y oportunidades, superando situaciones de inequidad, a través de la
ampliación de coberturas y mejoramiento de la calidad en los sectores sociales de salud, educación, vivienda,
agua potable y saneamiento básico. Así mismo, promover la inclusión de la población afrocolombiana en las
políticas definidas para el logro de los Objetivos y Metas del Milenio (p. 109).
Empleo, educación y salud. En la actualidad, el Distrito Capital financia todos los estudiantes de preescolar y
primaria, así como aquellos con necesidades educativas especiales y los que han sido víctimas del conflicto.
También, son beneficiarios de gratuidad total los estudiantes de secundaria y media con nivel 1 del SISBEN
y de gratuidad parcial los de educación media, con nivel 2 del SISBEN (p. 69).
En el marco de los principios relacionados con el derecho fundamental a la educación, con la gratuidad y la
obligatoriedad, corresponde a cada colegio, con sus sedes, dar sentido y contenido a los demás principios que
sustentan el Plan Sectorial, los cuales están orientados a: 1. la calidad, 2.La equidad, para distribuir con
justicia los bienes de modo que, al llegar en mayor proporción a los más pobres, sirvan de fuente para la
universalización de la cobertura con calidad. 4. La inclusión e integración social, en el ambiente escolar y
con el entorno ciudadano. 5. La pertinencia social y la relevancia personal de la formación. 6. El
reconocimiento de los niños como sujetos de la política educativa. 7. la valoración de los docentes como
sujetos de saber pedagógico, 8. La territorialización, como estrategia de planeación y reconocimiento de las
dinámicas locales (p.10).
Apoyo a estudiantes para ir al colegio. Los apoyos constituyen una estrategia de política educativa esencial
para llevar a la práctica los principios de equidad e inclusión, asociados con la política de mejoramiento de la
calidad de vida. La participación escolar, al tener efectos sobre la educación, se convierten también en factor
multiplicador de derechos y base para acceder a todos los demás derechos y libertades (p. 89).
ATENCIÓN PARA LA EQUIDAD. Estos programas deberán tener en cuenta: 1. Población. La orientación
propia de las jornadas escolares complementarias debe obedecer al principio de equidad, por tanto es
importante definir de manera clara los criterios para la elección de los beneficiarios dentro de un
establecimiento educativo; en caso de no poder beneficiar a la totalidad de la población escolar del
establecimiento. Los criterios deben ir orientados a priorizar la atención de las poblaciones más vulnerables y
garantizar los medios para que dicha población participe en las jornadas (transporte y refrigerios) (p. 7).
La gratuidad, elemento básico de justicia social
El principio de gratuidad es consustancial al derecho a la educación y hace viable su cumplimiento, razón por
la cual tiene rango constitucional. Para el Distrito Capital la gratuidad constituye un medio 69de
redistribución del ingreso que contribuye a compensar las desigualdades que ocasiona la pobreza y evita la
inasistencia, la deserción y el rezago escolar por carencia de recursos (p. 66 ).
Se trata de la equidad para distribuir con justicia los bienes de modo que al llegar en mayor proporción a los
más pobres, contribuyan a la universalización de la cobertura con calidad (p. 67).
Acceso y permanencia para todas y todos
Esta estrategia obedece a los principios de calidad, equidad, inclusión e integración social; su eje es la
gratuidad para todos. El Plan Sectorial incluye los recursos destinados a garantizar el funcionamiento de los
colegios y otros dedicados a combatir la inasistencia, la deserción y el abandono escolar, mediante la
prestación de servicios de salud en el colegio, alimentación escolar, útiles, recreación, cultura, subsidios y
transporte escolar (p. 14).
TEMA: PARTICIPACIÓN CIUDADANA
11.5 Equidad: acceso, permanencia y calidad
Plan Decenal de Desarrollo de la Educación hacia una sociedad democrática y solidaria en el Estado Social
de Derecho (p. 53).
Sección 1. Garantía del desarrollo integral de los niños, las niñas y los adolescentes. 8. Niños, niñas y
adolescentes con voz y voto: La participación de la niñez se reconoce como un proceso continuo en el que
los niños, las niñas y los adolescentes son consultados, hacen parte en la toma de decisiones, de la
implementación y evaluación de las acciones de gestión pública que afectan sus vidas. Para la veeduría y el
control social se garantizarán mecanismos claros y respetuosos de rendición pública de cuentas, en los que se
dé cuenta de los resultados de las propuestas presentadas por la niñez y la garantía de sus derechos (p. 61).
Enseñanza, promoción y respeto de la cultura de la paz, la reconciliación, la convivencia pacífica, el cuidado
de la salud física y mental, los derechos humanos, la formación ciudadana y la participación democrática (p.
20).
Descentralización: Reconocimiento de la diversidad y heterogeneidad de las regiones y territorios locales y
de sus estructuras operativas para ampliar la democracia participativa y fortalecer la autonomía local, para lo
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cual, las entidades públicas del orden nacional y departamental transferirán, a los municipios los recursos que
hubiesen apropiado en sus respectivos presupuestos para la ejecución de programas y proyectos formulados
de conformidad a la presente ley (p. 2).
La autonomía y participación con responsabilidad para construir democracia en y desde el colegio. La
autonomía escolar y pedagógica acompañada con la participación en la gestión escolar y administrativa de
los colegios, son componentes esenciales en el desarrollo dela educación de Bogotá. Autonomía y
participación, conforman en educación los ejes de las libertades constitucionales de enseñanza, aprendizaje,
investigación y cátedra, y constituirán prácticas consecuentes con los objetivos estructurantes de Bogotá
Positiva, a través de las cuales se busca profundizar la democracia, generar tejido social a partir del
fortalecimiento de la participación de la ciudadanía organizada que permita contar con gobiernos escolares y
administraciones locales cada vez más fortalecidas y autónomas. El colegio es un escenario vital para la
formación y para practicar acciones de participación y convivencia (p. 68).
ARTÍCULO SÉPTIMO: Corresponderá al Comité Local de la Red-Conciliando, cumplir en el ámbito
geográfico o área correspondiente las tareas o funciones generales de la Red y en particular las del Comité
Distrital previstas en el artículo cuarto del presente acuerdo, además de las siguientes: 1. Apoyar a las
instituciones educativas en el proceso de renovación pedagógica del PEI, fortalecimiento de la democracia
escolar; apoyo de formación y actualización de orientadores escolares; promoción de la participación y
organización de la comunidad educativa (p. 5).
ARTÍCULO 1. Promuévanse e impleméntese en el Distrito Capital mecanismos para la formación en
participación ciudadana en las instituciones educativas públicas y privadas en los niveles preescolar, básica y
media, formal, no formal e informal, con el fin de incentivar el conocimiento, la capacitación y por ende la
participación ciudadana como motor del desarrollo de la sociedad y ser incluidos como elementos en los
procesos de participación en la adopción de decisiones que afectan a los ciudadanos (p. 1).
ARTÍCULO 2. Para la ejecución de los mecanismos para la formación en participación ciudadana, se
promoverá el uso de herramientas tecnológicas como la Internet, centros de información bibliográfica,
bibliotecas virtuales, bases de datos, y el aprovechamiento de expresiones artísticas, deportivas, recreativas y
culturales como el cine o el teatro que como modelo pedagógico permitan 79la comprensión de la
participación y tiendan a empoderar al ciudadano (p. 1).
ARTÍCULO 4. La Secretaría de Educación de Bogotá podrá tramitar la suscripción de Convenios de
Asesoramiento y Cooperación Técnica y/o financiera que se requiera para el suficiente apoyo de los
mecanismos para la formación en participación ciudadana, como la publicación de historietas en lenguaje
sencillo en medios de comunicación, manuales, cartillas y cuadernos para ser distribuidos gratuitamente en
las instituciones educativas públicas y privadas del Distrito Capital de los niveles señalados en el presente
articulado (p. 1).
Artículo 214. Participación de la sociedad. En desarrollo del principio de corresponsabilidad, las
organizaciones sociales especializadas, como las veedurías ciudadanas, o cualquier otra forma de
organización de la ciudadanía, participarán en el seguimiento y vigilancia de las políticas públicas y de las
acciones y decisiones de las autoridades competentes. Las autoridades nacionales y territoriales deben
garantizar que esta función se cumpla (p. 95).
ARTÍCULO 15°. LINEAMIENTOS GENERALES. Los lineamientos generales giran en torno a cuatro ejes:
la calidad de la educación, la cobertura, acceso y permanencia, la tecnología y la infraestructura educativa.
Los lineamientos son los siguientes: l. Fortalecer la participación democrática de los estudiantes en las
instancias del gobierno escolar y otros espacios de organización escolar juvenil, apoyando sus iniciativas (p.
16).
Es importante resaltar que el desarrollo de las competencias ciudadanas no está sólo condicionado por el
contexto, sino que puede contribuir a cambiarlo. En la medida en que niños, niñas y jóvenes del país
aprendan a ejercer su ciudadanía de manera competente será posible que los ambientes en los que se
desenvuelven se vayan transformando para favorecer más la democracia, la paz y la pluralidad. A su vez, las
transformaciones que los adultos puedan lograr en los distintos ambientes (aula, escuela, casa, barrio, entre
muchos otros) para que estos sean más democráticos y constructivos favorecerá enormemente el desarrollo
de las competencias ciudadanas en niñas, niños y jóvenes. En otras palabras, la relación entre el desarrollo de
competencias ciudadanas y la construcción de ambientes democráticos y pacíﬁcos es recíproca e incide en la
acción ciudadana (p.162).
Capítulo 7. Dimensiones especiales del desarrollo. La política de juventud debe reconocer a los jóvenes y a
las jóvenes como un elemento activo en la participación política de la vida nacional y como un grupo clave
para la generación de una sociedad democrática con un mayor grado de equidad y de armonía (p. 23).
3. Educación en valores, participación y convivencia democrática. Se han implementado e incorporado en los
planes de desarrollo territoriales programas, estrategias y proyectos específicos para el desarrollo de valores
y competencias para la paz, la convivencia y la ciudadanía que incluyan: · La resignificación de los
proyectos educativos institucionales (PEI) hacia la construcción de culturas de paz y democracia (p. 33).
f) Un mejor Estado al servicio del ciudadano en el cual se consoliden el modelo democrático y los
mecanismos de participación, se reestructure y fortalezca la administración de justicia, se posibilite la
intervención del Estado a través de funciones de planeación, promoción, regulación, control y participación
en actividades empresariales y en un marco de eficiencia y transparencia. Además, se buscará mejorar la
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calidad y eficacia del ejercicio de control fiscal para la correcta inversión y manejo de recursos del Estado (p.
35).
CAPÍTULO III. ENFOQUE DE DERECHOS HUMANOS. ARTÍCULO 5. La Política Pública Distrital de
Comunicación Comunitaria se desarrollará con fundamento en el enfoque de derechos humanos consagrado
en la Constitución Política de Colombia y demás normas, y su promoción y aplicabilidad social, económica,
ecológica y cultural se orienta por los principios de equidad, autonomía y participación con un sentido
democrático, pluralista, diverso e incluyente (p. 6).
Artículo 5°. Objetivos específicos de los Programas de Jornada Escolar Complementaria. Los Programas de
Jornada Escolar Complementaria que ejecuten las Cajas de Compensación Familiar, cumplirán con uno o
varios de los siguientes objetivos: d) Incentivar en los niños, niñas y jóvenes prácticas culturales que se
orienten al respeto por los derechos humanos, la valoración de las diferencias y el ejercicio de la democracia
(p. 2).
Como derecho de la persona, además de ser obligatoria para los menores entre 5 y 15 años de edad, la
Constitución le establece fines imperativos relacionados con la formación en el respeto a los derechos
humanos, a la paz y a la democracia, la formación en la práctica del trabajo y la recreación, la formación para
el mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para la protección del ambiente y la búsqueda del acceso
al conocimiento, a la ciencia, a la técnica y a los demás bienes de la cultura (p. 19).
a. Ahora decidimos juntos, que busca fortalecer los organismos, las instancias y los mecanismos de
participación ciudadana distritales, locales y sectoriales, así como los creados en el marco del Sistema
Distrital de Participación, fijando los alcances, derechos y deberes de la participación. Dentro del proyecto
Escuela Distrital de Participación, el sector educativo podrá contribuir en la formación de las destrezas y
conocimientos de las personas para la participación y la organización democrática, la convivencia y la paz.
Con respecto al proyecto Sistema de Presupuestos Participativos, el sector educativo tiene la experiencia de
haber iniciado este proceso en los colegios, que ahora se ampliará a la totalidad de ellos y en el nivel central
(p. 102).
b. Organización y redes sociales, uno de cuyos proyectos es el fortalecimiento de las organizaciones y redes
familiares, propósito igualmente del sector educativo, que podrá, además, participar en la creación del
Consejo Distrital y los 20 consejos locales de niñas y niños y en la formación en temas de ciudadanía y
participación social (p. 102).
La pertinencia y relevancia, determinantes del valor de la educación en su relación con la sociedad y con la
formación del sujeto. La autonomía y participación con responsabilidad para construir democracia en y desde
el colegio La autonomía escolar y pedagógica acompañada con la participación en la gestión escolar y
administrativa de los colegios, son componentes esenciales en el desarrollo de la educación de Bogotá.
Autonomía y participación, conforman en educación los ejes de las libertades constitucionales de enseñanza,
aprendizaje, investigación y cátedra, y constituirán prácticas consecuentes con los objetivos estructurantes de
Bogotá Positiva, a través de las cuales se busca profundizar la democracia, generar tejido social a partir del
fortalecimiento de la participación de la ciudadanía organizada que permita contar con gobiernos escolares y
administraciones locales cada vez más fortalecidas y autónomas. El colegio es un escenario vital para la
formación y para practicar acciones de participación y convivencia (p. 68).
La política educativa del Distrito en los últimos cuatro años se ha sustentado en garantizar el derecho a la
educación y la participación. El desarrollo de la educación se inscribe en las políticas generales de la ciudad
cuyos propósitos se han orientado a consolidar la democracia, a reducir la pobreza y a mejorar la calidad de
vida de sus habitantes (p. 9).
Transformación pedagógica de la escuela y la enseñanza. Con este programa se inició un proceso de
construcción de la identidad pedagógica de cada colegio con la participación activa del gobierno escolar, los
directivos docentes, los estudiantes y la comunidad educativa. El programa incluye la formulación de
currículos pertinentes, con nuevos contenidos y metodologías de la enseñanza, la organización de los tiempos
de aprendizaje, la utilización de los diversos escenarios, didácticas más apropiadas, la integración de
asignaturas y la organización por ciclos escolares. En su realización se llevaron a cabo las siguientes
actividades con las coberturas que se registran en cada caso: Renovación de los PEI: El Plan Sectorial de
Educación 2004-2008 incluyó la renovación pedagógica de los PEI con el propósito de cualificar y hacer
pertinentes los planes, las áreas curriculares y las metodologías de enseñanza (p. 29).
Transformación pedagógica de la escuela y la enseñanza. Profundización de la democracia escolar: Se
realizaron talleres de capacitación dirigidos a los comités de convivencia en todos los colegios oficiales de
Bogotá, a los cuales asistieron 2.880 personas, entre padres de familia, docentes, estudiantes, rectores. Se
realizaron procesos de acompañamiento en estrategias de autocuidado, reconciliación para el manejo de
conflictos, a través de la implementación de la metodología Escuelas del Perdón y Reconciliación. En el
2005 se inició el trabajo con un pilotaje de 5 colegios. En el 2006 se incluyeron 10 colegios nuevos,
posteriormente se vincularon al proceso 13 colegios más, para un total de 28 (p. 29).
"por la cual se fijan directrices para la conformación de las instancias de participación y representación del
sector educativo en el nivel institucional, local y distrital de Bogotá D.C." (p. 1).
ARTÍCULO 1. Objeto. El objeto de esta Leyes contribuir a la formación de ciudadanos activos que aporten a
la construcción de una sociedad democrática, participativa, pluralista e intercultural, en concordancia con el
mandato constitucional y la Ley General de Educación -Ley 115 de 1994- mediante la creación del sistema
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nacional de convivencia escolar y formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la
prevención y mitigación de la violencia escolar, que promueva y fortalezca la formación ciudadana y el
ejercicio de los derechos humanos, sexuales y reproductivos de los estudiantes, i de los niveles educativos de
preescolar, básica y media y prevenga y mitigue la violencia escolar y el embarazo en la adolescencia (P.1).
ARTÍCULO 2. En el marco de la presente Ley se entiende por:
Competencias ciudadanas. Es una de las competencias básicas que se define como el conjunto de
L.1620/13
conocimientos y de habilidades cognitivas, emocionales y comunicativas que, articulados entre sí, hacen
posible que el ciudadano actúe de manera constructiva en una sociedad democrática (p. 1).
ARTÍCULO 5. Principios del Sistema: Son principios del sistema nacional de convivencia escolar y
formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención y mitigación de la
violencia escolar:
1. Participación. En virtud de este principio las entidades y establecimientos educativos deben garantizar su
participación activa para la coordinación y armonización de acciones, en el ejercicio de sus respectivas
L.1620/13
funciones, que permitan el cumplimiento de los fines del Sistema. Al tenor de la Ley 115 de 1994 y de los
artículos 31, 32, 43 Y 44 de la Ley 1098 de 2006, los establecimientos educativos deben garantizar el
derecho a la participación de niños, niñas y adolescentes en el desarrollo de las estrategias y acciones que se
adelanten dentro de los mismos en el marco del Sistema. En armonía con los artículos 113 y 288 de la
Constitución Política, los diferentes estamentos estatales deben actuar en el marco de la coordinación,
concurrencia, complementariedad y subsidiariedad; respondiendo a sus funciones misionales (p. 3).
ARTÍCULO 19. Responsabilidades de los docentes en el Sistema Nacional de convivencia escolar y
formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención y mitigación de la
violencia escolar Además de las que establece la normatividad vigente y que le son propias, tendrán las
siguientes responsabilidades:
L.1620/13
2. Transformar las prácticas pedagógicas para contribuir a la construcción de ambientes de aprendizajes
democráticos y tolerantes que potencien la participación, la construcción colectiva de estrategias para la
resolución de conflictos, el respeto a la dignidad humana, a la vida, a la integridad física y moral de los
estudiantes (p. 13 ).
TEMA: LIBERTAD DE EXPRESIÓN, ASOCIACIÓN, CONCIENCIA Y PENSAMIENTO.
Artículo 5. Libertad religiosa. Los estudiantes ejercen su derecho a la libertad religiosa al optar o no por
tomar la educación religiosa que se ofrece en su establecimiento educativo, aunque no corresponda a su
credo, y en tal caso a realizar las actividades relacionadas con esta área de acuerdo con lo previsto en el
Proyecto Educativo Institucional PEI. Esta decisión deberá ser adoptada por los padres o tutores legales de
los menores o por los estudiantes si son mayores de edad. Los establecimientos educativos facilitarán a los
D.4500/06
miembros de la comunidad educativa, la realización y participación en los actos de oración, de culto y demás
actividades propias del derecho a recibir asistencia religiosa, así como a los que no profesen ningún credo
religioso ni practiquen culto alguno el ejercicio de la opción de abstenerse de participar en tal tipo de actos.
Estas actividades se deben realizar de conformidad con los literales e) y f) del artículo 6 º y el artículo 8º de
la Ley 133 de 1994, y con lo dispuesto en los acuerdos que el Estado suscriba conforme al artículo 15 de esta
Ley (p. 1).
ARTÍCULO 11°. LINEAMIENTOS GENERALES. Los lineamientos generales buscan promover y
fortalecer las estrategias, canales y escenarios que garanticen la participación para la decisión mediante la
promoción de una ciudadanía activa y el fortalecimiento de la organización juvenil en Bogotá. Los
D.482/06
lineamientos son los siguientes: j. Crear condiciones que garanticen la participación e igualdad en el acceso
de las mujeres jóvenes, población étnica, jóvenes en situación de desplazamiento, de discapacidad, y jóvenes
LGBT a espacios de poder, planificación, decisión y control (p. 12).
ARTÍCULO 17°. LINEAMIENTOS GENERALES. Los lineamientos generales giran en torno a la inclusión
económica, productiva y social de los y las jóvenes a la vez que propende por la formación integral y acceso
a la productividad y la generación de ingresos de los y las jóvenes para la construcción del proyecto de vida
D.482/06
individual y colectiva en la ciudad. Los lineamientos son los siguientes: i. Garantizar el respeto de los
derechos humanos de los y las jóvenes que participan en movilizaciones juveniles encaminadas demandar
condiciones laborales dignas y justas sin ser juzgados ni señalados (p. 18).
TITULO II. DERECHOS POLÍTICOS Y CIVILES. CAPITULO I. DERECHO A LA VIDA, LIBERTAD Y
SEGURIDAD. ARTÍCULO 8°. SOBRE LOS DERECHOS A LA VIDA, LIBERTAD Y SEGURIDAD. Se
recogen algunos de los derechos civiles y políticos especialmente aquellos orientados a garantizar las
D.482/06
libertades públicas e individuales de los ciudadanos. Dentro de estos, se encuentra el derecho a la vida y a la
seguridad personal, a la libertad de pensamiento, conciencia, religión así como a la libertad de opinión y
expresión (p. 9).
Artículo 15. Igualdad ante la ley disciplinaria. Las autoridades disciplinarias tratarán de modo igual a los
L.734/06
destinatarios de la ley disciplinaria, sin establecer discriminación alguna por razones de sexo, raza, origen
nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica (p. 4).
3. Educación en valores, participación y convivencia democrática. Metas. 3. Las instituciones de educación
han construido sus proyectos educativos institucionales, manuales y pactos de convivencia, con todos los
PNDE.06
actores de la escuela, basados en principios democráticos, que respetan la diferencia, dan prioridad al manejo
y resolución pacífica de los conflictos, en el marco de los derechos humanos (p. 28)
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II. EDUCACIÓN EN Y PARA LA PAZ, LA CONVIVENCIA Y LA CIUDADANÍA. MACRO
OBJETIVOS Y OBJETIVOS. Objetivos. 1. Garantizar la construcción de cultura de paz, basada en una
educación que trabaje en conocimientos, actitudes, habilidades, emociones y competencias, que desarrollen,
en todos los actores educativos, la autonomía moral y ética, a partir de la reflexión sobre la acción, haciendo
realidad la equidad, la legalidad, la inclusión social, el respeto y la valoración de la diversidad étnica,
económica, cultural, religiosa, política, sexual y de género (p. 26).
ARTÍCULO SEGUNDO-. PRINCIPIOS RECTORES. Los principios rectores de la Política Pública Distrital
de Educación Ambiental, son entendidos como fundamentos orientadores de acciones solidarias donde
prevalezca el respeto por la dignidad humana y la vida, tanto presente como venidera, donde el sujeto
autorreflexione en y sobre su acto cotidiano en relación con el ambiente y su contexto histórico y cultural;
tales principios son: Justicia y equidad: Garantía del bien común sobre el particular, en correspondencia con
la valoración de la diversidad ( p.3).
CAPÍTULO III. ENFOQUE DE DERECHOS HUMANOS. ARTÍCULO 5. La Política Pública Distrital
promoverá el desarrollo de los procesos y los medios de comunicación comunitaria respetando la libertad de
expresión e información, la libertad de informar y ser informado de manera veraz, imparcial y oportuna, la
autonomía, la independencia, y la dignidad del ciudadano y de todas las personas (p. 6 ).
Transformación pedagógica de la escuela y la enseñanza. Cátedra de Derechos Humanos. Esta Cátedra,
creada por el Concejo de Bogotá, constituye una acción transversal del currículo en cada colegio, cuyo fin es
educar en la autonomía, la libertad personal, la responsabilidad individual y colectiva, el respeto a la
dignidad humana, el pluralismo cultural, ideológico, político y religioso, la tolerancia, la solidaridad y la
práctica democrática de la participación. La SED impulsó en el período 2004-2007 la Red de Maestros en
Derechos Humanos mediante la conformación en cada localidad de un equipo que acompaña, hace
seguimiento, registra y difunde las innovaciones, proyectos, iniciativas de pedagogía de los derechos
humanos (p. 32).
Una educación de calidad es aquella en que los niños, niñas, adolescentes, jóvenes y adultos aprenden a
aprender en libertad lo que se les enseña y se les enseñan los conocimientos, valores, aptitudes y
comportamientos que son esenciales para su existencia ciudadana y productiva (p. 64).
Componentes: Las jornadas escolares complementarias deben plantearse con unos componentes básicos
orientadores que fortalezcan la consecución de sus objetivos. Para tal efecto se plantean los siguientes
principios orientadores: Desarrollo de ciudadanía. Se deben tener en cuenta todos aquellos elementos que
propician la valoración de los contextos y de los seres humanos que interactúan en dichos contextos. Dichos
elementos promueven en los estudiantes construcciones con las que identifican valores esenciales del ser
humano, identidades diversas que se desprenden del contexto, el orden natural y el orden normativo que lo
orienta y, como lo mencionan Antonio Elizalde y Patricio Donoso en su documento formación en cultura
ciudadana, "el correcto ejercicio de las libertades y la disciplina social requerida para el desarrollo y el
despliegue de la creatividad"( p. 2)
Sección 1. Garantía del desarrollo integral de los niños, las niñas y los adolescentes. El desarrollo integral se
logrará a través de la incorporación de las siguientes estrategias: 3. Habilidades para la vida: Con el fin de
promover en la niñez y la adolescencia un desarrollo vital que prepare para una vida plena, feliz, autónoma,
libre y responsable, se desarrollarán acciones de orientación y cualificación de las familias, los maestros y
maestras, en su rol educativo y orientador, ejercido con amor, comprensión y responsabilidad, con el fin de
ser soporte y apoyo para prevenir consumos nocivos, promover el disfrute de una sexualidad sana y
consolidar redes sociales y procesos de movilización social que protejan contra el reclutamiento, la
explotación sexual comercial y el abuso (p. 59)
ARTÍCULO 5. Principios del Sistema: Son principios del sistema nacional de convivencia escolar y
formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención y mitigación de la
violencia escolar:
4. Diversidad: El Sistema se fundamenta en el reconocimiento, respeto y valoración de la dignidad propia y
ajena, sin discriminación por razones de género, orientación o identidad sexual, etnia o condición física,
social o cultural. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a recibir una educación y formación que se
fundamente en una concepción integral de la persona y la dignidad humana, en ambientes pacíficos,
democráticos e incluyentes (p. 5).
ARTÍCULO 17. Responsabilidades de los establecimientos educativos en el Sistema Nacional de
convivencia escolar y formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención
y mitigación de la violencia escolar. Además de las que establece la normatividad vigente y que le son
propias, tendrá las siguientes responsabilidades:
6) Emprender acciones que involucren a toda la comunidad educativa en un proceso de reflexión pedagógica
sobre los factores asociados a la violencia y el acoso escolar y la vulneración de los derechos sexuales y
reproductivos y el impacto de los mismos incorporando conocimiento pertinente acerca del cuidado del
propio cuerpo y de las relaciones con los demás, inculcando la tolerancia y el respeto mutuo (p. 13).
La ciudadanía es un mínimo de humanidad compartida. Cuando decimos que alguien es ciudadano,
pensamos en aquel que respeta unos mínimos, que genera una conﬁanza básica. Ser ciudadano es respetar los
derechos de los de- más. El núcleo central para ser ciudadano es, entonces, pensar en el otro. Se basa en tener
claro que siempre hay un otro, y tener presente no sólo al otro que está cerca y con quien sabemos que vamos
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a relacionarnos directamente, sino también considerar al otro más remoto, al ser humano aparentemente más
lejano –al desconocido, por ejemplo– o a quien hará parte de las futuras generaciones (...) pero el ciudadano
también se deﬁne por su relación con el Estado (p. 150).
TEMA: DERECHOS HUMANOS
Artículo 7°. Protección integral. Se entiende por protección integral de los niños, niñas y adolescentes el
reconocimiento como sujetos de derechos, la garantía y cumplimiento de los mismos, la prevención de su
amenaza o vulneración y la seguridad de su restablecimiento inmediato en desarrollo del principio del interés
superior. La protección integral se materializa en el conjunto de políticas, planes, programas y acciones que
se ejecuten en los ámbitos nacional, departamental, distrital y municipal con la correspondiente asignación de
recursos financieros, físicos y humanos (p. 11).
Ser ciudadano es respetar los derechos de los demás. El núcleo central para ser ciudadano es, entonces,
pensar en el otro (p. 150).
En la concepción de ciudadanía que subyace a los Estándares Básicos de Competencias Ciudadanas, la
relación de los integrantes de la sociedad con el Estado, la exigibilidad y ejercicio de los Derechos Humanos
y constitucionales, y la acción del ciudadano en la vida pública son fundamentales (p. 150).
Artículo 3: Las instituciones educativas deberán acatar y promover el respeto incondicional a las normas
nacionales e internacionales en relación con los derechos de la infancia y el interés superior del niño,
consagrado en la Ley 12 de 1991 (p. 1).
Artículo 2°. Objeto. El presente código tiene por objeto establecer normas sustantivas y procesales para la
protección integral de los niños, las niñas y los adolescentes, garantizar el ejercicio de sus derechos y
libertades consagrados en los instrumentos internacionales de Derechos Humanos, en la Constitución Política
y en las leyes, así como su restablecimiento. Dicha garantía y protección será obligación de la familia, la
sociedad y el Estado (p. 1).
Artículo 8°. Interés superior de los niños, las niñas y los adolescentes. Se entiende por interés superior del
niño, niña y adolescente, el imperativo que obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y
simultánea de todos sus Derechos Humanos, que son universales, prevalentes e interdependientes (p. 11).
Artículo 9°. Prevalencia de los derechos. En todo acto, decisión o medida administrativa, judicial o de
cualquier naturaleza que deba adoptarse en relación con los niños, las niñas y los adolescentes, prevalecerán
los derechos de estos, en especial si existe conflicto entre sus derechos fundamentales con los de cualquier
otra persona. En caso de conflicto entre dos o más disposiciones legales, administrativas o disciplinarias, se
aplicará la norma más favorable al interés superior del niño, niña o adolescente (p.11)
Artículo 15. Ejercicio de los derechos y responsabilidades. Es obligación de la familia, de la sociedad y del
Estado, formar a los niños, las niñas y los adolescentes en el ejercicio responsable de los derechos. Las
autoridades contribuirán con este propósito a través de decisiones oportunas y eficaces y con claro sentido
pedagógico (p. 12).
Artículo 41. Obligaciones del Estado. El Estado es el contexto institucional en el desarrollo integral de los
niños, las niñas y los adolescentes. En cumplimiento de sus funciones en los niveles nacional, departamental,
distrital y municipal deberá:
1. Garantizar el ejercicio de todos los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes (p. 23).
Artículo 202. Objetivos de las políticas públicas. Son objetivos de las políticas públicas, entre otros los
siguientes:
1. Orientar la acción y los recursos del Estado hacia el logro de condiciones sociales, económicas, políticas,
culturales y ambientales, que hagan posible el desarrollo de las capacidades y las oportunidades de los niños,
las niñas y los adolescentes, como sujetos en ejercicio responsable de sus derechos (P. 90).
Los Derechos Humanos son el conjunto de derechos civiles, políticos, económicos, sociales, ambientales y
culturales de todas las personas del mundo, en todas las circunstancias (p. 151).
Por tanto, el reto es el desarrollo y posicionamiento de la educación ambiental a partir de lo sistémico, la
interdisciplinariedad, la transdisciplinariedad y la producción colectiva de conocimiento en el marco del
desarrollo ambiental de los territorios que componen la ciudad, como escenario para la realización de todos
los derechos humanos y libertades fundamentales, en donde se asegura la dignidad y el bienestar colectivo de
hombres y mujeres (p. 29).
Artículo 1: Las normas consagradas en la presente ley, tienen por objeto impulsar la formulación e
implementación de la política pública en discapacidad, en forma coordinada entre las entidades públicas del
orden nacional, regional y local, las organizaciones de personas con y en situación de discapacidad y la
sociedad civil, con el fin de promocionar y garantizar sus derechos fundamentales, en el marco de los
Derechos Humanos (p. 1).
Objetivos específicos
e. Promover la enseñanza y práctica de los derechos, deberes y valores humanos, la formación ética y moral,
su ejercicio como parte de la cultura escolar y la formación para la práctica social (p. 66)
Artículo 2: PRINCIPIOS GENERALES. En el marco de los derechos fundamentales, la población que
presenta barreras para el aprendizaje e y la participación por su condición de discapacidad y la que posee
capacidad o talento excepcional tiene derecho a recibir una educación pertinente y sin ningún tipo de
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Artículo 6. Estrategias
3. Garantizar el ejercicio pleno de derechos de toda la ciudadanía, el reconocimiento de la diversidad y las
diferencias en la formulación e implementación de las políticas públicas, reconocer los enfoques
diferenciales de orientación sexual, identidad de género, género, pertenencia étnica y cultural, condición de
discapacidad y ciclo vital: niños, niñas y adolescentes, adultos y adultos mayores y de la diversidad de las
familias (p. 8).
Artículo 39: Incentivos a los establecimientos educativos. El Ministerio de Educación Nacional, en el marco
del Foro Educativo Nacional que establece la Ley 115 de 1994, anualmente reconocerá los establecimientos
educativos que evidencien un impacto positivo con la implementación de estrategias de mejoramiento,
orientadas a cualificar la convivencia escolar, la educación para los derechos humanos, la educación para la
sexualidad y la prevención y mitigación de la violencia escolar, para lo cual dentro del término de seis meses
de expedición de la presente ley, reglamentará la participación, los criterios de selección y los incentivos que
recibirán los establecimientos educativos y los miembros de estos que lo ameriten (p. 23).
Artículo 42. Obligaciones especiales de las instituciones educativas. Para cumplir con su misión las
instituciones educativas tendrán entre otras las siguientes obligaciones:
1. Facilitar el acceso de los niños, niñas y adolescentes al sistema educativo y garantizar su permanencia.
2. Brindar una educación pertinente y de calidad.
3. Respetar en toda circunstancia la dignidad de los miembros de la comunidad educativa.
4. Facilitar la participación de los estudiantes en la gestión académica del centro educativo.
5. Abrir espacios de comunicación con los padres de familia para el seguimiento del proceso educativo y
propiciar la democracia en las relaciones dentro de la comunidad educativa.
6. Organizar programas de nivelación de los niños y niñas que presenten dificultades de aprendizaje o estén
retrasados en el ciclo escolar y establecer programas de orientación psicopedagógica y psicológica.
7. Respetar, permitir y fomentar la expresión y el conocimiento de las diversas culturas nacionales y
extranjeras y organizar actividades culturales extracurriculares con la comunidad educativa para tal fin.
8. Estimular las manifestaciones e inclinaciones culturales de los niños, niñas y adolescentes, y promover su
producción artística, científica y tecnológica.
9. Garantizar la utilización de los medios tecnológicos de acceso y difusión de la cultura y dotar al
establecimiento de una biblioteca adecuada.
10. Organizar actividades conducentes al conocimiento, respeto y conservación del patrimonio ambiental,
cultural, arquitectónico y arqueológico nacional.
11. Fomentar el estudio de idiomas nacionales y extranjeros y de lenguajes especiales.
12. Evitar cualquier conducta discriminatoria por razones de sexo, etnia, credo, condición socio-económica o
cualquier otra que afecte el ejercicio de sus derechos (P. 27).
Artículo 44. Obligaciones complementarias de las instituciones educativas. Los directivos y docentes de los
establecimientos académicos y la comunidad educativa en general pondrán en marcha mecanismos para:
1. Comprobar la inscripción del registro civil de nacimiento.
2. Establecer la detección oportuna y el apoyo y la orientación en casos de malnutrición, maltrato, abandono,
abuso sexual, violencia intrafamiliar, y explotación económica y laboral, las formas contemporáneas de
servidumbre y esclavitud, incluidas las peores formas de trabajo infantil.
3. Comprobar la afiliación de los estudiantes a un régimen de salud.
4. Garantizar a los niños, niñas y adolescentes el pleno respeto a su dignidad, vida, integridad física y moral
dentro de la convivencia escolar.
5. Proteger eficazmente a los niños, niñas y adolescentes contra toda forma de maltrato, agresión física o
psicológica, humillación, discriminación o burla de parte de los demás compañeros o profesores.
6. Establecer en sus reglamentos los mecanismos adecuados de carácter disuasivo, correctivo y reeducativo
para impedir la agresión física o psicológica, los comportamientos de burla, desprecio y humillación hacia
los niños, niñas y adolescentes con dificultades de aprendizaje, en el lenguaje o hacia niños o adolescentes
con capacidades sobresalientes o especiales.
7. Prevenir el tráfico y consumo de todo tipo de sustancias psicoactivas que producen dependencia dentro de
las instalaciones educativas y solicitar a las autoridades competentes acciones efectivas contra el tráfico,
venta y consumo alrededor de las instalaciones educativas.
8. Coordinar los apoyos pedagógicos, terapéuticos y tecnológicos necesarios para el acceso y la integración
educativa del niño, niña o adolescente con discapacidad.
9. Reportar a las autoridades competentes, las situaciones de abuso, maltrato o peores formas de trabajo
infantil detectadas en niños, niñas y adolescentes.
10. Orientar a la comunidad educativa para la formación en la salud sexual y reproductiva y la vida en pareja
(P. 28).
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Artículo 1. Objetivo general
El Plan de Desarrollo “Bogotá Positiva: Para vivir mejor”, busca avanzar en la construcción de una ciudad en
la que todas y todos vivamos mejor, en la que las acciones del gobierno se dirijan al mejoramiento de la
calidad de vida de la ciudadanía, una ciudad incluyente, justa y equitativa en la que se reconozcan, garanticen
y restablezcan los derechos humanos, en la que la diversidad sea una oportunidad y la reconciliación y la paz
sean posibles. Una ciudad construida participativamente, en la que cada vez más personas disfruten de los
beneficios del desarrollo. Una ciudad próspera y competitiva, responsable con el ambiente, integrada con su
territorio circundante, con la nación y con el mundo, capaz de generar y distribuir riqueza. Una “Bogotá
Positiva” que cuente con unas finanzas sanas y una gestión pública efectiva y transparente (p. 9).
Objetivo general
El objetivo general del Plan Sectorial de Educación 2008- 2012 es garantizar a los niños, niñas, adolescentes
y jóvenes de Bogotá las condiciones adecuadas para disfrutar del derecho a una educación de calidad que les
sirva para el mejoramiento de la calidad de vida y que contribuya a la construcción de una ciudad más justa y
democrática, pacífica y segura, incluyente y equitativa, en la que todos sus habitantes sean respetuosos de los
derechos humanos, la diversidad y el pluralismo (p. 65).
Artículo 6. Estrategias
4. Defender, proteger y promover los derechos humanos, reconocer la dignidad y el restablecimiento de los
derechos de las víctimas (p. 9).
En tanto la Constitución y los Derechos Humanos que en ella se recogen, dejen de ser algo abstracto y ajeno,
se podrá hacer realidad el ideal común que ella proclama, pues la democracia participativa, la pluralidad y la
justicia se viven y se construyen en el día a día en todos aquellos escenarios en los cuales interactuamos con
otros (p. 154).
Artículo 37. Libertades fundamentales. Los niños, las niñas y los adolescentes gozan de las libertades
consagradas en la Constitución Política y en los tratados internacionales de Derechos Humanos. Forman
parte de estas libertades el libre desarrollo de la personalidad y la autonomía personal; la libertad de
conciencia y de creencias; la libertad de cultos; la libertad de pensamiento; la libertad de locomoción; y la
libertad para escoger profesión u oficio (p. 21).
Artículo 142. Exclusión de la responsabilidad penal para adolescentes. Sin perjuicio de la responsabilidad
civil de los padres o representantes legales, así como la responsabilidad penal consagrada en el numeral 2 del
artículo 25 del Código Penal, las personas menores de catorce (14) años, no serán juzgadas ni declaradas
responsables penalmente, privadas de libertad, bajo denuncia o sindicación de haber cometido una conducta
punible. La persona menor de catorce (14) años deberá ser entregada inmediatamente por la policía de
infancia y adolescencia ante la autoridad competente para la verificación de la garantía de sus derechos de
acuerdo con lo establecido en esta ley. La policía procederá a su identificación y a la recolección de los datos
de la conducta punible (p. 70).
Artículo 2°. Objeto. El presente código tiene por objeto establecer normas sustantivas y procesales para la
protección integral de los niños, las niñas y los adolescentes, garantizar el ejercicio de sus derechos y
libertades consagrados en los instrumentos internacionales de Derechos Humanos, en la Constitución Política
y en las leyes, así como su restablecimiento. Dicha garantía y protección será obligación de la familia, la
sociedad y el Estado (p. 9).
ARTÍCULO 13°. LINEAMIENTOS GENERALES. Los lineamientos generales están orientados a generar
condiciones de equidad a través de la restitución y restablecimiento de los derechos de las poblaciones que
por dificultades en el acceso a bienes y servicios, o por marginación política o sociocultural, se encuentran
vulneradas, excluidas o ante situaciones de riesgo. Los lineamientos son los siguientes:
a. Propender por la prevención y eliminación de conductas que discriminen y estigmaticen implícita o
explícitamente a los y las jóvenes por su condición étnica, cultural, de género, orientación sexual, religión,
opinión, condición social, aptitudes físicas, situación de discapacidad, lugar de procedencia y recursos
económicos a través de estrategias como la promoción y difusión de valores relacionados con la igualdad, la
no discriminación, el respeto y riqueza de la diversidad en espacios como el sistema educativo, la familia y
los medios de comunicación (p.12).
ARTÍCULO 4°. ENFOQUE DE DERECHOS. Asumir la construcción de las políticas públicas desde esta
perspectiva es colocar al Ser Humano en el centro de la política, como sujeto de derechos indivisibles,
universales, inalienables e imprescriptibles. La Política de Juventud, basada en la perspectiva de derechos,
establece diálogos y articulaciones con otros enfoques, con el fin de garantizar las diversidades propias de la
vida juvenil y la necesidad de superar democráticamente condiciones de vulnerabilidad y la necesidad de
elevar las capacidades de los y las jóvenes para el libre ejercicio de sus derechos y libertades (p. 6).
ARTÍCULO 7°. MARCO ESTRATÉGICO. Este componente establece las estrategias, los alcances y los
objetivos de la Política Pública de Juventud. Define el rumbo de los programas y proyectos que en esta
materia se seguirá por los próximos 10 años en torno a la promoción, garantía, restitución y ejercicio efectivo
y progresivo de los derechos humanos de las y los jóvenes en la ciudad. Las áreas de derechos y sus
lineamientos, responden a cada una de las categorías de los Derechos Humanos y al enfoque definido en esta
Política Pública. a). Derechos civiles y políticos, los cuales se clasifican en:
Derecho a la Vida, Libertad y Seguridad.
Derecho a la Participación y Organización.
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Derecho a la Equidad y no Discriminación.
b). Derechos económicos, sociales y culturales, los cuales se clasifican en:
Derecho a la Educación y Tecnología.
Derecho al Trabajo.
Derecho a la Salud.
Derecho a las expresiones artísticas, culturales, turísticas y del patrimonio.
Derecho a la Recreación y Deporte.
c). Derechos colectivos, el cual se establece con base en el derecho al ambiente sano y al hábitat digno (p. 8).
ARTÍCULO 1o. COMPETENCIA, PREVALENCIA NORMATIVA Y PROCEDIMIENTO. El
conocimiento y trámite de los asuntos que sean materia de Tratados y Convenios Internacionales vigentes en
Colombia en los que se reconozcan principios, derechos, garantías y libertades de los niños y de las familias,
será de competencia de los Defensores de Familia en su fase administrativa y de los Jueces de Familia y
Jueces Promiscuos de Familia en su fase judicial. En los municipios donde no haya Juez de Familia o
Promiscuo de Familia, el trámite será de competencia de los Jueces Civiles y Promiscuos Municipales (p. 1).
Artículo 20. Interpretación de la ley disciplinaria. En la interpretación y aplicación de la ley disciplinaria el
funcionario competente debe tener en cuenta que la finalidad del proceso es la prevalencia de la justicia, la
efectividad del derecho sustantivo, la búsqueda de la verdad material y el cumplimiento de los derechos y
garantías debidos a las personas que en él intervienen (p. 4).
La educación permite construir un espacio de socialización y de refuerzo que forme también para ejercer la
ciudadanía. Importa educar con un estilo que induzca a los sujetos a actuar con mayor autonomía en el uso
del conocimiento, a estar más dispuestos a participar en debates y trabajos de grupo, y a tomar mayor
conciencia respecto de sus deberes y derechos. Mediante la educación la sociedad consolida la transmisión
de su cultura y garantiza la fijación de los valores que considera relevantes. Adicionalmente, el capital social
de la familia y la comunidad ayudan a incrementar la relevancia y la calidad de la educación ( p. 20).
II. EDUCACIÓN EN Y PARA LA PAZ, LA CONVIVENCIA Y LA CIUDADANÍA MACRO
OBJETIVOS Y OBJETIVOS
1. Inclusión, diversidad, diferencia, identidad y equidad.
Diseñar y aplicar políticas públicas articuladas e intersectorialmente que garanticen una educación en y para
la paz, la convivencia y la ciudadanía, basadas en:
· Enfoque de derechos y deberes.
· Principios de equidad, inclusión, diversidad social, económica, cultural, étnica, política, religiosa, sexual y
de género.
· Valoración y tratamiento integral de los conflictos.
· Respeto por la biodiversidad y el desarrollo sostenible (p. 26).
Artículo 1. • Las normas consagradas en la presente ley, tienen por objeto impulsar la formulación e
implementación de la política pública en discapacidad, en forma coordinada entre las entidades públicas del
orden nacional, regional y local, las organizaciones de personas con y en situación de discapacidad y la
sociedad civil, con el fin de promocionar y garantizar sus derechos fundamentales, en el marco de los
derechos humanos (p. 1).
Artículo 12 • Las normas consagradas en la presente ley, tienen por objeto impulsar la formulación e
implementación de la política pública en discapacidad, en forma coordinada entre las entidades públicas del
orden nacional, regional y local, las organizaciones de personas con y en situación de discapacidad y la
sociedad civil, con el fin de promocionar y garantizar sus derechos fundamentales, en el marco de los
derechos humanos (p. 5).
ARTICULO 2. DEFINICIÓN. Para efectos de la presente ley se entiende por violencia sexual contra niños,
niñas y adolescentes, todo acto o comportamiento de tipo sexual ejercido sobre un niño, niña o adolescente,
utilizando la fuerza o cualquier forma de coerción física, psicológica o emocional, aprovechando las
condiciones de indefensión, de desigualdad y las relaciones de poder existentes entre víctima y agresor (p.1).
ARTÍCULO 8o. DIVULGACIÓN. <Ver Notas del Editor en relación con la supresión de Inravisión> El
Gobierno Nacional de manera conjunta con el Instituto Nacional de Radio y Televisión, promoverá la
adopción de sistemas de autorregulación eficaces tendientes a motivar a los proveedores y usuarios de los
servicios de comunicación en cuanto a la visibilidad de la violencia sexual, la promoción de derechos y
relaciones equitativas entre los sujetos y la prevención del abuso sexual de niños, niñas y adolescentes
mediante el diseño de estrategias tendientes ( p. 11).
CAPÍTULO I. OBJETIVOS. Artículo 2. La Política Pública Distrital de Comunicación Comunitaria tendrá
como objetivos los siguientes:
g. Promover el restablecimiento y/o protección de los derechos humanos, la solidaridad, la equidad, la
participación, la reconciliación, la representatividad, la legitimidad social, la autonomía, la calidad y la
pertinencia de los productos comunicativos en sus aspectos técnicos, culturales y estéticos (p. 6).
TITULO III. Artículo 40. Programas y proyectos. Educación. Derechos Humanos, convivencia, democracia,
participación e interculturalidad en la escuela con equidad de género (p. 36).
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1. Garantizar el derecho a una educación de calidad para todos y todas. Tanto las acciones de solidaridad que
se expresan en subsidios y apoyos para resolver problemas de pobreza que afectan a buena parte de los
estudiantes, como las obras físicas, los desarrollos pedagógicos y didácticos, los materiales educativos, los
principios y fines de la educación, el imaginario social, las labores del gobierno escolar y la discusión
pública sobre el sector, son factores que integralmente influyen en la calidad (p. 11).
4. Pedagogía ciudadana para la construcción de capital cultural. El IDEP, como generador de conocimiento
pedagógico, quiere contribuir a promover la cultura ciudadana en Bogotá mediante la construcción de
estrategias pedagógicas que se inserten de forma permanente dentro del sector educativo y puedan ser
aplicadas por maestros y estudiantes de los colegios distritales. Se trata de promover cambios en los
comportamientos y las actitudes de los niños, niñas y jóvenes bogotanos, orientados a fortalecer el sentido de
lo público, el disfrute corresponsable de lo colectivo y aumentar la cultura ciudadana para que puedan
participar de los beneficios del desarrollo y ejercer sus derechos y libertades (p. 105).
Formación en derechos humanos, democracia, participación, convivencia, interculturalidad y género. Su
propósito es el fortalecimiento de una cultura de protección y respeto a la dignidad humana, promoviendo la
incorporación de los valores de los derechos humanos como orientadores y reguladores de convivencia, la
participación, la democracia, la interculturalidad y la equidad de género (p. 82).
Formación en derechos humanos, democracia, participación, convivencia, interculturalidad y género. Su
propósito es el fortalecimiento de una cultura de protección y respeto a la dignidad humana, promoviendo la
incorporación de los valores de los derechos humanos como orientadores y reguladores de convivencia, la
participación, la democracia, la interculturalidad y la equidad de género. Su puesta en práctica gira alrededor
de cuatro procesos que se realizarán coordinadamente: 1. transformación e innovación de los procesos
pedagógicos para la enseñanza-aprendizaje de los derechos humanos y la convivencia escolar; 2. promoción
de prácticas, hábitos y procedimientos para el respeto de la dignidad humana, la protección de la diversidad y
la interculturalidad, disposición para la reconciliación y el fortalecimiento de la democracia en el entorno
escolar; 3. fortalecimiento de las capacidades de la comunidad educativa para hacer realizables los derechos
humanos, los deberes y compromisos para la convivencia escolar; 4. implementación de acciones que
permitan proteger y garantizar los derechos humanos, la integridad personal, la convivencia y la seguridad en
la escuela (p. 82 ).
Objetivo general. El objetivo general del Plan Sectorial de Educación 2008-2012 es garantizar a los niños,
niñas, adolescentes y jóvenes de Bogotá las condiciones adecuadas para disfrutar del derecho a una
educación de calidad que les sirva para el mejoramiento de la calidad de vida y que contribuya a la
construcción de una ciudad más justa y democrática, pacífica y segura, incluyente y equitativa, en la que
todos sus habitantes sean respetuosos de los derechos humanos, la diversidad y el pluralismo (p. 65).
Proyecto de Ley por el cual se crea el Sistema Nacional de Convivencia Escolar y Formación para el
Ejercicio de los Derechos Humanos, Sexuales y Reproductivos y la Prevención y Mitigación de la Violencia
Escolar .
…el Gobierno Nacional presentará a consideración del Honorable Congreso de la República de Colombia, el
“Proyecto de Ley por el cual se crea el Sistema Nacional de Convivencia Escolar y Formación para el
Ejercicio de los Derechos Humanos, Sexuales y Reproductivos y la Prevención y Mitigación de la Violencia
Escolar”.
La iniciativa legislativa, que recoge los intereses de diversos sectores, busca establecer el marco institucional
para que el sistema educativo promueva y fortalezca la formación ciudadana y el ejercicio de los derechos
humanos, sexuales y reproductivos de los estudiantes de los niveles educativos de preescolar, básica y media,
y contribuir con otras instancias y entidades a la formación de ciudadanos activos que aporten a la
construcción de una sociedad democrática, participativa, pluralista e intercultural, en concordancia con el
mandato constitucional y la Ley General de Educación -Ley 115 de 1994 (p. 65 ).
CAPÍTULO II
DE LA RUTA DE ATENCIÓN INTEGRAL PARA LA CONVIVENCIA ESCOLAR
Artículo 35. Garantía de Derechos y aplicación de Principios. En todas las acciones que se realicen en el
marco de los diversos componentes de la Ruta de Atención Integral para la Convivencia Escolar, debe
garantizarse la aplicación de los principios de protección integral, incluyendo el derecho a no ser re
victimizado; el interés superior de los niños, las niñas y los adolescentes; la prevalencia de los Derechos; la
corresponsabilidad; la exigibilidad de los Derechos; la perspectiva de género y los Derechos de los niños, las
niñas y los adolescentes de los grupos étnicos, como se definen en los artículos 7 al 13 de la Ley 1098 de
2006 (p. 35).
ARTÍCULO 2. En el marco de la presente Ley se entiende por:
Educación para el ejercicio de los derechos humanos, sexuales y reproductivos: es aquella orientada a formar
personas capaces de reconocerse como sujetos activos titulares de derechos humanos sexuales y
reproductivos con la cual desarrollarán competencias para relacionarse consigo mismo y con los demás, con
criterios de respeto por sí mismo, por el otro y por el entorno, con el fin de poder alcanzar un estado de
bienestar físico, mental y social que les posibilite tomar decisiones asertivas, informadas y autónomas para
ejercer una sexualidad libre, satisfactoria, responsable y en torno a la construcción de su proyecto de vida y a
la transformación de las dinámicas sociales, hacia el establecimiento de relaciones más justas democráticas y
responsables (p. 1).
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ARTÍCULO 4. Objetivos del Sistema. Son objetivos del sistema nacional de convivencia escolar y
formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención y mitigación de la
violencia escolar:
1) Fomentar, fortalecer y articular acciones de diferentes instancias del Estado para la convivencia escolar, la
construcción de ciudadanía y la educación para el ejercicio de los derechos humanos, sexuales y reproductivos de los niños, niñas y adolescentes de los niveles educativos de preescolar, básica y media (p. 2).
ARTÍCULO 4. Objetivos del Sistema. Son objetivos del sistema nacional de convivencia escolar y
formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención y mitigación de la
violencia escolar:
3) Fomentar y fortalecer la educación en y para la paz, las competencias ciudadanas, el desarrollo de la
identidad, la participación, la responsabilidad democrática, la valoración de las diferencias y el cumplimiento
de la ley, para la formación de sujetos activos de derechos (p. 2).
ARTÍCULO 4. Objetivos del Sistema. Son objetivos del sistema nacional de convivencia escolar y
formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención y mitigación de la
violencia escolar:
5) Fomentar mecanismos De prevención, protección, detección temprana y denuncia de todas aquellas
conductas que atentan contra la convivencia escolar, la ciudadanía y el ejercicio de los derechos humanos,
sexuales y reproductivos de los estudiantes de preescolar, básica y media, particularmente, las relacionadas
con acoso escolar y violencia escolar incluido el que se pueda generar a través del uso de la internet, según se
defina en la ruta de atención integral para la convivencia escolar (p. 3).
ARTÍCULO 4. Objetivos del Sistema. Son objetivos del sistema nacional de convivencia escolar y
formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención y mitigación de la
violencia escolar:
7) Orientar estrategias y programas de comunicación para la movilización social, relacionadas con la
convivencia escolar, la construcción de ciudadanía y la promoción de los derechos humanos, sexuales y
reproductivos (p. 3).
ARTÍCULO 5. Principios del Sistema: Son principios del sistema nacional de convivencia escolar y
formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención y mitigación de la
violencia escolar:
2. Corresponsabilidad. La familia, los establecimientos educativos, la sociedad y el Estado son
corresponsables de la formación ciudadana, la promoción de la convivencia escolar, la educación para el
ejercicio de los derechos humanos, sexuales y reproductivos de los niños, niñas y adolescentes desde sus
respectivos ámbitos de acción, en torno a los objetivos del Sistema y de conformidad con lo consagrado en el
artículo 44 de la Constitución Política y el Código de Infancia y la Adolescencia (p. 3).
ARTÍCULO 13. Funciones del comité escolar de convivencia. Son funciones del comité:
2. Liderar en los establecimientos educativos acciones que fomenten la convivencia, la construcción de
ciudadanía, el ejercicio de los derechos humanos, sexuales y reproductivos y la prevención y mitigación de la
violencia escolar entre los miembros de la comunidad educativa (p. 8).
ARTÍCULO 13. Funciones del comité escolar de convivencia. Son funciones del comité:
6. Liderar el desarrollo de estrategias e instrumentos destinados a promover y evaluar la convivencia escolar,
el ejercicio de los derechos humanos sexuales y reproductivos (p. 10).
ARTÍCULO 15. Responsabilidades del Ministerio de Educación Nacional en el sistema nacional de
convivencia escolar y formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención
y mitigación de la violencia escolar. Además de las que establece la normatividad vigente y que le son
propias, tendrá las siguientes responsabilidades:
3. Producir y distribuir materiales educativos para identificar y utilizar pedagógicamente las situaciones de
acoso escolar y violencia escolar, a través de su análisis, reflexiones y discusiones entre estudiantes, que
orienten su manejo en los establecimientos educativos en el marco del ejercicio de los derechos humanos,
sexuales y reproductivos y de la formación para la ciudadanía (p. 9).
ARTÍCULO 15. Responsabilidades del Ministerio de Educación Nacional en el sistema nacional de
convivencia escolar y formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención
y mitigación de la violencia escolar. Además de las que establece la normatividad vigente y que le son
propias, tendrá las siguientes responsabilidades:
6. Asistir técnicamente a las secretarías de educación certificadas, para que adelanten procesos de
actualización y de formación docente sobre temáticas relacionadas con la promoción de la convivencia
escolar, la resolución de conflictos escolares, el ejercicio de los derechos humanos, la promoción de los
derechos sexuales y reproductivos, el desarrollo de competencias ciudadanas y el fomento de estilos de vida
saludable para la prevención y mitigación del acoso y la violencia escolar, que se incluirán anualmente en los
planes operativos de los planes territoriales de formación docente (p. 10).
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ARTÍCULO 15. Responsabilidades del Ministerio de Educación Nacional en el sistema nacional de
convivencia escolar y formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención
y mitigación de la violencia escolar. Además de las que establece la normatividad vigente y que le son
propias, tendrá las siguientes responsabilidades:
7. Realizar asistencia técnica a los entes territoriales para el desarrollo de acciones de promoción,
prevención, atención y seguimiento de situaciones de convivencia escolar establecer guías generales en la
construcción de líneas de bases e indicadores sobre la convivencia escolar que no solo visibilice los
problemas sino que potencialice los proyectos y programas que promueven la vida y los derechos humanos
(p. 9).
ARTÍCULO 15. Responsabilidades del Ministerio de Educación Nacional en el sistema nacional de
convivencia escolar y formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención
y mitigación de la violencia escolar. Además de las que establece la normatividad vigente y que le son
propias, tendrá las siguientes responsabilidades:
10. Promover conjuntamente con instituciones de alcance nacional convocatorias orientadas al desarrollo de
investigación aplicada en el tema de convivencia escolar y formación para el ejercicio de derechos humanos,
sexuales y reproductivos, y la prevención y la mitigación de la violencia escolar (p. 9).
ARTÍCULO 17. Responsabilidades de los establecimientos educativos en el Sistema Nacional de
convivencia escolar y formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención
y mitigación de la violencia escolar. Además de las que establece la normatividad vigente y que le son
propias, tendrá las siguientes responsabilidades:
1) Garantizar a sus estudiantes, educadores, directivos docentes y demás personal de los establecimientos
escolares el respeto a la dignidad e integridad física y moral en el marco de la convivencia escolar, los
derechos humanos, sexuales y reproductivos (p. 9).
ARTÍCULO 17. Responsabilidades de los establecimientos educativos en el Sistema Nacional de
convivencia escolar y formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención
y mitigación de la violencia escolar. Además de las que establece la normatividad vigente y que le son
propias, tendrá las siguientes responsabilidades:
3) Desarrollar los componentes de prevención, promoción y protección a través del manual de convivencia, y
la aplicación de la Ruta de Atención Integral para la Convivencia Escolar, con el fin de proteger a los
estudiantes contra toda forma de acoso, violencia escolar y vulneración de los derechos humanos sexuales y
reproductivos, por parte de los demás compañeros, profesores o directivos docentes (p. 9).
ARTÍCULO 17. Responsabilidades de los establecimientos educativos en el Sistema Nacional de
convivencia escolar y formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención
y mitigación de la violencia escolar. Además de las que establece la normatividad vigente y que le son
propias, tendrá las siguientes responsabilidades:
5) Revisar anualmente las condiciones de convivencia escolar del establecimiento educativo e identificar
factores de riesgo y factores protectores que incidan en la convivencia escolar, protección de derechos
humanos, sexuales y reproductivos, en los procesos de autoevaluación institucional o de certificación de
calidad, con base en la implementación de la Ruta de Atención Integral y en las decisiones que adopte el
comité escolar de convivencia (p. 9).
ARTÍCULO 20. Proyectos Pedagógicos. Los proyectos a que se refiere el numeral 1 del artículo 15 de la
presente Ley, deberán ser desarrollados en todos los niveles del establecimiento educativo, formulados y
gestionados por los docentes de todas las áreas y grados, construidos colectivamente con otros actores de la
comunidad educativa, que sin una asignatura específica, respondan a una situación del contexto y que hagan
parte del proyecto educativo institucional o del proyecto educativo comunitario.
La educación para el ejercicio de los derechos humanos en la escuela implica la vivencia y práctica de los
derechos humanos en la cotidianidad escolar, cuyo objetivo es la transformación de los ambientes de
aprendizaje, donde los conflictos se asumen como oportunidad pedagógica que permite su solución mediante
el diálogo, la concertación y el reconocimiento a la diferencia para que los niños, niñas y adolescentes
desarrollen competencias para desempeñarse como sujetos activos de derechos en el contexto escolar,
familiar y comunitario. Para esto, el proyecto pedagógico enfatizará en la dignidad humana, los derechos
humanos y la aceptación y valoración de la diversidad y las diferencias (p. 13).
El marco de la formación ciudadana: El respeto, la defensa y la promoción de los derechos humanos. En tal
sentido promueven la construcción de una sociedad crítica y transformadora, pero una sociedad que critica y
se rebela a través de herramientas democráticas y pacíais, que se une para promover la justicia social, que
reclama sus derechos y cumple con sus deberes, que promueve y protege los derechos humanos, que genera
lazos de solidaridad entre los más desfavorecidos y los más afortunados, que protege el medio ambiente, que
anima a la ciudadanía a respetar las normas de tránsito para evitar muertes y lesiones, y que impulsa
iniciativas para prevenir el maltrato infantil (p.165).
PROPÓSITOS 2. La educación en su función social, reconoce a los estudiantes como seres humanos y
sujetos activos de derechos y atiende a las particularidades de los contextos local, regional, nacional e
internacional, debe contribuir a la transformación de la realidad social, política y económica del país, al logro
de la paz, a la superación de la pobreza y la exclusión, a la reconstrucción del tejido social y al fomento de
los valores democráticos, y a la formación de ciudadanos libres, solidarios y autónomos ( p. 13)
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TEMA: COMPROMISO MORAL
ARTÍCULO 5. Principios del Sistema: Son principios del sistema nacional de convivencia escolar y
formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención y mitigación de la
violencia escolar:
5. Integralidad: La filosofía del sistema será integral, y estará orientada hacia la promoción de la educación
para la autorregulación del individuo, de la educación para la sanción social y de la educación en el respeto a
la Constitución y las leyes (p. 3).
3.3.4 Sistema de formación de capital humano. Educación, equidad y capital social. Recientes
investigaciones indican que el capital social no solo es un insumo para la educación, sino que también es un
producto de esta. El capital social se produce a través de la educación en tres vías fundamentales: (1) los
estudiantes practican valores constitutivos del capital social (participación y la reciprocidad); (2) las escuelas
proveen el espacio para la actividad en comunidad; y (3) mediante la educación cívica los estudiantes
aprenden cómo participar responsablemente en la sociedad. Reconociendo que la educación puede impactar
el desarrollo del país, entre otros, en aspectos tan importantes como lo son la equidad y el capital social, a
partir del diagnóstico de la situación actual del sector se describirán las principales acciones a realizar por el
Gobierno Nacional en el próximo cuatrienio, así como su estrecha relación con el SNFT (p. 151).
Artículo 40. Obligaciones de la sociedad. En cumplimiento de los principios de corresponsabilidad y
solidaridad, las organizaciones de la sociedad civil, las asociaciones, las empresas, el comercio organizado,
los gremios económicos y demás personas jurídicas, así como las personas naturales, tienen la obligación y la
responsabilidad de tomar parte activa en el logro de la vigencia efectiva de los derechos y garantías de los
niños, las niñas y los adolescentes (P. 23).
Artículo 2. Principios
7. Solidaridad. El gobierno distrital promoverá que la sociedad, en un esfuerzo conjunto, acoja, privilegie e
incluya en los beneficios del desarrollo a las personas que se encuentran en situación de pobreza y
vulnerabilidad (p.10).
Presentación
Hacia la consolidación de colegios de excelencia
Estos principios deben ayudar a consolidar colegios públicos de excelencia, para dar sostenibilidad,
crecimiento y desarrollo a la visión que construimos en los últimos cuatro años. Los colegios promoverán las
siguientes seis estrategias que han servido de marco de referencia para la política educativa de la ciudad:
1. Garantizar el derecho a una educación de calidad para todos y todas. Tanto las acciones de solidaridad que
se expresan en subsidios y apoyos para resolver problemas de pobreza que afectan a buena parte de los
estudiantes, como las obras físicas, los desarrollos pedagógicos y didácticos, los materiales educativos, los
principios y fines de la educación, el imaginario social, las labores del gobierno escolar y la discusión
pública sobre el sector, son factores que integralmente influyen en la calidad (p. 9).
ARTÍCULO SEGUNDO-. PRINCIPIOS RECTORES. Los principios rectores de la Política Pública Distrital
de Educación Ambiental, son entendidos como fundamentos orientadores de acciones solidarias donde
prevalezca el respeto por la dignidad humana y la vida, tanto presente como venidera, donde el sujeto
autorreflexiones en y sobre su acto cotidiano en relación con el ambiente y su contexto histórico y cultural;
tales principios son: Corresponsabilidad y solidaridad: Compromisos particulares diferenciados y colectivos
encaminados a la construcción de una vida digna (p. 1).
ARTÍCULO NOVENO: Del estímulo a los colegios oficiales del Distrito que habiendo participado en el
“Carnaval de niños, niñas y jóvenes" hayan sido seleccionados como las veinte mejores manifestaciones
artísticas y culturales del Carnaval. 2 OBJETIVOS: El carnaval es un proyecto orientado a propiciar ámbitos
de festividad colectiva mediante la celebración de la vida, la expresión creativa, el goce y la apropiación de
la ciudad, fortaleciendo los procesos de reconciliación y convivencia pacífica, la inclusión y la solidaridad
entre los sectores y culturas del Distrito Capital (p. 5 )
a. Amor por Bogotá, programa para propiciar, desde los colegios, mayores niveles de convivencia,
solidaridad, respeto a las diferencias, sentido de pertenencia e identidad, al igual que una mayor articulación,
confianza, respeto y comunicación con las instituciones públicas mediante la implementación de políticas de
concientización y cultura ciudadana. Las vinculaciones específicas se darán con los proyectos: Cultura para
la convivencia y la solidaridad ciudadana; Autorregulación y corresponsabilidad ciudadana; Acciones para el
Bicentenario de la Independencia y Cultura para la movilidad y seguridad vial (P. 101).
Artículo 2. Principios
6. Corresponsabilidad. El gobierno de la ciudad generará escenarios de discusión y concertación en donde la
participación del sector privado y de la ciudadanía coadyuve el cumplimiento de los propósitos comunes (p.
10).
ARTÍCULO 5. Principios del Sistema: Son principios del sistema nacional de convivencia escolar y
formación para los derechos humanos, la educación para la sexualidad y la prevención y mitigación de la
violencia escolar:
5. Integralidad: La filosofía del sistema será integral, y estará orientada hacia la promoción de la educación
para la autorregulación del individuo, de la educación para la sanción social y de la educación en el respeto a
la Constitución y las leyes (p. 3).
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3.3.4 Sistema de formación de capital humano. Educación, equidad y capital social. Recientes
investigaciones indican que el capital social no solo es un insumo para la educación, sino que también es un
producto de esta. El capital social se produce a través de la educación en tres vías fundamentales: (1) los
estudiantes practican valores constitutivos del capital social (participación y la reciprocidad); (2) las escuelas
proveen el espacio para la actividad en comunidad; y (3) mediante la educación cívica los estudiantes
aprenden cómo participar responsablemente en la sociedad. Reconociendo que la educación puede impactar
el desarrollo del país, entre otros, en aspectos tan importantes como lo son la equidad y el capital social, a
partir del diagnóstico de la situación actual del sector se describirán las principales acciones a realizar por el
Gobierno Nacional en el próximo cuatrienio, así como su estrecha relación con el SNFT (p. 150).
Artículo 40. Obligaciones de la sociedad. En cumplimiento de los principios de corresponsabilidad y
solidaridad, las organizaciones de la sociedad civil, las asociaciones, las empresas, el comercio organizado,
los gremios económicos y demás personas jurídicas, así como las personas naturales, tienen la obligación y la
responsabilidad de tomar parte activa en el logro de la vigencia efectiva de los derechos y garantías de los
niños, las niñas y los adolescentes (p. 23).

